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DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, Y DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 
ARTÍCULO 6o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS  

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, incisos f) y g) de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60, 87 y 88, del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten 
a la consideración de los integrantes de esta Honorable Asamblea el presente:  

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS 
CONSTITUCIONALES Y DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO SEXTO DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  

I. Del Proceso Legislativo  

a) En sesión de la Honorable Cámara de Diputados, celebrada el día 19 de 
diciembre del año 2006, fue presentada iniciativa que reforma el artículo 6° 
constitucional, firmada por los diputados Emilio Gamboa Patrón, Héctor Larios 
Córdova, Javier González Garza, Gloria Lavara Mejía, Alejandro Chanona 
Burguete, Ricardo Cantú Garza, Miguel Ángel Jiménez Godínez y Aída Marina 
Arvizu Rivas; turnada para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente a 
la Comisión de Puntos Constitucionales.  

b) Con fecha 4 de enero del año 2007, la Presidencia de la Mesa Directiva, modifica 
el trámite dictado a la iniciativa, y se turna a las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales y de la Función Pública.  

c) En sesión de la Honorable Cámara de Diputados, celebrada el día 16 de 
noviembre del año 2006, fue presentada iniciativa que reforma los artículos 6, 26, 
71, 72, 73, 108, 110, 111, 115, 116, 122 de la Constitución, suscrita por la Diputada 
Erika Larregui Ángel, del Partido Verde Ecologista de México. La Comisión 
determinó dictaminar esta iniciativa en lo referente al artículo 6° Constitucional ya 
que los alcances de la misma son de materias diversas.  

d) En sesión de mesas directivas de Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales 
y de la Función Pública, celebrada el día 20 de febrero del año 2007, se aprobó por 
unanimidad de los presentes el proyecto de dictamen que contiene el decreto que 
adiciona el artículo 6° constitucional.  

e) En sesión de Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función 
Pública, celebrada el día 28 de febrero del presente año se sometió a discusión y fue 
aprobado por unanimidad de los presentes. 
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II. Materia de la Iniciativa  

EL DERECHO A LA INFORMACIÓN COMO UN DERECHO FUNDAMENTAL 
CONSTITUCIONALMENTE RECONOCIDO  

México es hoy un país democrático pero con una enorme necesidad de cambios y mejoras; 
por convicción y necesidad, sus ciudadanos aspiran a construir una convivencia colectiva 
cada vez más incluyente, más abierta y que brinde las garantías propias de una vida en 
libertad y con justicia. Por eso, la democracia mexicana no puede contentarse con lo 
adquirido, sino que debe ir en busca de nuevos instrumentos que le den sustento, calidad y 
viabilidad en el largo plazo. Por eso la democracia mexicana se sigue edificando a través de 
la expansión de los derechos fundamentales que nos ha heredado la tradición histórica, 
nacional e internacional, del constitucionalismo democrático: los derechos políticos, los 
derechos civiles, los derechos sociales y los derechos de libertad. Por eso, nuestros 
derechos deben seguir replanteándose sobre los fundamentos que se encuentran en los 
valores de la igualdad, la democracia, la paz y la tutela del más débil.1  

El derecho de acceso a la información se inscribe plenamente en esa agenda democrática de 
México, y se inscribe como un derecho fundamental, al menos por dos razones: porque 
protege un bien jurídico valioso en sí mismo (que los ciudadanos puedan saber y acceder a 
información relevante para sus vidas) y porque sobre él se erige la viabilidad de un sistema 
democrático, porque cumple una función vital para la república, que los ciudadanos 
conozcan el quehacer, las decisiones y los recursos que erogan sus autoridades elegidas 
mediante el voto.2  

Puede decirse incluso que una de las piedras angulares de las democracias contemporáneas 
son las libertades de expresión y de información. En efecto, hoy se reconoce ampliamente 
que la información es una condición necesaria para la realización del estado democrático. 
Dicho de manera más simple, sin información –por quien se vota, qué hace el gobernante 
electo mediante el voto– no hay democracia posible.  

Esta afirmación, que puede parecer obvia, resulta sin embargo extraordinariamente 
compleja cuando se traduce en su dimensión jurídica. En efecto, las rápidas 
transformaciones de las sociedades contemporáneas han generado una modificación 
sustantiva de la concepción de la libertad de expresión, para darle un nuevo contenido que 
comprende no sólo a los sujetos activos de la libre emisión de ideas u opiniones (que se 
encuentra consagrada en nuestro artículo sexto constitucional y cuyos orígenes están 
enraizados en toda la tradición constitucional mexicana) sino también, a los derechos de 
todos aquellos que las reciben o incluso, que las buscan activamente.  

De este modo, la doctrina moderna, con sustento en los principales instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos, entre los que cabe destacar el artículo 19 
de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, el artículo 10 del Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
el 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, reconocen que la concepción moderna de la libertad 
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de expresión implica una trilogía de libertades interrelacionadas, agrupables en dos 
vertientes: por un lado el derecho a informar y emitir mensajes (que supone el derecho a 
difundir informaciones y opiniones y que toma en cuenta el punto de vista del emisor) y por 
otro, el derecho a ser informado (que comprende los derechos de investigar y recibir 
informaciones y opiniones desde la perspectiva del receptor).3  

Paulatinamente, diversas Constituciones han incorporado, con diferentes versiones, esta 
nueva concepción de la libertad de expresión. Entre otras, cabe destacar las Constituciones 
de Alemania, España y Portugal. En otros casos, ha sido la jurisprudencia constitucional o 
la legislación secundaria, la que ha ampliado el concepto tradicional de la libertad de 
expresión; así, aunque los textos constitucionales permanecen sin alteraciones, el concepto 
es radicalmente diferente. Este es el caso, por ejemplo, de los Estados Unidos, Francia, 
Bélgica, Noruega, Suiza e Italia, entre otros. En América Latina muchas Constituciones han 
incorporado, con diferentes formulaciones, la libertad de información, por ejemplo Brasil, 
Colombia, Costa Rica y Paraguay. Finalmente, en el plano internacional, debe destacarse la 
importancia de la interpretación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en la materia.  

Nuestro país no ha sido ajeno a este movimiento. Desde 1977, junto con otros artículos de 
la Constitución y en el marco de la denominada "reforma política", se modificó el artículo 
sexto constitucional para añadirle diez palabras que dicen: "el derecho a la información será 
garantizado por el Estado". Esta importante adición suscitó en su momento un amplio 
debate sobre su contenido y alcance que con el tiempo ha sido aclarado, de tal manera que 
ahora entendemos con mucha mayor claridad cual es el alcance de esa reforma, misma que 
hoy consideramos necesario perfeccionar.  

En este proceso de interpretación sobre el alcance de la naturaleza jurídica de la adición al 
artículo 6° constitucional, ha sido crucial la evolución jurisprudencial que sobre esta 
materia ha hecho la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En efecto, nuestro más alto 
tribunal, en una decisión rendida con motivo de la investigación en relación con la matanza 
de Aguas Blancas en el Estado de Guerrero, estableció que:  

"Tal derecho [el de la información] es, por tanto, básico para el mejoramiento de una 
conciencia ciudadana que contribuya a que ésta sea más enterada, lo cual es esencial para el 
progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades públicas… asumen ante ésta actitudes que 
permitan atribuirles conductas falta de ética, al entregar a la comunidad una información 
manipulada, incompleta, condicionada a intereses de grupos o personas, que le vede la 
posibilidad de conocer la verdad para poder participar libremente en la formación de la 
voluntad general, incurre en una violación grave a las garantías individuales en términos del 
artículo 97 constitucional, segundo párrafo, pues su proceder conlleva a considerar que 
existe en ellas la propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que podríamos llamar 
la cultura del engaño, de la maquinación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la verdad 
y tomar acciones rápidas y eficaces para llegar a ésta y hacerla del conocimiento de los 
gobernados".4  
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En esta decisión, la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que el derecho a la 
información constituía una garantía individual, pues sin ese supuesto, difícilmente podría 
haber considerado que los hechos en cuestión constituían una violación a las garantías 
individuales al ejercer la facultad derivada del segundo párrafo del artículo 97 de la 
Constitución. En diferentes decisiones, esta interpretación se ha confirmado plenamente5, 
llegando incluso al reconocimiento por parte de la Corte de que su interpretación original, 
que lo limitaba a una garantía por los partidos políticos, era incorrecta y que se trataba 
claramente de una garantía individual. Así se desprende de la tesis titulada "Derecho a la 
información. La Suprema Corte interpretó originalmente el artículo 6º constitucional como 
garantía de partidos políticos, ampliando posteriormente ese concepto a garantía 
individual y a obligación del Estado a informar verazmente."6. Como toda garantía, este 
derecho encuentra algunos límites, tales como "los intereses nacionales y los de la sociedad, 
así como por el respeto a los derechos de terceros".7  

Ahora bien, es de crucial importancia precisar que, según la doctrina aceptada, el derecho a 
la información tiene dos vertientes principales. La primera se refiere a los contenidos 
relacionados con el derecho a informar y que busca proteger el derecho de toda persona de 
expresar y comunicar por cualquier medio sus ideas y opiniones, y por otro, el derecho a ser 
informado (que comprende los derechos de investigar y recibir informaciones y opiniones 
desde la perspectiva del receptor). Desde esta perspectiva, el derecho a ser informado es 
una de las vertientes del derecho a la información, pero no lo agota.  

La reforma constitucional que ahora se dictamina establece las condiciones mínimas que 
aseguren el derecho de toda persona de tener acceso a la información pública, pero de 
ninguna manera prejuzga o limita la facultad del Constituyente Permanente de desarrollar 
en el futuro aspectos relacionados con el derecho a informar y que no son motivo de la 
presente reforma.  

En otras palabras, la iniciativa que ahora se dictamina desarrolla una de las vertientes del 
derecho a la información –en particular el derecho subjetivo de tener acceso a la 
información gubernamental– pero de ninguna manera pretende agotar los contenidos del 
derecho antes mencionado, pues como ya se argumentó antes, este se constituye por un 
conjunto de libertades relacionadas cuya expresión constitucional respecto de algunas de 
estas se encuentra aún pendiente. Vale la pena añadir, en el mismo sentido, que en la 
exposición de motivos de la Ley Federal de Acceso a la Información Pública que envió el 
entonces Presidente Vicente Fox Quesada al Congreso de la Unión, esta situación fue 
reconocida literalmente. Así, se decía que "...es importante destacar que la Iniciativa que 
ahora presentamos a esta soberanía regula una de las vertientes del derecho a la 
información, a saber, la del acceso a la información del Estado..."8.  

III. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA  

La promulgación y entrada en vigor de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental es una de las adquisiciones democráticas más 
importantes de México en los años recientes. Su vigencia ha contribuido a la apertura del 
Estado, al conocimiento público de los asuntos importantes para la nación, ha puesto en 
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manos de los ciudadanos una gran cantidad y variedad de datos, cifras y documentos para la 
toma de sus propias decisiones y ha ayudado a remover inercias gubernamentales 
indeseables como el secretismo, el patrimonialismo, la corrupción y la discrecionalidad.  

Esa ley se ha constituido en una poderosa palanca para la democratización del estado, y su 
ejemplo ha impactado en otras áreas, instituciones y niveles de gobierno en todo el país, 
difundiendo una nueva cultura acerca de "lo público" entre los ciudadanos y los 
funcionarios y, como nunca antes, las instituciones difunden, publican y hacen accesible 
una gran cantidad de información relevante sobre sus actividades. A partir de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y de las leyes 
equivalentes aprobadas por el resto de los Estados de la República, se han establecido 
condiciones que mejoran, aunque con deficiencias aún importantes, el derecho de los 
mexicanos de acceder a documentos que testimonian la acción gubernamental y el uso de 
los recursos públicos.  

Los avances en la materia son sustanciales: las casi 185 mil solicitudes atendidas hasta esta 
fecha a nivel federal, los más de 9 mil recursos de revisión desahogados por el Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) y los episodios de apertura en zonas 
cruciales del estado mexicano así lo demuestran. Los impactos democráticos de la acción 
de la Ley Federal de Transparencia son muchos y en muy distintas áreas de la actividad 
estatal: el caso de la masiva transformación de deuda privada en pública dirigida por el 
IPAB mediante el Fobaproa, el debate entre transparencia y secreto bancario a propósito de 
los fondos públicos y fideicomisos, el reconocimiento del acceso personal a los expedientes 
médicos como un derecho irrecusable del paciente, la identificación de los infractores de 
leyes y reglamentos federales al medio ambiente, a las leyes del transporte, hospitales, 
etcétera, el conocimiento de las transacciones y contrataciones que hacen las principales 
empresas públicas del país (como PEMEX), el acceso al expediente del financiamiento del 
sindicato petrolero, el proceso de toma de decisiones estratégicas en materia de relaciones 
exteriores, la apertura de los archivos sobre las responsabilidades de la represión política en 
1971, el acceso a información de organismos de la sociedad que reciben presupuesto 
público, la evaluación de la calidad de las escuelas públicas y privadas y un largo etcétera 
muestra, a las claras, que el acceso a la información es una herramienta socialmente útil, 
poderosa, indispensable para la democratización de México.  

El contenido de la Ley Federal y el proceso de aplicación de la misma tienen un significado 
profundo que debe subrayarse: hoy, cualquier persona, desde cualquier lugar de la Nación e 
incluso desde cualquier lugar del mundo, puede preguntar sobre las actividades que realizan 
las instituciones gubernamentales federales, los resultados que obtienen y la forma en que 
ejercen sus recursos. Gracias a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, miles de mexicanos de diferentes extracciones sociales y de muy distintas 
ocupaciones cuentan con un instrumento legal para ejercer su derecho a estar informados de 
los actos gubernamentales y los funcionarios públicos tienen la obligación de difundir 
información básica de la institución y entregar la información pública que piden los 
solicitantes, sin ningún tipo de discriminación por condición social, edad, sexo o alguna 
otra taxativa. Las leyes de transparencia han demostrado que son instrumentos que 
disuelven privilegios y que por tanto, se constituyen en elementos de igualación social.  
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La actual Ley Federal es el resultado de una construcción plural y de una acción legislativa 
concertada. El compromiso con la transparencia y el acceso a la información ha alcanzado 
y reforzado un amplio consenso en el ámbito político, social y académico de la Nación. De 
hecho, pocos temas de debate interno en el país han permitido tal confluencia de fuerzas 
políticas y prácticamente la unanimidad en el Congreso de la Unión.  

Por otra parte, la Ley Federal abrió el camino para que cada entidad federativa fuera 
incorporándose paulatinamente en la era de la transparencia y el acceso a la información. 
En el México democrático y pluralista de hoy, pocos temas han visto un desarrollo legal y 
cultural tan rápido y tan amplio como el de la transparencia. Desde el año 2002, el país ha 
cursado una larga ruta de construcción jurídica e institucional en todos los Estados de la 
Federación.  

Sin embargo, el desarrollo del derecho de acceso a la información no ha estado exento de 
problemas, resistencias y deformaciones. Quizás, la dificultad más importante es la 
heterogeneidad con la que se ha legislado y con la que se ejerce hoy mismo en la entidades 
y en las instituciones de la República, una diversidad perjudicial para la práctica de un 
derecho que es fundamental.  

Diversos estudios realizados por especialistas9 demuestran la existencia de muchísimos 
puntos de "falla", donde las leyes de transparencia no cumplen con sus objetivos, se 
quiebran y se vuelven débiles; una heterogeneidad indeseable se ha instalado en casi toda la 
República a falta, por así decirlo, de una "guía constitucional" para la construcción del 
derecho.  

Hasta cierto punto, el hecho era previsible, pues se trata de la primera construcción 
institucional que ocurre en un ambiente de amplia libertad para los Congresos estatales en 
donde cada uno de ellos, en ejercicio pleno de sus atribuciones constitucionales, ha 
determinado el contenido de su legislación en la materia. Es decir, la construcción del 
andamiaje legal se ha dado por iniciativa de los gobiernos, los legisladores, la política local 
y de las prioridades institucionales propias, sin que medie ninguna intervención ni 
injerencia de un "centro" regulador o de la Federación.  

La rutina democrática que posibilita pedir información a los gobiernos sin limitaciones, 
luego de 33 leyes de transparencia en la Federación y los Estados, ha adquirido las más 
variadas tonalidades, pues los procedimientos y los arreglos institucionales, los límites, la 
apertura, la tecnología disponible y los documentos accesibles son muy distintos, por lo 
tanto la pregunta obligada es: ¿Puede un derecho fundamental tener tantas versiones como 
gobiernos, jurisdicciones administrativas y soberanías? ¿Puede un derecho diferenciar a los 
mexicanos de modo tan subrayado, dependiendo de la entidad federativa, del lugar de 
residencia o del nacimiento de una persona?  

Gracias al impulso de las universidades y las comisiones o institutos de transparencia 
locales y el federal, el país ha podido discutir y ventilar esta problemática, en distintos foros 
públicos, con especialistas, gobernadores, alcaldes, académicos, organismos de la sociedad 
y con las autoridades locales en materia de transparencia. De ese trabajo nacional, cuyo 
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principal antecedente es la "Declaración de Guadalajara" firmada por tres Gobernadores, 
emergió un consenso: conviene intentar un segundo impulso, consolidar lo avanzado, al 
mismo tiempo que se elevan las condiciones y las exigencias mínimas que deben ser 
cumplidas por todas las legislaciones del país y por la práctica de todos los niveles de 
gobierno. No una homogeneidad forzada, pero sí un piso mínimo exigible para cualquier 
gobierno de la democracia mexicana. El curso de esta propuesta cuenta con los siguientes 
antecedentes:  

1. La Declaración de Guadalajara  

Al concluir el Primer Foro Nacional de Transparencia Local, celebrado en la capital del 
Estado de Jalisco, tres Gobernadores, de tres Estados y de tres partidos políticos distintos 
(Amalia García Medina de Zacatecas, Luis Armando Reynoso Femat de Aguascalientes y 
José Reyes Baeza Terrazas de Chihuahua), firmaron el 22 de noviembre del año 2005 un 
importante documento, conocido como la "Declaración de Guadalajara", en la que después 
de un diagnóstico completo sobre las leyes locales y de las reglamentaciones municipales, 
se propone una reforma constitucional que incorpore al texto fundamental el derecho de 
acceso a la información pública y los requisitos mínimos a cumplir en y por toda la 
República, a saber:  

Otorgar a todo mexicano y a toda persona los mismos derechos: sujetar las leyes a 
los principios de máxima publicidad y gratuidad.  

Facilitar al máximo la solicitud de información sin condicionantes artificiales, como 
la exigencia de demostrar personalidad, firma, identificación o interés jurídico.  

Poner a disposición del público todas las modalidades para tramitar solicitudes de 
información, incluyendo las herramientas electrónicas.  

Crear instancias profesionales, autónomas e imparciales para generar una cultura de 
transparencia y garantizar el acceso a la información en caso de controversia.  

Establecer sanciones para los funcionarios que nieguen dolosamente la información.  

La obligación de todos los órganos públicos de transparentar los principales 
indicadores de gestión.  

Asegurar la protección de los datos personales. 

Explícitamente, se trata de tomar una ruta que México ya exploró con razonable éxito en 
materia electoral (cuando en 1996 fueron incorporados a la Carta Magna una serie de 
mecanismos de control de constitucionalidad y un catálogo de principios y bases 
obligatorias en todas las legislaciones locales).  
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Los mandatarios estatales firmantes de la Declaración establecieron el compromiso de 
difundir la propuesta y promover su adopción entre sus homólogos de otras entidades 
federativas.  

2. XXVII, Reunión ordinaria de la Conferencia Nacional de Gobernadores 
(CONAGO)  

Con el impulso de la "Declaración de Guadalajara" el tema llegó a la XXVII Reunión 
Ordinaria de la Conferencia Nacional de Gobernadores, celebrada en Guanajuato durante el 
mes de marzo de 2006.  

En esa reunión, el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) tuvo ocasión 
de exponer lo siguiente:  

"En México el acceso a la información fue engendrado por el consenso de todos los 
partidos políticos. La Ley Federal de Transparencia tuvo un nacimiento unánime. 
Este hecho explica su fortaleza y también, su expansión a lo largo y ancho de la 
República. Aunque no existía ninguna obligación expresa, hoy, 28 Estados de la 
República tienen en marcha una ley de transparencia y cuatro más ya la discuten en 
sus Congresos, precisamente porque estas leyes y este derecho no son el monopolio 
de ningún partido, ni de ningún gobierno, sino el síntoma de un acuerdo 
verdaderamente nacional. Por eso la transparencia no se ha quedado como una idea 
genial de una administración, sino que la hemos convertido en un derecho 
individual, en una rama de nuestra legislación, al mismo tiempo que en una política 
pública.  

Gobiernos estatales del PRI, del PAN, del PRD y de otros partidos, legislaturas 
locales, ciudades, capitales, municipios, responden a la exigencia y se incorporan al 
torrente de esta construcción legal e institucional que ha dejado una huella más 
profunda y duradera de lo que se preveía hace apenas algunos años, justamente 
porque se transformó en un derecho y una política asociada a la democratización… 
No obstante, estamos apenas en el comienzo de un largo camino. Hay que decirlo 
con todas sus letras: la apertura no ha sido tersa, ni indolora, ni homogénea en 
nuestro país. Detrás del propósito general de la transparencia, han surgido 
problemas de diseño institucional, dificultades operativas y visiones jurídicas muy 
diferentes que al comenzar el año 2006, representan ya todo un tema de la agenda 
política nacional... El panorama que muestran las 28 legislaciones estatales y la 
federal misma, es incipiente, incompleto y fragmentario. No podemos hablar aún de 
un criterio compartido por todas las entidades ni tampoco de una política madura 
que recorra ya la geografía política del país". 

Los 26 mandatarios presentes y seis representantes de gobiernos estatales decidieron dar 
continuidad a la propuesta de reforma constitucional e inscribirla a la agenda de trabajo de 
2006 de la CONAGO.  

3. La Iniciativa de Chihuahua  
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Meses después, la Iniciativa de Chihuahua se hizo pública el 10 de noviembre de 2006 en el 
marco del Segundo Congreso de Transparencia Local, que tuvo lugar en aquella entidad. El 
documento fue firmado por los Gobernadores de Aguascalientes, Chihuahua y Zacatecas y 
se sumaron el Gobernador del Estado de Veracruz, Fidel Herrera, y el entonces Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, Alejandro Encinas. En la propuesta, los cinco mandatarios 
dicen:  

"La transparencia y el acceso a la información constituyen la conquista más 
importante de la sociedad y la política mexicanas en los últimos años. Son un gran 
avance en la calidad democrática del estado y un salto en las relaciones entre la 
sociedad civil y los gobiernos. Juntos materializan un derecho moderno, que forma 
parte de la nueva cultura política y cívica de los mexicanos.  

Como se sabe, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental fue aprobada por unanimidad en el Congreso de la Unión y han sido 
aprobadas 28 leyes estatales a lo largo y ancho del país, con mayorías diversas 
pertenecientes a todas las fuerzas políticas de México. Estos hechos demuestran que 
la transparencia no se trata de una bandera partidista, sino de un auténtico acuerdo 
nacional para transformar y democratizar al estado en todos sus niveles, gobierne 
quien gobierne y para el largo plazo.  

Los Gobernadores que suscribimos esta iniciativa de cambio constitucional estamos 
convencidos que este tema no sólo es crucial para la calidad de la democracia 
mexicana sino que constituye una de las oportunidades más importantes, que puede 
ayudar a recomponer las relaciones políticas de nuestro país, mostrando la 
viabilidad de los acuerdos fundadores de nuestro futuro democrático.  

Creemos, además, que nada sería más sano para la vida económica, social y política 
de nuestro país, que el ejemplo de la transparencia se extendiera a todos los niveles 
de gobierno, para que las entidades federativas y los municipios hicieran crecer este 
valor democrático con el mismo éxito y a la misma velocidad.  

Sostenemos que es una alta tarea nacional desarrollar todo tipo de iniciativas 
públicas y sociales para hacer avanzar al acceso a la información y la transparencia 
local. Que los Estados del país deben colocar estos temas como prioridad 
indiscutible de sus gobiernos, pues el alcance de tales derechos no podrá ser 
completo sin un entramado legal e institucional en el nivel estatal. Sin esa obra 
política, los grandes objetivos de la transparencia -el seguimiento puntual de los 
recursos y de las acciones gubernamentales- quedarían truncos.  

Sostenemos que transparencia y acceso a la información son asideros importantes 
para concretar un nuevo compromiso de las relaciones federales en México, esto es: 
que las nuevas responsabilidades y obligaciones que han ganado los Estados de la 
República deben corresponderse con mayores recursos; en contraparte, que este 
mayor ejercicio presupuestal debe estar sellado por la transparencia y el acceso a la 
información.  
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Transparencia y acceso a la información serían, así, parte medular del nuevo 
federalismo que buscamos: un federalismo que otorgue más recursos a los 
gobiernos locales, un federalismo más eficiente, un federalismo con más 
obligaciones para todos y un federalismo vigilado, evaluado por la propia 
ciudadanía. Y más que eso: los Gobernadores que suscribimos esta iniciativa 
consideramos que el acceso a la información y la transparencia son, sobre todo, un 
derecho fundamental, que no puede multiplicarse ni replicarse en decenas de 
versiones para su ejercicio. Precisamente porque está en la base de nuestra 
convivencia democrática, es necesario construir un derecho, ejercido del mismo 
modo y con las mismas condiciones legales e institucionales por cualquier 
mexicano, en cualquier lugar, región, estado o municipio del país.  

Para avanzar en estos propósitos que, insistimos, no son los de un partido o de un 
gobierno, sino genuinas tareas de la Nación para toda una generación, proponemos 
esta reforma constitucional que plasme obligaciones mínimas e iguales de 
transparencia, a ser cumplidas por todos los gobiernos del país: el federal, el estatal 
y el municipal.  

Al aprobarse la Ley Federal de Transparencia (y no una ley general) las legislaturas 
y los gobiernos locales adquirieron un compromiso que no puede ser evadido: 
construir instituciones a la altura de la exigencia nacional.  

La iniciativa que sometemos a la consideración de las soberanías estatales y por su 
vía, al Constituyente Permanente, busca recoger las bases de los consensos 
nacionales e internacionales sobre los principios mínimos indispensables en la 
materia y permiten a cada institución del estado, a la administración pública federal, 
a los otros Poderes de la Unión, a los órganos constitucionales autónomos y a las 
entidades federativas, construir sobre ellos las mejores condiciones para el ejercicio 
del acceso a la información.  

De manera particular, los principios que en la materia se proponen son los 
siguientes:  

a) Principio de publicidad sujeta a excepciones por causa de interés público.  
b) Acceso a la información de todos los órganos del estado y los partidos políticos.  

c) Un procedimiento expedito para el acceso a la información.  
d) Un procedimiento expedito para el acceso y rectificación de los datos personales.  

e) Un procedimiento de revisión de las decisiones desfavorables ante un organismo 
especializado e imparcial que goce de autonomía operativa, presupuestal y de 
decisión.  
f) Prueba de daño y de interés público.  

g) Sanciones administrativas para los servidores públicos.  
h) Obligación de proporcionar información.  
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i) La existencia de archivos administrativos actualizados y confiables.  
j) Protección de la vida privada..." 

La idea original, expresada por los Gobernadores, es que la iniciativa fuera presentada en 
los Congresos de cada entidad participante en la firma, para después presentarla en el 
Congreso de la Unión desde los Poderes Legislativos locales.  

No obstante, por iniciativa de los Diputados Federales presentes en el Segundo Congreso 
Nacional de Transparencia Local, Arnoldo Ochoa González del PRI, Luis Gustavo Parra 
Noriega del PAN y Aída Marina Arvizu Rivas del Partido Alternativa, se propuso organizar 
una reunión de trabajo de los Gobernadores firmantes con la Junta de Coordinación Política 
de la Cámara de Diputados, con el fin de exponer directamente a sus integrantes el 
contenido de la misma, para iniciar cuanto antes el trabajo legislativo para la reforma del 
artículo sexto de la Constitución.  

La iniciativa de los Gobernadores, conocida como la "Iniciativa de Chihuahua", fue 
expuesta en los siguientes términos:  

ARTICULO PRIMERO.- Se adiciona un párrafo final al artículo 6 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 6. ...  

La Federación, los Estados, los Municipios y el Distrito Federal, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, establecerán las instituciones y determinarán las políticas 
necesarias para asegurar el ejercicio efectivo del derecho de acceso a la 
información, bajo las siguientes bases:  

La información en posesión de todos los órganos del estado y de los partidos 
políticos es pública,  

La información gubernamental está sujeta a las reservas temporales que por razones 
de interés público establezca la ley;  

La información que se refiera a la vida privada y los datos personales se considerará 
como confidencial y será de acceso restringido en los términos que fije la ley;  

Un procedimiento expedito que incluya todas las posibilidades de solicitud (vía 
electrónica incluida) ante todos los órganos del Estado, federal, estatal y municipal, 
y los partidos políticos, que permita la emisión de la respuesta correspondiente en 
un plazo no mayor a veinte días hábiles, prorrogable por una sola vez hasta por un 
período igual siempre que existan razones que lo motiven, para que cualquier 
persona solicite el acceso a la información, sin necesidad de acreditar interés alguno 
o justificar su utilización;  
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Un procedimiento expedito (vía electrónica incluida) para que cualquier persona 
solicite acceso o rectificación de sus datos personales en posesión de cualquier 
órgano del estado o partido político;  

Un procedimiento de revisión de las decisiones desfavorables a las solicitudes 
previstas en las fracciones III y IV de este artículo, que se substancie en un plazo no 
mayor a cuarenta días hábiles y ante un organismo especializado e imparcial que 
goce de autonomía operativa, presupuestaria y de decisión;  

Los casos de conflicto entre el principio de publicidad y la necesidad de guardar 
reserva o confidencialidad de la información, se resolverán evaluando el daño que 
pudiera causar la difusión de la información o bien, acreditando causas de interés 
público, según sea el caso;  

Se considerará como infracción grave, ocultar o negar dolosamente información 
pública gubernamental, para efectos de la imposición de las sanciones que 
establezcan las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores 
públicos;  

La obligación de todos los órganos del estado de poner a disposición del público y 
de mantener actualizados sus principales indicadores de gestión, así como la 
obligación de dichos órganos y de los partidos políticos de proporcionar 
información sobre sus actividades, a través de medios electrónicos, que procure una 
adecuada rendición de cuentas;  

La existencia de archivos administrativos actualizados y confiables.  

TRANSITORIOS  

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  

SEGUNDO. La Federación y las Entidades Federativas, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, deberán expedir las leyes en materia de transparencia y acceso a la 
información pública gubernamental o realizar las modificaciones necesarias, según 
sea el caso, a más tardar un año después de la entrada en vigor de este Decreto, 
conforme a las bases que establece el párrafo segundo del artículo 6 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se adiciona por medio 
del presente ordenamiento. 

4. Acuerdo de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados  

El 16 de noviembre de 2006, la Junta de Coordinación Política de la LX Legislatura tomó 
un acuerdo para su presentación y adopción por el Pleno de la Cámara de Diputados, en el 
sentido de fortalecer el derecho fundamental de acceso a la información y la transparencia. 
El acuerdo expone, entre otras consideraciones, el hecho de que "Gobernadores de las 
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principales fuerzas políticas del país han elaborado un diagnóstico y una propuesta para 
llevar a cabo reformas tendientes a elevar a rango constitucional, obligaciones básicas e 
iguales en materia de transparencia y acceso a la información".  

5. Aprobación del Pleno de la Cámara de Diputados de la propuesta de la Junta de 
Coordinación Política  

El 28 de noviembre de 2006, se presentó y aprobó en el Pleno de la Cámara de Diputados el 
acuerdo de la Junta de Coordinación Política, en cuyo texto se argumenta la necesidad de la 
reforma al artículo sexto de la Constitución, en atención al problema de la heterogeneidad 
en las leyes de transparencia en México. Dice el acuerdo:  

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo dispuesto en el inciso a) 
numeral 1 del artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, somete el presente acuerdo al tenor de las siguientes:  

Consideraciones  

1. Que mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de 
diciembre de 1977, se adicionó el artículo 6 de la Constitución General, para 
consagrar el derecho a la información como una garantía individual.  

2. Que nuestro país ha suscrito diversos instrumentos internacionales en materia de 
derechos humanos, tanto vinculatorios como declarativos, en los que se señala el 
derecho a la información como un derecho universalmente reconocido e inherente a 
los regímenes democráticos.  

3. Que el derecho a la información, en tanto garantía fundamental de toda persona, 
implica el derecho al acceso a los archivos, registros y documentos públicos; el 
derecho a escoger de entre las fuentes que generan dicha información, las libertades 
de expresión y de imprenta; el derecho de asociación con fines informativos, así 
como el derecho a recibir información objetiva, completa y oportuna, es decir, el 
derecho a atraerse información, el derecho a informar y el derecho a ser informado.  

4. Que ante el impulso de la sociedad y la conjunción de la voluntad en los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo federales, se expidió en el año 2002 la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que es -como su 
denominación lo establece- de carácter federal, es decir, que establece derechos, 
facultades y obligaciones exclusivamente para órganos federales.  

5. Que la promulgación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, ha tenido resultados benéficos importantes 
para fomentar la eficiencia en la administración pública y la rendición de cuentas, 
además de constituir un mecanismo inmejorable para el combate a la corrupción y, 
por ende, contribuye a la construcción de un estado más democrático y justo en 
todos los ámbitos de gobierno.  
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6. Que en las entidades federativas es deseable que las legislaciones en la materia 
busquen establecer principios fundamentales y generales para lograr una 
homologación del derecho de acceso a la información y que los particulares tengan 
garantías en el ejercicio del mismo.  

7. Que legislar y fortalecer los instrumentos y mecanismos de transparencia y 
acceso a la información pública gubernamental, otorga a los gobernados 
herramientas indispensables para llevar a cabo un control social de los órganos del 
estado y para evaluar a sus gobernantes, contando con elementos objetivos de juicio 
para hacerlo, además de que genera realmente una ciudadanía responsable y 
participativa que exige rendición de cuentas a sus gobernantes.  

8. Que la protección, respeto y eficacia de un derecho fundamental requiere su 
fortalecimiento y revisión a la luz de las nuevas experiencias, cambio y evolución 
de nuestra sociedad.  

9. Que a la fecha se han presentado diversas iniciativas por parte de Diputados de 
diversos grupos parlamentarios, a efecto de ensanchar y perfeccionar el derecho a la 
información, así como los instrumentos y medios para hacerlo efectivo.  

10. Que en fecha reciente, Gobernadores de las principales fuerzas políticas del país 
han elaborado un diagnóstico y una propuesta para llevar a cabo reformas tendientes 
a elevar a rango constitucional obligaciones básicas e iguales en materia de 
transparencia y acceso a la información, misma que es coincidente con la visión que 
al respecto ha manifestado el órgano responsable de tutelar dicho derecho en el 
ámbito federal.  

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en el inciso a) 
numeral 1 del artículo 34 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, se somete a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, 
el siguiente  

Acuerdo  

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión acuerda 
avanzar en el análisis de las reformas que fortalezcan la garantía fundamental de 
derecho a la información buscando promover los consensos que permitan aprobar 
aquellas.  

Segundo. Los distintos grupos parlamentarios manifestamos que es de considerarse 
la iniciativa plural en materia de transparencia y acceso a la información que han 
presentado a la opinión pública en días pasados en la ciudad de Chihuahua, distintos 
Gobernadores de varias fuerzas políticas para impulsar los entendimientos 
necesarios que logren el establecimiento en nuestra Norma Suprema de principios 
mínimos y uniformes observables en todo el territorio nacional. 
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6. Presentación de la Iniciativa de Chihuahua en la Cámara de Diputados  

En un evento que contó con la participación de diversos sectores en la Cámara de 
Diputados el 13 de diciembre de 2006, el Gobernador Constitucional del Estado de 
Chihuahua, José Reyes Baeza Terrazas, en nombre de sus homólogos firmantes, presentó la 
Iniciativa de Chihuahua a los integrantes de la Junta de Coordinación Política. En la 
reunión estuvieron presentes integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y 
legisladores de siete fracciones parlamentarias. También asistieron al evento Comisionados 
y funcionarios de diez órganos de transparencia y acceso a la información pública en los 
Estados, representantes de organizaciones de la sociedad civil y funcionarios del IFAI.  

En respuesta a la intervención del Gobernador de Chihuahua, el Presidente de la Junta de 
Coordinación Política y Coordinador del Grupo Parlamentario del PRI, Diputado Emilio 
Gamboa Patrón, se comprometió a presentar la Iniciativa ante el Pleno de la Cámara como 
una propuesta plural de los integrantes de la Junta, dado que se trata de un tema que cuenta 
con el consenso de todas las fuerzas políticas.  

7. Reunión de trabajo con el Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales de 
la Cámara de Diputados  

El mismo 13 de diciembre del 2006, una comisión del IFAI integrada por el Comisionado 
Presidente del IFAI, la Comisionada María Marván Laborde y los Secretarios Ejecutivo y 
de Acuerdos del mismo Instituto, fueron invitados por el Diputado Raymundo Cárdenas 
Hernández, Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de 
Diputados, a una reunión que tuvo lugar acto seguido del evento celebrado por la Junta de 
Coordinación Política. En ella, el Diputado Cárdenas conoció la Iniciativa de Chihuahua y 
fue informado del acuerdo al que se arribó minutos antes con los integrantes de la referida 
Junta.  

El Presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales expresó que se trata de "un tema 
maduro, respaldado por un amplio consenso" y que estaría atento a la presentación formal 
de la iniciativa y darle al tema la mayor importancia en la agenda de trabajos de la 
Comisión.  

8. Presentación de la Iniciativa en el Pleno de la Cámara de Diputados y envío a la 
Comisión de Puntos Constitucionales para su dictamen  

El 19 de diciembre de 2006 se presentó en la sesión plenaria de la Cámara de Diputados la 
Iniciativa que reforma el artículo sexto de la Constitución firmada por los Coordinadores de 
las fracciones parlamentarias de los ocho partidos políticos, en cumplimiento del 
compromiso que establecieron los mismos durante la reunión de presentación de la 
Iniciativa de Chihuahua ante la Junta de Coordinación Política. A partir de esa fecha, la 
propuesta de reforma constitucional pasó de ser una propuesta de cinco mandatarios 
estatales a una iniciativa presentada por todas las fuerzas políticas con asiento en la Cámara 
de Diputados.  
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9. Iniciativa en la Comisión de Puntos Constitucionales. Dictamen en proceso  

El 21 de diciembre de 2006, la Comisión de Puntos Constitucionales celebró una reunión 
donde, entre otros puntos, sus integrantes analizaron la iniciativa que reforma el artículo 
sexto de la Constitución. Acordaron incluirla como prioridad en la agenda legislativa del 
próximo período de sesiones.  

10. Reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales  

El siete de febrero del año 2007, la Comisión de Puntos Constitucionales organizó una 
reunión de trabajo conjunta con la Comisión de la Función Pública y con integrantes de la 
Comisión de Puntos Constitucionales del Senado de la República. A la reunión fueron 
invitados a exponer sus puntos de vista los Comisionados del IFAI y otros expertos 
nacionales, para enriquecer los argumentos con que cuentan los Diputados que realizarán el 
dictamen de la iniciativa. El acuerdo central de esta reunión fue la conformación de una 
comisión especial para elaborar una propuesta de redacción que se apegase a los principios 
emitidos en la Iniciativa de Chihuahua y recuperase las observaciones de los Diputados 
presentes y de los especialistas consultados, de tal manera que se contase con una redacción 
de consenso en los términos legislativos más apropiados.  

La comisión de redacción estuvo compuesta por los Diputados César Camacho Quiroz 
(PRI), Gustavo Parra Noriega (PAN) y Victorio Montalvo Rojas (PRD).  

Resumiendo: en el curso de los dos últimos meses del año pasado, la Cámara de Diputados 
tuvo noticia y acogió la Iniciativa de Chihuahua. Los Diputados que integran la Junta de 
Coordinación Política de este cuerpo legislativo recibieron y retomaron en su parte medular 
dicha iniciativa y la presentaron formalmente ante el Pleno. En el mismo momento de la 
recepción de la propuesta de los cinco mandatarios estatales, los legisladores expresaron su 
acuerdo general con los principios que contiene y fueron concientes de la importancia 
política de hacerla suya en los términos en que fue formulada, dejando la tarea de 
perfeccionar su contenido al trabajo legislativo de las comisiones responsables de su 
dictamen. Es decir, la presentación ante el Pleno se hizo cargo del valor que tenía la 
iniciativa al provenir de cinco mandatarios de la República, al mismo tiempo que reconocía 
la necesidad de mejorarla desde el punto de vista de la técnica legislativa.  

Las razones que explican la nueva expresión de la iniciativa motivo de este dictamen, 
obedecen a razones de orden técnico constitucional y al debate que se generó entre los 
legisladores y expertos, que permitió mejorar el texto originalmente propuesto10. De ahí la 
necesidad y conveniencia de formar una comisión redactora que asumiera la tarea de 
perfeccionar el texto de la Iniciativa.  

IV. ANÁLISIS DE LA INICIATIVA  

La iniciativa presentada ante esta soberanía tiene indudables méritos y una enorme 
importancia política por venir de cinco mandatarios estatales y por su pluralidad política. 
No obstante, una revisión técnica cuidadosa y las diversas contribuciones de los Diputados 
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que integran las Comisiones de Puntos Constitucionales y de la Función Pública 
permitieron enriquecer y precisar el alcance de la reforma que ahora se dictamina.  

La redacción que ahora se propone busca ser más concisa y ordenada, respeta la secuencia 
natural del párrafo inicial del artículo sexto constitucional que no se modifica, y separa con 
mayor precisión los principios de las bases para el ejercicio del derecho de acceso a la 
información.  

La nueva versión incluye de un modo explícito y congruente las bases principales para el 
funcionamiento de los mecanismos clave para la publicidad de la información en posesión 
de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo federal, estatal y municipal. Como ya 
se expuso, la necesaria definición y correcta operación de estas bases será decisiva en las 
entidades federativas con mejores prácticas en la transparencia y el acceso a la información.  

Así pues, cabe destacar que la adición buscada en el texto del artículo sexto constitucional 
tiene una implicación de grandes consecuencias para el país, a saber: consolidar la idea de 
que el acceso a la información es un derecho fundamental que debe ser reconocido en la 
Constitución como una garantía de los individuos frente al estado mexicano en todos sus 
niveles, poderes, órganos y entidades.  

De manera oficial, el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública lo planteó de 
otro modo: la reforma constitucional al artículo sexto trata de:  

"...impulsar una idea central del desarrollo institucional de México: que el acceso a 
la información es un valor que está por encima de los intereses particulares, de 
instituciones, funcionarios y personas morales; que el acceso es un bien público y 
por lo tanto, cuenta con una tutela privilegiada en nuestro edificio legal. Es decir: 
que pertenece y debe pertenecer a la Constitución" 

El texto que ahora se dictamina, con base en la propuesta elaborada por los cinco 
mandatarios firmantes de la Iniciativa de Chihuahua, y luego asumida y planteada por los 
ocho Coordinadores Parlamentarios de la LX Legislatura, concentra un espíritu federalista 
y democrático inocultable: se trata de reconocer un derecho de todos los mexicanos y que el 
mismo derecho y la misma regla democrática impere en todo el territorio nacional, sin 
excepciones, pero sin menoscabo de las soberanías estatales ni de la autonomía de los 
poderes o de las instituciones.  

PRINCIPIOS Y BASES  

La iniciativa que se dictamina, surge de un análisis pormenorizado y exhaustivo de una 
problemática nacional que no debemos aceptar: luego de cuatro años de marcha de las leyes 
de transparencia y acceso a la información, se ha cristalizado una heterogeneidad 
manifiesta y perjudicial de los cimientos para el ejercicio del derecho, que contienen 
diversas leyes, tanto federal como estatales.  

Y la iniciativa surge también de la lectura de estudios académicos comparados en torno a 
los principios nacionales e internacionales consagrados y las mejores prácticas 
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gubernamentales en el mundo. Así, dado el avance del conocimiento y una problemática 
ostensible, se busca establecer un mínimo a nivel nacional que garantice un ejercicio 
efectivo del derecho de acceso a la información.  

La adición de un nuevo párrafo al artículo sexto constitucional sigue, en términos 
generales, el esquema que contiene el artículo 41 del mismo ordenamiento en materia 
electoral: la Constitución establece los estándares mínimos que deben organizar la 
materia, dejando a la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en sus respectivos 
ámbitos de competencia, la capacidad para establecer las instituciones y determinar las 
políticas públicas que garanticen la efectividad del sufragio, en un caso, y el ejercicio del 
derecho de acceso a la información, la transparencia y la rendición de cuentas en el otro. 
Así, se permite que esos órdenes de gobierno pueden y deben precisar lo conducente 
(incluso ampliarlo), ya sea en la legislación vigente o en aquélla que en su momento 
deberán reformar o expedir, de forma tal que expresen mejor las condiciones específicas 
aplicables a cada una de ellas.  

Es importante destacar que se trata de garantizar sin evasivas un derecho fundamental y que 
por tanto, corresponde a las legislaturas, federal y estatales, el desarrollo del contenido de 
esas leyes. Este dictamen parte de la convicción inequívoca de que en materia de acceso a 
la información pública, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal 
se sujetarán a lo establecido por esta Constitución y a las leyes locales que se expidan para 
tal efecto. Inequívocamente: se busca establecer un mínimo a nivel nacional que haga 
congruente, coherente y no contradictorio el ejercicio del derecho fundamental de acceso a 
la información.  

Es de hacerse notar que en esta materia, los procedimientos resultan decisivos, y por eso la 
redacción no podía limitarse, solamente, a una enunciación ortodoxa de los principios. En 
los requisitos para solicitar información, en el costo de la reproducción de los documentos, 
en la falta de medios electrónicos para consultar a los gobiernos, en la inexistencia de 
autoridades que corrijan a otras autoridades y garanticen la apertura informativa, en la 
ausencia de plazos perentorios para entregar la información, etcétera, se ha jugado la 
vigencia práctica –o la inutilidad y el fracaso- de las distintas leyes de transparencia en 
México. Por eso, resultaba obligado colocar en los mínimos constitucionales, también a los 
mecanismos y procedimientos indispensables.  

Como se detalla adelante, las tres primeras fracciones contienen los principios 
fundamentales que dan contenido básico al derecho. Por su parte, las fracciones cuarta, 
quinta y sexta desarrollan las bases operativas que deberán contener las leyes en la materia 
para hacer del derecho una realidad viable, efectiva y vigente.  

LOS PRINCIPIOS  

1) Fracción primera. Contiene el principio básico que anima la reforma, toda la 
información en posesión de los órganos del estado mexicano es pública. Se rompe así, 
radicalmente, con las concepciones patrimonialistas o cerradas de la información, y se 
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confirma un principio democrático básico, que consiste en que todo acto de gobierno debe 
estar sujeto al escrutinio público.  

Por tratarse de la constitucionalización de un derecho fundamental, resulta muy importante 
precisar quiénes son los sujetos obligados para quienes jurídicamente se hace exigible la 
facultad de informar. Puede afirmarse que este comprende a todos los poderes: ejecutivo, 
legislativo y judicial, en los ámbitos federal, estatal y a los ayuntamientos, a los órganos 
constitucionales autónomos, con autonomía legal, e incluso a cualquier otra entidad pública 
federal, estatal o municipal.  

Para evitar una redacción demasiado compleja en el texto constitucional, se convino que la 
frase "cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal", 
comprendía todo el universo de los sujetos obligados.  

Es necesario puntualizar que el sentido de la reforma al incluir el término "entidades" no se 
refiere a todas aquellas que están contenidas en la Constitución, ya que es voluntad de esta 
Legislatura que se incluyan para la interpretación de dicho término, aquellas del sector 
paraestatal contenidas en la Constitución, tales como organismos públicos descentralizados, 
empresas de participación estatal y fideicomisos públicos. Dejando claro que no se refiere a 
entidades de interés público a las que hace mención el artículo 41 de la Constitución, toda 
vez que ya están reguladas por ésta y Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.  

El término posesión, al que se refiere la fracción primera del dictamen, parte del hecho de 
que toda la información que detente un servidor público, ya sea por que generó el mismo o 
porque recibió de otra institución, organización o particular, debe considerarse como 
información pública y por lo mismo debe estar a disposición de todas las personas, salvo la 
que se encuentre en alguno de los casos de excepción que se determinen por causa de 
interés público o la relativa a datos personales.  

Ahora bien, como todo derecho fundamental, su ejercicio no es absoluto y admite algunas 
excepciones15. En efecto, existen circunstancias en que la divulgación de la información 
puede afectar un interés público valioso para la comunidad. Por ello, obliga a una 
ponderación conforme a la cual si la divulgación de cierta información puede poner en 
riesgo de manera indubitable e inmediata un interés público jurídicamente protegido, la 
información puede reservarse de manera temporal. Este es, por ejemplo, el caso de la 
seguridad nacional, la seguridad pública, las relaciones internacionales, la economía 
nacional, la vida, salud o seguridad de las personas y los actos relacionados con la 
aplicación de las leyes.  

Sin embargo, estas excepciones, como tales, deben ser interpretadas de manera restringida 
y limitadas, es decir su aplicación debe limitarse a lo estrictamente necesario para la 
protección de un interés público preponderante y claro. Por ello, tienen una naturaleza 
temporal y bien circunscrita que deberá establecer con precisión la ley secundaria. 
Adicionalmente, el único órgano con capacidad y legitimado para establecer esas 
limitaciones es el Poder Legislativo. En este sentido, la iniciativa establece una reserva de 
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ley que impide que órganos distintos al legislativo puedan ampliar el catálogo de 
excepciones.  

Finalmente, la fracción primera establece un principio de interpretación en el sentido que 
deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Es un precepto que se deriva 
lógicamente del principio de publicidad de la información gubernamental. Por eso, las 
excepciones deben ser aplicadas en forma restrictiva y limitada, sólo cuando existan los 
elementos que justifiquen plenamente su aplicación. En la práctica pueden suscitarse dudas 
legítimas sobre el alcance de las excepciones. Por ello, el principio de máxima publicidad 
orienta la forma de interpretar y aplicar la norma, sea en el ámbito administrativo o 
jurisdiccional, para en caso de duda razonable, optar por la publicidad de la información. 
En ese sentido, la interpretación del principio establecido en la fracción I de la iniciativa 
que se dictamina implicará que los sujetos obligados, en el caso de duda entre la publicidad 
o reserva de la información, deberán favorecer inequívocamente la publicidad de la misma.  

2) La fracción segunda. En ella se establece una segunda limitación al derecho de acceso a 
la información, misma que se refiere a la protección de la vida privada y de los datos 
personales. Esta información no puede estar sujeta al principio de publicidad, pues pondría 
en grave riesgo otro derecho fundamental, que es el de la intimidad y la vida privada.  

Es fundamental esclarecer que aunque íntimamente vinculados, no debe confundirse la vida 
privada con los datos personales.17 La primera se refiere al ámbito de privacidad de las 
personas respecto de la intervención tanto del estado como de otros particulares. Los datos 
personales, en cambio, son una expresión de la privacidad.  

La fracción segunda establece también una reserva de ley en el sentido que corresponderá a 
ésta, determinar los términos de la protección y las excepciones a este derecho. Así es 
perfectamente posible considerar que cierta información privada o datos personales, que 
adquieran un valor público, podrán ser divulgados a través de los mecanismos que al efecto 
determine la ley. Este es el caso, por ejemplo, de los registros públicos de la propiedad, de 
los salarios de los funcionarios públicos o bien de la regulación del ejercicio del 
consentimiento del titular de la información para que esta pueda ser divulgada. En otras 
palabras, existen circunstancias en que, por ministerio la ley, los datos personales podrán 
ser divulgados sin el consentimiento del titular.  

En otros casos, la ley deberá prever la posibilidad de que, algunos datos personales, puedan 
ser divulgados cuando un órgano jurisdiccional o administrativo determine que existen 
razones particulares que justifiquen su divulgación, previa garantía de audiencia del 
implicado. De cualquier forma, las autoridades deberán realizar una cuidadosa ponderación 
que justifique el hecho de que una información que pertenece al ámbito privado, puede ser 
divulgada por así convenir al interés público.  

3) Fracción tercera. Se establece que el ejercicio del derecho de acceso a la información, y 
de acceso y rectificación de datos personales, no pueden estar condicionados; no se debe 
requerir al gobernado identificación alguna, ni acreditación de un interés y tampoco 
justificación de su posterior utilización. No se puede por ello establecer condiciones que 
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permitan a la autoridad, de manera discrecional, juzgar sobre la legitimidad del solicitante o 
del uso de la información. En todo caso, los mecanismos para corregir eventuales usos 
incorrectos de la información, le corresponde a otras leyes.  

En consecuencia, el hecho de no requerir acreditación de interés alguno en el ejercicio de 
estos derechos implica, en el caso de información, que la calidad de pública o reservada de 
la misma, no se determina en referencia a quien la solicite (sujeto), sino a la naturaleza de 
aquélla (objeto), y en el caso de datos personales, únicamente se requerirá acreditar la 
identidad de su titular para su acceso y la procedencia de su rectificación, en su caso. Esta 
hipótesis procede tanto en el ámbito de los órganos públicos como de aquellos privados que 
manejen datos personales.  

La misma fracción establece el principio de gratuidad tanto en el ejercicio del derecho de 
acceso a la información como en el de acceso o rectificación de los datos personales. 
Resulta pertinente precisar que este principio se refiere a los procedimientos de acceso a la 
información, así como a los de acceso o rectificación de datos personales, no así a los 
eventuales costos de los soportes en los que se entregue la información (por ejemplo 
soportes magnéticos, copias simples o certificadas), ni a los costos de entrega por 
mecanismos de mensajería cuando así lo solicite el particular. Los medios de reproducción 
y los costos de envío tienen un costo, nunca la información.  

LAS BASES  

4) Fracción cuarta. A partir de esta fracción, se desarrollan las bases operativas que 
deberán desarrollar las leyes para el ejercicio del derecho. El primer aspecto es el desarrollo 
de mecanismos de acceso que permitan a cualquier persona realizar y obtener de manera 
expedita el acceso a la información, a sus datos personales o la rectificación de estos 
últimos. Por otro lado, ante la eventual negativa de acceso o la entrega de información 
incompleta, por ejemplo, las leyes deberán desarrollar un mecanismo de revisión, también 
expedito, ante un órgano u organismo especializado y con ciertas características que se 
detallan adelante.  

Es importante hacer notar que el procedimiento de acceso y rectificación de datos 
personales presenta una diferencia fundamental con el de acceso a la información, y es que 
la única persona legitimada para acceder o para rectificar sus datos personales es el titular 
de los mismos o su representante legal.  

4.1.) Los órganos garantes. La fracción IV dispone también el establecimiento de 
procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante órganos u organismos 
especializados e imparciales que gocen de autonomía operativa, presupuestaria y de 
decisión. La experiencia nacional e internacional en materia de acceso a la información 
muestra que existen múltiples razones por las cuales un sujeto obligado puede negar el 
acceso a la información solicitada, o bien el acceso o la modificación de registros con datos 
personales. Ello obliga a la implementación de procedimientos ágiles de revisión de las 
decisiones, que incluyan, al igual que en el caso de solicitudes de acceso, la promoción del 
uso remoto de mecanismos o medios electrónicos.  
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Aunque existen varios modelos para lograrlo en otras partes del mundo, si nos atenemos a 
la experiencia mexicana y sus resultados de los últimos años, puede afirmarse que resulta 
absolutamente crucial la existencia de organismos especializados en la materia y cuyas 
resoluciones sean vinculantes para los sujetos obligados.  

Estos órganos u organismos deben de reunir ciertas características. Una primera es la 
especialización, que garantiza que los tomadores de decisión tendrán el conocimiento 
especializado necesario para valorar adecuadamente los casos que se presenten. El segundo 
elemento, no menos importante, es la imparcialidad, que busca asegurar que tanto en la 
integración como en la operación, los órganos u organismos no responderán a consignas 
directas o indirectas de los órganos de autoridad y que actuarán de manera profesional y 
objetiva.  

Para lograrlo, la reforma establece que los órganos gozarán de tres autonomías, orientadas a 
garantizar estas cualidades: operativa que consiste en la administración responsable con 
criterios propios; de gestión presupuestaria que se refiere a la aprobación de sus proyectos 
de presupuesto, ejercer su presupuesto con base en los principios de eficacia, eficiencia y 
transparencia sujetandose a la normatividad, la evaluación y el control de los órganos 
correspondientes, autorizar adecuaciones y determinar los ajustes que correspondan en su 
presupuesto, en caso de disminución de ingresos, atendiendo a sus competencia conforme a 
la Ley, y finalmente la de decisión, que supone una actuación basada en la ley y en la 
capacidad de un juicio independiente debidamente fundado y motivado, al margen de las 
autoridades en turno.  

Es importante precisar que la iniciativa utiliza los conceptos de órgano u organismo. Esto 
no fue casual: responde a una distinción técnicamente importante. Los organismos son 
entes públicos que administran asuntos específicos y que cuentan con determinados grados 
de autonomía e independencia. El organismo, además de ser un principio de organización, 
constituye un reparto de competencias públicas, integrándose una persona de derecho 
público, con personalidad jurídica, recursos propios y a la cual se le han delegado poderes 
de decisión; como ejemplo, tenemos a los denominados organismos constitucionales, así 
como a los organismos descentralizados, constituidos en el ámbito de la administración 
pública.  

Por el otro lado, el órgano materializa un reparto de atribuciones dentro de la misma 
persona pública, no ya la creación de un ente diverso y ajeno ella, pero que se le dota de 
facultades para su actuación y decisión, asimismo imparcial.  

En este sentido, la Constitución otorga a las legislaturas una flexibilidad suficiente para que 
creen un diseño institucional que puede adoptar diversas modalidades, sea a través de la 
creación de organismos autónomos que tengan competencia sobre todos los poderes y 
autoridades (situación que ya existe en algunas entidades federativas) o bien dejar que 
algunos de los poderes en la Federación creen sus propios órganos para sustanciar los 
recursos de revisión. La condición crucial es que estos órganos u organismos reúnan las 
características señaladas en la iniciativa: especialización, imparcialidad y autonomía 
operativa, de gestión presupuestal y de decisión.  
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La intención de colocar el imperativo de imparcialidad como característica absolutamente 
obligada de los órganos u organismos que resuelvan las controversias y garanticen el 
derecho de acceso a la información, es doble: por una parte, se trata de que la integración 
de dichas instancias tenga lugar a través de un procedimiento abierto y transparente, 
mediante el cual la institución alcance la mayor independencia en relación con los sujetos 
obligados y el gobierno de que se trate.  

Imparcialidad también en su funcionamiento, a través del compromiso inequívoco con la 
apertura de las acciones gubernamentales y de la aplicación constante del principio de 
máxima publicidad en la resolución de diferendos. En todo caso, la objetividad en su 
trabajo, la autonomía de sus decisiones y la aplicación constante de los principios de 
apertura, han de configurar la acción de las instancias que se crearán al amparo del artículo 
sexto.  

En todo caso, se trata de contar con instrumentos jurídicos, institucionales, humanos y 
materiales, para poner en el centro de la vida pública, lo mismo en la Federación que en los 
Estados, al tema de la transparencia en la vida pública. La indicativa garantiza que la 
ciudadanía, sin distingos, cuente con autoridades especializadas que en plazos perentorios 
se pronuncien sobre la publicidad, la reserva o la confidencialidad de la información 
solicitada. Dichas instituciones se crean no sólo para hacer especialmente expedito el uso 
del derecho a la información sino también para crear la atención entre la ciudadanía en 
torno a sus resoluciones y con su empeño en generar una pedagogía social que construya 
una cultura de la transparencia entre ciudadanos y funcionarios con la aplicación cabal del 
principio constitucional de máxima publicidad de la información pública gubernamental.  

Debe reconocerse que la iniciativa originalmente preveía que las respuestas a la solicitudes 
de acceso y la resolución de las controversias que se susciten, tendrían que formularse en 
veinte y en cuarenta días hábiles, respectivamente. La discusión de los Diputados arrojó 
que no resultaba conveniente establecer en la Constitución tales plazos. No obstante, se 
determinó que en todo caso dichos procedimientos serían siempre expeditos. De esa forma, 
tanto la Federación como cada entidad federativa podrán precisar en sus leyes los plazos 
aplicables dentro del marco de referencia antes señalado, es decir, dentro de un marco 
expedito. En caso de controversia, corresponderá al Poder Judicial de la Federación, a 
través de la interpretación jurisdiccional, determinar cuando un procedimiento tiene este 
carácter.  

Asimismo, no debe olvidarse que, por diseño constitucional, el garante último del ejercicio 
de los derechos fundamentales es el Poder Judicial de la Federación.  

5) Fracción quinta. Esta parte de la iniciativa supone una política de estado plenamente 
comprometida con la transparencia y la rendición de cuentas. Por ello no se limita a colocar 
la obligación para todos los órganos e instancias del estado, de entregar la información 
gubernamental previa solicitud de un particular, sino que da un paso más allá: establece que 
todos ellos deberán proporcionar a través del uso remoto de mecanismos o medios 
electrónicos sus principales indicadores de gestión, así como información sobre sus 
actividades que procure una adecuada rendición de cuentas.  
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El derecho de acceso a la información está íntimamente vinculado con los conceptos de 
transparencia y rendición de cuentas, pero no deben confundirse. Podemos por ejemplo, 
imaginar un sistema de círculos concéntricos. Al centro se encuentra el "derecho de acceso 
a la información" que es un derecho fundamental y supone la potestad del ciudadano de 
solicitar información a las autoridades y la obligación correlativa de éstas de responderle. 
El segundo círculo corresponde a la transparencia, que incluye el derecho de acceso, pero 
que tiene un contenido más amplio pues implica una política pública que busca maximizar 
el uso público de la información y que debería proveer las razones que justifican una acción 
o decisión determinadas. Un tercer círculo, más amplio, es el de la rendición de cuentas. 
Como explicamos, incluye a la transparencia pero contiene una dimensión adicional, que es 
la sanción como un elemento constitutivo. Finalmente todo se da en el marco de las 
instituciones de la gobernanza democrática.19  

Con tales condiciones se cumple con uno de los postulados básicos del derecho de acceso a 
la información que supone la obligación de los órganos e instancias del estado de informar 
de manera permanente, completa, actualizada, oportuna y pertinente sobre sus actividades, 
funciones, ejercicio del gasto público y resultados.  

Con frecuencia se ha entendido que el objeto fundamental del derecho de acceso a la 
información se limita a una supervisión de gasto público. Sin duda este es un aspecto 
crucial pues supone el control ciudadano de la actividad gubernamental a partir del 
ejercicio de los recursos públicos. Sin embargo esta iniciativa va más allá pues si bien 
comprende sin lugar a dudas el acceso a la información sobre los recursos públicos, es 
inclusiva de toda la actividad gubernamental, no solo aquella ligada directamente al 
ejercicio de los recursos públicos. Comprende así, por ejemplo, una cabal rendición de 
cuentas de la actividad legislativa y judicial, de los objetivos y planes gubernamentales o de 
la razones de las decisiones de gobierno.  

Esta condición amplía el ejercicio de rendición de cuentas al que están obligados los 
órganos e instituciones del estado, así como sus servidores públicos; se avanza en la 
transparencia y rendición de cuentas de la actuación gubernamental, al establecer como 
obligación la publicación de información pública que los particulares puedan obtener de 
manera directa y sin mediar solicitud alguna.  

La misma fracción apunta a otro elemento central en la posibilidad de hacer efectivo el 
derecho de acceso a la información, y es que los sujetos obligados cuenten con archivos 
administrativos actualizados y confiables. En esta materia resulta importante no confundir 
el archivo histórico con los archivos administrativos de gestión y concentración, que tienen 
una función distinta y específica. Por otro lado, el desarrollo de las tecnologías de la 
información permiten hoy concebir a los archivos, ya no como meros depositarios de 
documentos, sino como auténticos sistemas de gestión documental que además pueden 
producir información útil, en cualquier momento, para la propia organización 
administrativa e incluso, para la toma de decisiones. La federación y las entidades 
federativas podrán así generar las leyes necesarias, y los municipios los reglamentos de 
archivos indispensables, para darle vigencia al derecho de acceso a la información.  
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En resumen: esta iniciativa establece de manera específica la obligación de los órganos e 
instituciones del estado de contar con archivos administrativos, que documenten sus 
actividades, faciliten una mejor gestión y finalmente aseguren una adecuada rendición de 
cuentas y la localización fácil y expedita de los documentos que se soliciten.  

6) Fracción sexta. La fracción VI de la iniciativa que se dictamina, establece que las leyes 
determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información 
relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales, estas últimas 
con independencia de su naturaleza pública o privada, por lo que se considerarían incluidos 
las propias autoridades, entidades, órganos y organismos federales, estatales y municipales, 
los partidos políticos y otras instituciones de interés público, así como organizaciones no 
gubernamentales, sociedades, asociaciones y fundaciones entre muchos otros.  

Lo anterior implica que la transparencia del ejercicio de los recursos públicos se extiende 
en algunos casos -mismos que determinarán las leyes específicas- a las personas físicas o 
morales, a quienes son entregados los recursos públicos. Si bien dichas personas no se 
consideran sujetos obligados, la entrega de recursos públicos las sujeta a entregar informes 
y documentación comprobatoria por cuanto hace al uso y destino de los recursos públicos 
con los que se vieron beneficiados. Esto permite que el sujeto obligado esté en condiciones 
de rendir cuentas sobre el otorgamiento que hizo con los recursos públicos.  

Por otro lado, esta disposición establece una base constitucional para que la Federación y 
las entidades federativas, a través de sus órganos e instituciones, regulen los informes y 
documentos que las personas físicas o morales que reciban recursos públicos, deben 
presentar para efectos de transparencia y rendición de cuentas.  

En este punto, vale la pena recordar que la Iniciativa de Chihuahua y la firmada por los 
ocho Coordinadores Parlamentarios comprendía a los partidos políticos como sujetos 
obligados. La inclusión de estas entidades de interés público llevaba, inevitablemente, a la 
necesidad de enumerar con toda precisión una gran cantidad de figuras, poderes, entidades, 
órganos u organismos que forman parte del gobierno mexicano o que dependen de él para 
su financiamiento o funcionamiento, tarea que sería imposible o inadecuado desarrollar 
desde la Constitución, pues la omisión de alguna figura daría pie a relevarla de las 
obligaciones de acceso a la información y la transparencia, o en su caso, incorporaría al 
derecho de acceso a la información a otros entes no necesariamente susceptibles a 
convertirse ahora en sujetos obligados de este derecho (por ejemplo los sindicatos o las 
corporaciones privadas).  

En este sentido, la iniciativa reconoce que la obligación de rendir cuentas y supervisar el 
adecuado uso del gasto público corresponde a los sujetos obligados, a través de los diversos 
mecanismos que establezcan las leyes. En este contexto, por ejemplo, el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación ha establecido con claridad que el Instituto Federal 
Electoral, quien es un sujeto obligado, está en capacidad de requerir obligatoriamente a los 
partidos políticos información que le haya sido requerido por los particulares aún cuando 
no obre en los archivos del IFE.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2204-II, martes 1 de marzo de 2007. 
 

 

26 
 

De esta manera, la reforma propuesta no exime a los partidos políticos de sus obligaciones 
de acceso a la información y transparencia, ni a ninguna otra figura de autoridad pública o 
de interés público. Significa que las leyes que las regulan (por ejemplo el Código de 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales a los partidos políticos; la Ley de 
Entidades Paraestatales en el caso de los fideicomisos que cobran forma de institución, la 
Ley de Instituciones de Crédito en el caso de los fideicomisos bajo la forma de contratos, o 
la Ley de Fomento a las Actividades de Desarrollo Social realizadas por Organizaciones 
Civiles) deben desarrollar y traducir, en sus peculiaridades especificas, las bases mínimas 
constitucionales que se proponen con la adición.  

7) Fracción séptima. Esta fracción establece que la inobservancia a las disposiciones 
contenidas en las leyes en la materia, será sancionada en los términos que dispongan los 
ordenamientos correspondientes. Por ello, esta iniciativa propone que las legislaciones 
federal y estatales, regulen y definan las conductas de los servidores públicos que ameriten 
sanción, así como las autoridades a cargo de su aplicación, como el ocultamiento o la 
negativa dolosa de la información gubernamental, o bien, dar a conocer datos personales a 
persona distinta de su titular. La iniciativa quiere evitar la generalización de leyes 
imperfectas cuyo incumplimiento no tiene consecuencias; al contrario, se trata de que las 
autoridades del estado mexicano asuman con pleno conocimiento, los valores de la 
transparencia y del acceso a la información.  

8) Transitorios. El artículo segundo transitorio establece un plazo de un año para que la 
Federación y las entidades federativas expidan nuevas leyes o reforman las existentes para 
adecuarlas al nuevo texto constitucional. Este plazo parece razonable si se considera que 
todos los Estados cuentan ya con una ley, y que es previsible -luego de la aprobación de la 
presente reforma- que exista un plazo suficiente para la modificación de la legislación. En 
todo caso, el incumplimiento de este plazo permitiría a los particulares ejercer directamente 
su derecho, a través del juicio de garantías como resultado de la omisión legislativa.  

El artículo tercero transitorio tiene una especial relevancia. La gran aportación mexicana al 
derecho de acceso a la información es la construcción de un sistema electrónico de 
solicitudes de información que ha posibilitado la presentación de más de 185 mil 
solicitudes de información en los primeros tres años y medio de vigencia de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. No se trata solamente 
de un "correo electrónico", sino de un sistema integral que facilita la comunicación entre el 
ciudadano y las autoridades, que contabiliza los plazos perentorios establecidos en la ley, 
que permite la entrega de información de manera expedita y sencilla y que abarata los 
procedimientos. El sistema hace, por otro lado, público, para todos, los contenidos de las 
solicitudes y sus respectivas respuestas, al tiempo que permite al ciudadano entrar en 
contacto con el órgano resolutor en casos de controversia y conocer, por los mismos 
medios, la decisión de la autoridad especializada respecto de la publicidad, la reserva o la 
confidencialidad de la información solicitada.  

Costos de transacción demasiado altos en solicitudes de información, tanto para el 
solicitante como para el funcionario público, pueden acabar frustrando la implementación y 
generalización del derecho. Trasladarse hasta la ventanilla de la oficina gubernamental (en 
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muchas ocasiones trasladarse hasta la capital del estado), esperar la atención del personal, 
entregar o mostrar copia de la identificación, aguardar días para regresar a la oficina 
pública y solventar los costos de una reproducción documental, hace muy complejo y 
engorroso un trámite que debería, y de hecho puede, ser expedito, gratuito y sencillo 
gracias a la tecnología disponible, especialmente el internet. Facilitar al máximo el trámite 
de acceso y abaratar casi a cero el flujo y la reproducción de la información gubernamental, 
son bases y procedimientos que este dictamen también considera relevantes.  

Ciertamente, alrededor del 20% de la población mexicana tiene hoy acceso a Internet. Sin 
embargo, ello no es óbice para que se introduzca un sistema al que más y más ciudadanos 
podrán sumarse en la medida en que accedan a este tipo de instrumentos de comunicación. 
En todo caso, la obligación de implementar el sistema electrónico no excluye, ni mucho 
menos, las otras formas de solicitudes: personalmente, en la ventanilla de las dependencias, 
por vía postal ó a través de un representante legal.  

Por otra parte, debe ser enfatizado que la existencia de un sistema electrónico de solicitudes 
de información materializa un principio básico del derecho a la información: no importa 
quién solicita la información, ni para qué quiere la información, sino si la información 
solicitada debe o no debe ser pública. En un sistema electrónico se vuelve imposible la 
exigencia de identificación al solicitante, es imposible que acredite formalmente su 
personalidad, ya que su identidad es a todas luces irrelevante, e impracticable para efectos 
de la Ley y de la tecnología asociada. El sistema electrónico facilita y potencia el uso del 
derecho pues, entre otras cosas, concibe la identidad del solicitante como un dato clara e 
inequívocamente insignificante.  

Otra cuestión de la mayor relevancia para el ejercicio del derecho de acceso a la 
información en los municipios del país, queda resuelta en este artículo, el cual contempla 
un plazo de dos años posterior a la entrada en vigor del decreto que modifica el artículo 
sexto de la Constitución, para que los municipios con población superior a setenta mil 
habitantes y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal cuenten con sistemas 
remotos de acceso a la información pública gubernamental.  

La determinación de la cifra poblacional no es aleatoria: los municipios o demarcaciones 
territoriales con 70 mil habitantes o más, concentran el 65 por ciento de la población 
nacional. Este umbral permite incluir a todas las capitales estatales del país, comenzando 
por la menos poblada, Tlaxcala. Se busca con ello que la mayoría de los mexicanos pueda 
igualar las condiciones de ejercicio del derecho de acceso a la información y transparencia 
frente a sus gobiernos, sin que esto signifique desconocer las realidades y las 
imposibilidades tecnológicas de los ayuntamientos más pobres de México, que lo son, casi 
siempre, por su escasa concentración demográfica.  

Así, con la modificación constitucional que propone este dictamen, el derecho de acceso a 
la información estaría abriendo otra posibilidad democrática muy importante para el 
México moderno: el derecho de todos los habitantes a relacionarse electrónicamente con las 
administraciones públicas, así como la obligación de estas para garantizarlo.  
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En síntesis, la iniciativa que se dictamina supone una política de estado plenamente 
comprometida con la transparencia y la rendición de cuentas.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, incisos f) y g) de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60, 87 y 88, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, los integrantes de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la 
Función Pública, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente:  

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO CON VII 
FRACCIONES AL ARTÍCULO SEXTO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo con VII fracciones al artículo 6o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 6o. ...  

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el 
Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los 
siguientes principios y bases:  

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 
organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes. En la 
interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad.  

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.  

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, 
tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la 
rectificación de éstos.  

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de 
revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u organismos 
especializados e imparciales, con autonomía operativa, de gestión presupuestaria y de 
decisión.  

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y 
el ejercicio de los recursos públicos.  
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VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer 
pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas 
físicas o morales.  

VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información 
pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes.  

TRANSITORIOS  

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. La Federación, los Estados y el Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, deberán expedir las leyes en materia de acceso a la información pública y 
transparencia, o en su caso, realizar las modificaciones necesarias, a más tardar un año 
después de la entrada en vigor de este Decreto.  

Tercero. La Federación, los Estados y el Distrito Federal deberán contar con sistemas 
electrónicos para que cualquier persona pueda hacer uso remoto de los mecanismos de 
acceso a la información y de los procedimientos de revisión a los que se refiere este 
Decreto, a más tardar en dos años a partir de la entrada en vigor del mismo. Las leyes 
locales establecerán lo necesario para que los municipios con población superior a setenta 
mil habitantes y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal cuenten en el mismo 
plazo con los sistemas electrónicos respectivos.  

Notas:  
1 Véase Ferrajoli, Luigi. Garantismo: una discusión sobre derecho y democracia. Editorial Trotta. Madrid, 
2006. p. 46.  
2 Carbonell, Miguel. "El derecho de acceso a la información como derecho fundamental", en López Ayllón 
(coord), Democracia, Transparencia y Constitución. Propuestas para un debate necesario, IFAI-IIJ UNAM, 
México, 2006. pp. 3-18)  
3 También es relevante mencionar la Carta de Santo Domingo por el Libre Acceso a la Información Pública 
del 31 de julio de 2002, auspiciada por la UNESCO, que considera que el libre acceso de las personas a las 
fuentes de información pública: 1) es un derecho humano universal y un principio democrático inherente al 
derecho a la información, a la libertad de expresión y de prensa; 2) contribuye a la transparencia de la gestión 
pública, combate la corrupción y la cultura del secreto como práctica y asegura un mayor grado de eficiencia 
en el manejo de la cosa pública; y 3) garantiza la participación ciudadana en la toma de decisiones de interés 
público.  
4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo III, junio de 1996, tesis P. 
LXXXIX/96, p. 513  
5 Para una revisión completa de la evolución de la interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la materia puede consultarse el trabajo del Ministro José Ramón Cossío Díaz (2002): El derecho a la 
información y los medios de comunicación en las resoluciones del poder judicial de la federación (1969-
2001), México, Documentos de trabajo del Departamento Académico de Derecho del ITAM. También puede 
verse México. Suprema Corte de Justicia de la Nación (2000): El derecho a la información, México, Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (serie Debates) y López Ayllón, Sergio. Democracia y acceso a la información, 
México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2005.  
6 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Pleno. Novena Época. Tomo XI, abril de 2000, Tesis P. 
XLV/2000, p. 72.  
7 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Pleno, Tomo IX, abril de 2000, p. 72. (verificar con 
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Ciscomani)  
8 En el análisis de la iniciativa que presentó el Poder Ejecutivo Federal el 30 de noviembre de 2001, las 
Comisiones Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública retoman la idea de que la Ley sólo regula una de 
las vertientes del derecho de acceso a la información, es decir la de acceso a la Información del estado, 
citando al Ejecutivo de la siguiente forma: "El iniciador reconoce que la falta de definición precisa sobre el 
derecho a la información y la libertad de expresión, impidió que se legislara en la materia. Para precisar el 
alcance de la propuesta, el Ejecutivo apunta que esta Ley regula sólo una vertiente del derecho a la 
información, la que corresponde al acceso a la información del Estado". Véase, Dictamen de las Comisiones 
Unidas de Gobernación y de Seguridad Pública, con proyecto de Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, publicado en la Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 
985-1 de fecha martes 23 de abril de 2002.  
9 Existen varios esfuerzos realizados principalmente por organizaciones no gubernamentales para evaluar la 
aplicación de las leyes de acceso, tanto a nivel federal como estatal. Todas ellas muestran diferencias y 
asimetrías importantes tanto en la calidad normativa como en la práctica. Entre otros puede verse Villanueva, 
Ernesto, Gómez Perla y Pacheco, Carolina, Derecho de acceso a la información pública en México. 
Indicadores legales, México, LIMAC/UCEM/Innovación México/Centro Universitario de la Ciénega/USAID, 
2005; Guerrero Gutiérrez, Eduardo y Leticia Ramírez de Alba Leal. "La transparencia en México en el ámbito 
subnacional: una evaluación comparada de las leyes estatales" en Democracia, transparencia y Constitución. 
Propuestas para un debate necesario., Sergio López Ayllón (coord), México, UNAM/IFAI, 2006, pp. 81-126; 
Merino, Mauricio. "Muchas políticas y un solo derecho" en Democracia, transparencia y Constitución. 
Propuestas para un debate necesario., Sergio López Ayllón (coord), México, UNAM/IFAI, 2006, pp. 127-
156; Cepeda, Juan Antonio y Noriega, Guillermo. "A prueba los sujetos obligados por la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, a un año de su funcionamiento" en El 
derecho de acceso a la información en México: un diagnóstico de la sociedad, Instituto Federal de Acceso a la 
Información Pública, 2004, pp. 67-89; López Ayllón, Sergio, Arellano, David y Merino Mauricio, Estudio en 
materia de transparencia de otros sujetos obligados por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental. México, CIDE-IFAI, 2007.  
10 En particular la exposición de cuatro Comisionados del IFAI y del grupo de expertos ante las Comisiones 
de Puntos Constitucionales, de la Función Pública y un grupo de Senadores, celebrada en San Lázaro el 6 de 
febrero de 2007 y el Foro denominado "La Transparencia a la Constitución" en la Universidad 
Iberoamericana el 30 y 31 de enero  

11 En particular la exposición de cuatro Comisionados del IFAI y del grupo de expertos ante las Comisiones 
de Puntos Constitucionales, de la Función Pública y un grupo de Senadores, celebrada en San Lázaro el 6 de 
febrero de 2007 y el Foro denominado "La Transparencia a la Constitución" en la Universidad 
Iberoamericana el 30 y 31 de enero.  
12 "Posición institucional del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública ante la Iniciativa de 
Chihuahua y el proceso de reforma constitucional emprendido por la Cámara de Diputados", Comunicado de 
prensa, IFAI. 10 de enero de 2007.  
13 Merino, Mauricio, Muchas políticas y un solo derecho, en López Ayllón (coord.), Democracia 
Transparencia y Constitución. Propuestas para un debate necesario IFAI-IIJ UNAM). 2006, pp. 128, 129  
14 La Convención Americana de Derechos Humanos establece los principios de excepción a las libertades en 
su artículo 32.2: "Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática".  
15 La Convención Americana de Derechos Humanos establece los principios de excepción a las libertades en 
su artículo 32.2: "Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática".  
16 Véase, Garzón Valdéz Ernesto. Lo íntimo, lo privado, lo público. Cuaderno de Transparencia num. 6. 
IFAI, México 2005.  
17 Véase, Garzón Valdéz Ernesto. Lo íntimo, lo privado, lo público. Cuaderno de Transparencia num. 6. 
IFAI, México 2005.  
18 López Ayllón, Sergio. La Constitucionalización del derecho de acceso a la información, en Democracia, 
Transparencia y Constitución. IFAI-IIJ UNAM, 2006.  
19 López Ayllón, Sergio. La Constitucionalización del derecho de acceso a la información, en Democracia, 
Transparencia y Constitución. IFAI-IIJ UNAM, 2006.  
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20 Tal y como señalan Ricardo Becerra y Alonso Lujambio en ¿Porqué constitucionalizar?, en López Ayllón, 
ibid. pp. 173-197  

Por la Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; Dora Alicia Martínez 
Valero (rúbrica), secretaria; Esmeralda Cárdenas Sánchez (rúbrica), secretaria; Carlos A. 
Biebrich Torres, secretario; José Luis Reyna García (rúbrica), secretario; Mónica Fernández 
Balboa (rúbrica), secretaria; Patricia Castillo Romero (rúbrica), secretaria; Silvano Garay 
Ulloa (rúbrica), secretario; César Camacho Quiroz (rúbrica), Constantino Acosta Dávila 
(rúbrica), Felipe Borrego Estrada, Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Leticia Díaz de León 
Torres (rúbrica), José Luis Espinosa Piña, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), 
María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Cruz Pérez Cuellar (rúbrica), Juan José 
Rodríguez Prats (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica), Jaime Espejel 
Lazcano (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Andrés Lozano Lozano (rúbrica), 
Victorio Rubén Montalvo Rojas, Rosario I. Ortiz Magallón, Salvador Ruiz Sánchez, 
Alfredo Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), Arely Madrid Tovilla, Juan Francisco Rivera 
Bedoya, Víctor Samuel Palma César, Raúl Cervantes Andrade, Erika Larregui Nagel.  

Por la Comisión de la Función Pública  

Diputados: Benjamín Ernesto González Roaro (rúbrica), presidente; José G. Velázquez 
Gutiérrez (rúbrica), Jesús E. Velázquez Aguirre (rúbrica), Enrique Cárdenas del Avellano 
(rúbrica), secretarios; Moisés Alcalde Virgen (rúbrica), Jesús Alcántara Hernández, Alma 
Edwviges Alcaraz Hernández, Jesús Arredondo Velázquez, María Eugenia Campos Galván 
(rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Andrés Carballo Bustamante, Joaquín 
Conrado de los Santos Molina (rúbrica), Mario Enrique del Toro (rúbrica), Adriana Díaz 
Contreras, Arturo Flores Grande, Víctor H. García Rodríguez, Javier Guerrero García 
(rúbrica), René Lezama Aradillas (rúbrica), María de Jesús Martínez Díaz, Apolonio 
Méndez Meneses (rúbrica), Mario Mendoza Cortés, Carlos Orsoe Morales Vázquez 
(rúbrica), Alan Notholt Guerrero, Héctor Padilla Gutiérrez (rúbrica), Rafael Plácido Ramos 
Becerril, Marcos Salas Contreras, María Elena Torres Baltazar (rúbrica).  
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, Y DE PRESUPUESTO Y CUENTA 
PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y 
DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable asamblea:  

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción I y 72, inciso h) de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por conducto de esta Honorable 
Cámara de Diputados, el Ejecutivo federal sometió a la consideración del honorable 
Congreso de la Unión, la iniciativa de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
gasto público, la cual fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de 
Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública el 20 de junio de 2007, 
para su estudio, análisis y dictamen.  

Los integrantes de estas Comisiones Unidas, con base en las facultades que les confieren 
los artículos 39, 44 y 45 numeral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, 56, 87 y 88 y demás aplicables del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocaron al 
análisis de la iniciativa antes señalada y conforme a las deliberaciones que de la misma 
realizaron, presentan a la honorable asamblea el siguiente:  

DICTAMEN  

Antecedentes  

El Ejecutivo federal presentó el 20 de junio de 2007 ante la Comisión Permanente del 
honorable Congreso de la Unión, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma, 
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de gasto público.  

En la sesión de la Comisión Permanente celebrada el día 20 de junio de 2007, la iniciativa 
con proyecto de decreto señalada en el párrafo anterior se turnó para su estudio y dictamen 
a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de Hacienda y Crédito Público, y de 
Presupuesto y Cuenta Pública.  

Además con fecha 22 de febrero de 2005, la honorable Cámara de Senadores envió a esta 
honorable Cámara de Diputados, la minuta proyecto de decreto por el que se reforman y 
adicionan los artículos 74, 79, 110, 111, 116 y 122 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.  
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En sesión celebrada el 24 de febrero de 2005, la honorable Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, dio trámite de recibo a la referida minuta y por conducto de su 
Presidente ordenó turnarla a las Comisiones de Puntos Constitucionales y de Presupuesto y 
Cuenta Pública para su estudio y dictamen y para opinión a la Comisión de Vigilancia de la 
Auditoria Superior de la Federación.  

Derivado de lo anterior, la Comisión de Hacienda y Crédito Público realizó diversos 
trabajos a efecto de revisar el contenido de la citada iniciativa, con el objeto de expresar sus 
observaciones y comentarios a la misma e integrar el presente dictamen.  

Desde el miércoles 27 de junio hasta el 1 de agosto del presente año, la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público llevó a cabo 15 reuniones de trabajo con diversos sectores 
económicos, sociales y académicos del país quienes con sus propuestas han contribuido a 
modificar y enriquecer las iniciativas presentadas por el Ejecutivo federal.  

En todas las reuniones se contó con la presencia e intervención de servidores públicos de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Servicio de Administración Tributaria.  

Por su parte, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados 
celebró seminarios de análisis sobre las propuestas de gasto público contenidas en la 
iniciativa presentada por el Ejecutivo federal. Asimismo, celebró sesiones plenarias para 
discutir al seno de la Comisión la referida iniciativa y el Dictamen que se somete a 
consideración de esa Honorable Asamblea.  

Finalmente, la Comisión de Puntos Constitucionales llevó a cabo el estudio de la iniciativa 
presentada por el Ejecutivo Federal, particularmente con el apoyo de la Auditoría Superior 
de la Federación, en relación con las modificaciones que se presentan a consideración a 
través de este Dictamen en materia de fiscalización del gasto público federal y de las 
auditorías de desempeño sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales, 
como más adelante se detalla en el presente Dictamen.  

Cabe destacar que para realizar el estudio y análisis de las propuestas, las Comisiones 
Unidas contaron con el apoyo de los Centros de Estudios de Derecho e Investigaciones 
Parlamentarias y de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados.  

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA DEL EJECUTIVO FEDERAL Y DE LA 
MINUTA ENVIADA POR EL SENADO  

Estas Comisiones Unidas dan cuenta de que la iniciativa que se dictamina versa sobre tres 
temas primordiales: 1) incrementar la calidad del gasto; 2) prever erogaciones plurianuales 
en inversión para infraestructura, y 3) fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas.  

La iniciativa propone una adición al artículo 73 constitucional con el fin de mejorar la 
transparencia de la información contable. Lo anterior, facultando al Congreso de la Unión 
para que expida leyes que tengan por objeto normar la contabilidad gubernamental, 
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armonizando los sistemas contables públicos, así como la presentación homogénea de 
información financiera, presupuestaria y patrimonial en los tres niveles de gobierno.  

Por otro lado, en la iniciativa se prevé una adición al artículo 74, fracción IV constitucional, 
para dotar de facultades a la Cámara de Diputados para autorizar erogaciones para 
proyectos de inversión en infraestructura que abarquen más de un ejercicio fiscal, 
señalando que las asignaciones correspondientes deberán incluirse en los subsecuentes 
presupuestos de egresos de la Federación. Lo anterior, con el objeto de brindar mayor 
certidumbre a la inversión pública al contar con asignaciones de gasto garantizadas durante 
la vida del proyecto de infraestructura respectivo, y reducir con ello los costos de dichos 
proyectos en beneficio de las finanzas públicas.  

Asimismo, en la iniciativa se propone en los artículos 74, fracción VI, y 79 
constitucionales, en relación con el tema de rendición de cuentas, adelantar las fechas de 
presentación de la Cuenta Pública y del Informe del Resultado, así como el fortalecimiento 
de la Auditoría Superior de la Federación precisando su competencia para llevar a cabo sus 
funciones de fiscalización.  

Particularmente, la iniciativa propone que dicha institución tenga atribuciones para 
fiscalizar recursos federales ejercidos por entes públicos que no sean federales, incluyendo 
a los particulares o cuando los recursos públicos federales sean destinados a fideicomisos 
privados, fondos o instrumentos similares que ejerzan recursos públicos. Igualmente, 
propone obligar a los sujetos mencionados a que proporcionen a la Auditoría toda la 
información que ésta les requiera.  

Finalmente, por lo que respecta a la fiscalización, la iniciativa introduce un procedimiento 
para el desahogo de las observaciones y recomendaciones de la Auditoría Superior de la 
Federación, incluyendo plazos y procedimientos para la atención de las mismas y, en su 
caso, para su impugnación.  

Por otro lado, la iniciativa prevé reformas al artículo 134 constitucional para señalar que los 
entes públicos de los tres órdenes de gobierno, en la administración y ejercicio de recursos 
públicos, observen los principios de eficiencia, eficacia, transparencia y honradez para 
lograr los objetivos a los que estén destinados. Asimismo, propone que los resultados 
obtenidos a través del ejercicio de dichos recursos sean evaluados por instancias técnicas. 
Lo anterior, con el fin de que dichas evaluaciones se tomen en cuenta para la asignación 
subsiguiente de recursos públicos en los respectivos presupuestos.  

Con referencia a la minuta enviada por el Senado la Subcomisión de Régimen Político de la 
Comisión de Puntos Constitucionales a lo largo de 10 meses estuvo realizando sesiones de 
trabajo para poder avanzar en la minuta donde participaron funcionarios de la Secretaria de 
Hacienda y Crédito Público y de la Auditoria Superior de la Federación, es por eso que en 
este dictamen se aprueba una parte de dicha minuta particularmente lo que tiene relación 
con los artículos 116 y 122 Constitucionales, quedando pendiente de dictamen el resto de la 
minuta.  
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CONSIDERACIONES DE LAS COMISIONES UNIDAS  

Tomando en cuenta la importancia que reviste modificar la Constitución de nuestro país, las 
comisiones dictaminadoras analizaron con todo cuidado las implicaciones que se derivarían 
de la aprobación de la iniciativa que se dictamina en la vida nacional. Para tales efectos, fue 
necesario realizar diversas reuniones con los grupos interesados en el tema en los ámbitos 
público, académico y social.  

Las Comisiones Unidas que suscriben dan cuenta de la necesidad de establecer principios 
que adecuen las actividades de gobierno a los requerimientos que la población demanda, 
entre los cuales la eficiencia, la eficacia, la rendición de cuentas y la transparencia en el 
ejercicio de los recursos públicos se constituyen como pilares fundamentales.  

Asimismo, estas comisiones consideran que la realidad de México exige que su gobierno se 
concentre en utilizar los recursos públicos de manera tal que logre los objetivos esperados 
por la población, gastando de manera más eficiente los recursos. Para tales efectos, las 
dictaminadoras consideran necesario contar con mecanismos de evaluación que permita 
conocer si el curso que sigue la ejecución de sus programas es el adecuado; al mismo 
tiempo, proponemos fortalecer de manera importante las funciones de fiscalización de esta 
Soberanía, a través de la Auditoría Superior de la Federación, la cual también cuenta con la 
atribución para realizar auditorías sobre el desempeño de los programas gubernamentales.  

Igualmente, se estima que el solo objetivo de incrementar la calidad en el gasto no es 
suficiente si dicho ejercicio no se realiza de forma transparente.  

Respecto al objetivo de incrementar la calidad en el gasto, las que suscriben hacen notar 
que es indispensable adoptar un mecanismo que permita orientar la ejecución del gasto 
público a la obtención de resultados de una manera eficaz y eficiente. En este contexto se 
considera necesario modificar el artículo 134 constitucional para establecer los parámetros 
bajo los cuales deben conducirse los órganos públicos en la administración de los recursos 
públicos.  

Ahora bien, las comisiones que suscriben consideran que las entidades federativas y los 
municipios deben participar también en esta responsabilidad, por lo que la aplicación de los 
principios citados en el párrafo anterior debe ser extensiva a los tres órdenes de gobierno.  

En lo relativo a las erogaciones plurianuales para inversión en infraestructura, las 
comisiones dictaminadoras estiman que, circunscribir los presupuestos de los proyectos de 
infraestructura a un solo ejercicio fiscal no contribuye a una adecuada planeación de los 
mismos y genera ineficiencias. En este orden de ideas, se considera que la autorización de 
las erogaciones para proyectos plurianuales trae consigo una importante reducción de 
costos. Por tal motivo, se considera pertinente la propuesta de que la Cámara de Diputados 
tenga la atribución de autorizar erogaciones plurianuales para dichos proyectos dentro del 
Presupuesto de Egresos de la Federación.  
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En cuanto al fortalecimiento de la transparencia y la rendición de cuentas, las Comisiones 
que suscriben observan que nuestro país requiere un gobierno que informe puntualmente a 
la sociedad cómo y en qué se gastan los recursos que provienen de sus contribuciones. Es 
por ello que el objetivo de las modificaciones a los artículos 73, 74 y 75 constitucionales, es 
consistente con dicho propósito.  

En cuanto a la adición al artículo 73 constitucional, se considera de especial relevancia que 
el Congreso de la Unión tenga facultades para armonizar la contabilidad pública en los tres 
órdenes de gobierno. Ello resultaría en una mejor rendición de cuentas y mayor 
transparencia hacia la sociedad.  

Igualmente, las Comisiones que dictaminan proponen fortalecer la facultad de la Cámara de 
Diputados, por conducto de la Auditoría Superior de la Federación, para verificar el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas y emitir recomendaciones para 
la mejora en el desempeño de los mismos. Con ello se lograría un avance sustantivo en el 
papel fiscalizador de la Cámara de Diputados, a través de la Auditoría Superior de la 
Federación.  

Las comisiones dictaminadoras destacan el hecho de que las modificaciones referidas con 
anterioridad se verían fortalecidas con la reforma propuesta al artículo 79 constitucional en 
la que se fortalecen las facultades de la Auditoría Superior de la Federación con base en los 
principios de anualidad, legalidad, definitividad e imparcialidad en la fiscalización, y 
haciéndola extensiva a los recursos federales que reciban, administren o ejerzan los estados, 
los municipios y el Distrito Federal, los particulares y cualquier fondo o fideicomiso que 
administre o ejerza recursos públicos.  

Asimismo, las comisiones dictaminadoras consideran pertinente que se adelanten los plazos 
para la presentación de la cuenta pública y su revisión, con el objeto de que la rendición de 
cuentas se realice con mayor oportunidad y sus resultados sean aprovechados de mejor 
manera para retroalimentar el proceso presupuestario.  

Finalmente, las dictaminadoras hacen notar que la aprobación de la reforma que nos ocupa 
no lograría, por sí sola, el efecto deseado, pues debe acompañarse de las modificaciones a 
diversos ordenamientos legales que precisen sobre la implantación de lo establecido a nivel 
constitucional.  

Conforme a los objetivos expuestos anteriormente, las Comisiones dictaminadoras 
proponen las siguientes modificaciones a la propuesta del Ejecutivo federal:  

En la fracción XXVIII del artículo 73 constitucional, se precisa que la facultad para expedir 
leyes con el objeto de armonizar a nivel nacional la contabilidad gubernamental, se 
orientará a regir la contabilidad pública y la presentación homogénea de información 
financiera, de ingresos y egresos, así como patrimonial, para la Federación, los estados, los 
municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones 
territoriales.  
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En el artículo 74, fracción VI constitucional, se acota a 30 días naturales la duración de la 
prórroga que, en su caso, solicite el Ejecutivo Federal para presentar la Cuenta Pública del 
ejercicio fiscal correspondiente y, en tal supuesto, la Auditoría Superior de la Federación 
contará con el mismo tiempo adicional para la presentación del informe del resultado de la 
revisión de la Cuenta Pública.  

Asimismo, se aclara que la fecha límite para concluir la revisión de la Cuenta Pública es 
independiente de los procedimientos relativos a las observaciones, recomendaciones y 
acciones promovidas por la entidad de fiscalización superior de la Federación, las cuales 
seguirán el trámite correspondiente en términos de lo dispuesto en el artículo 79 
constitucional. Asimismo, se prevé que el pleno de la Cámara de Diputados pueda evaluar 
los trabajos de fiscalización y sus resultados.  

En relación con el artículo 79 constitucional, se realizan diversos ajustes a la propuesta del 
Ejecutivo Federal, con el objeto de fortalecer la función de fiscalización a cargo del Poder 
Legislativo; en este sentido se establece lo siguiente:  

• Se incluye como principio a observar en la función de fiscalización el de 
confiabilidad.  

• Se precisa la facultad de la Auditoría Superior de la Federación de realizar 
auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los 
programas federales. Con ello, se busca que la Auditoría Superior de la Federación, 
al revisar la Cuenta Pública, efectúe auditorías específicas sobre el cumplimiento de 
los objetivos de los programas federales, emitiendo las recomendaciones que 
considere pertinentes para promover mejoras en dichos programas.  

• Se excluye de la fiscalización directa por parte de la Auditoría Superior de la 
Federación las participaciones federales que son transferidas a las entidades 
federativas y los municipios.  

• Se prevé la fiscalización directa de los recursos federales que ejerza cualquier 
entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, 
mandatos, fondos o cualquier otro acto jurídico. Con ello se busca que los 
particulares que ejerzan recursos públicos, al igual que los servidores públicos, 
rindan cuentas sobre la aplicación de dichos recursos y, en caso de que a través de la 
fiscalización se detecten irregularidades, se finquen las responsabilidades que 
correspondan; en el mismo sentido, se pretende que los recursos públicos que se 
transfieran a fideicomisos, fondos o cualquier otro acto jurídico sean fiscalizados y, 
en caso de que no se apliquen conforme a la ley, se finquen las responsabilidades 
correspondientes.  

• Se prevé que todas las entidades fiscalizadas deberán llevar el control y registro 
contable, patrimonial y presupuestario de los recursos de la Federación que les sean 
transferidos y asignados, de acuerdo con los criterios que establezca la ley.  
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• Se precisa que las revisiones de las situaciones excepcionales durante el ejercicio 
fiscal en curso, procederán derivado de denuncias, así como que la Auditoría 
Superior de la Federación rendirá un informe específico a la Cámara de Diputados 
y, en su caso, impondrá las sanciones correspondientes o promoverá el fincamiento 
de responsabilidades ante las autoridades competentes.  

• En relación con el procedimiento previsto en la iniciativa relativo a un informe 
preliminar sobre el resultado de la revisión de la Cuenta Pública, se reformula dicho 
procedimiento para prever que:  

i) La entrega del informe del resultado de la revisión de la Cuenta Pública a la 
Cámara de Diputados será a más tardar el 20 de febrero del año siguiente al de la 
presentación de la citada Cuenta. Asimismo, se prevé que el informe se someterá a 
la consideración del pleno de dicha Cámara.  

ii) Dentro de dicho informe se incluirán las auditorías practicadas, los dictámenes de 
su revisión, los apartados correspondientes a la fiscalización del manejo de los 
recursos federales por parte de las entidades fiscalizadas y a la verificación del 
desempeño en el cumplimiento de los objetivos de los programas federales, así 
como también un apartado específico con las observaciones de la entidad de 
fiscalización superior de la Federación que incluya las justificaciones y aclaraciones 
que las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.  

iii) De manera previa a la presentación del informe del resultado se darán a conocer 
a las entidades fiscalizadas los resultados de su revisión, en la parte que les 
corresponda, a efecto de que estén en posibilidad de presentar las justificaciones y 
aclaraciones respectivas, las cuales deberán ser valoradas por la Auditoría Superior 
de la Federación para la elaboración del informe del resultado de la revisión de la 
Cuenta Pública.  

iv) El titular de la Auditoría Superior de la Federación enviará a las entidades 
fiscalizadas, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a aquél en que se entregue 
el informe del resultado a la Cámara de Diputados, las recomendaciones y acciones 
promovidas que correspondan para que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, 
presenten la información y realicen las consideraciones que estimen pertinentes.  

v) En caso de que las entidades fiscalizadas no cumplan con lo señalado en el inciso 
anterior, se harán acreedores a las sanciones establecidas en la ley.  

vi) Los pliegos de observaciones y las promociones de responsabilidades se 
sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la ley.  

vii) La entidad de fiscalización superior de la Federación deberá pronunciarse en un 
plazo de 120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades 
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fiscalizadas, en caso de no hacerlo se tendrán por atendidas las recomendaciones y 
acciones promovidas.  

viii) En el caso de las recomendaciones al desempeño, las entidades fiscalizadas 
deberán informar a la Auditoría Superior de la Federación sobre las mejoras que se 
hayan realizado o, en su caso, justificar su improcedencia.  

• Se prevé que la Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara 
de Diputados, los días 15 de los meses de abril y octubre de cada año, un informe 
sobre la situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones 
promovidas.  

• Finalmente, se fortalece a la Auditoría Superior de la Federación previendo que 
los Poderes de la Unión, las entidades federativas y las demás entidades fiscalizadas 
facilitarán los auxilios que aquélla les requiera para el ejercicio de sus funciones y, 
en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las sanciones que establezca la ley; así 
como que los servidores públicos federales y locales que reciban o ejerzan recursos 
públicos federales, y cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, 
fideicomiso o fondo, que reciba o ejerza recursos de la Federación, deberán 
proporcionar la información y documentación que solicite la entidad de 
fiscalización superior de la Federación y, en caso de no proporcionarla, serán 
sancionados en los términos que establezca la ley. 

Habría que mencionar, como razones para emprender las reformas, las objeciones de 
gobiernos locales que se oponen a que el órgano de fiscalización de la Cámara de 
Diputados audite el uso de los recursos públicos federales que les son transferidos o 
asignados, argumentando que ello implica una "invasión a la soberanía de los estados". O 
bien, que 9 legislaturas locales se han negado a suscribir convenios con la Auditoría 
Superior de la Federación para coordinar la fiscalización de los recursos federales 
transferidos a esas entidades.  

El problema de fondo es que, de no auditarse, quedarían fuera de control o 
insuficientemente fiscalizados recursos federales que, tan solo para este año, ascienden a 
572 mil 800.3 millones de pesos, que es el Gasto Federal descentralizado a estados y 
municipios, incluyendo los ramos 25, 28, 33 y 39 del Presupuesto de Egresos de la 
Federación, es decir, el 39.9 por ciento del Gasto Primario Devengado.  

La reforma es necesaria para crear bases jurídicas, obligatorias para todos, que sustenten la 
construcción de un sistema nacional de fiscalización que, sin menoscabo de la soberanía de 
las entidades federativas, establezca principios rectores de la fiscalización, asegure la 
autonomía de los organismos fiscalizadores y, mediante la homologación de normas y 
criterios contables entre la federación y las entidades federativas y de éstas entre sí, asegure 
una rendición mas responsable y rigurosa de toda la gestión pública del país. Esa es una 
exigencia ciudadana que estamos obligados a cumplir.  
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Respecto a las modificaciones propuestas a los artículos 116 y 122 constitucionales, la 
exposición de motivos señala que: "...También se reforman los artículos 116 y 122 para 
establecer en las legislaturas estatales y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
órganos estatales de fiscalización y hacer de aplicación general los principios rectores de la 
fiscalización en todas las entidades federativas."  

Lo anterior se considera acertado, toda vez que con la reforma propuesta se busca 
homologar las funciones de fiscalización y revisión de cuentas públicas de las entidades 
federativas y del Distrito Federal, con su equivalente en el nivel federal, lo cual facilitaría a 
la Auditoría Superior de la Federación la revisión de los recursos federales ejercidos por las 
entidades federativas en razón de que serían fiscalizados por los órganos de fiscalización 
locales bajo los mismos principios. Con estas modificaciones se prevé, a nivel 
constitucional, la creación de órganos de fiscalización a nivel estatal; asimismo, se 
establecen los principios rectores de la fiscalización, armonizando de esta manera las 
disposiciones en materia de fiscalización a nivel local con las respectivas en el nivel 
federal, respetando la autonomía de las entidades federativas, dejando que sean las propias 
entidades quienes decidan, a través de sus legislaciones locales, las particularidades de 
dichos órganos y sus procedimientos.  

Finalmente, se realizan diversas precisiones de forma para que todos los órganos públicos 
de los tres órdenes de gobierno estén sujetos a los principios y disposiciones a que se refiere 
el artículo en cuestión.  

Por su parte, en el artículo 134 constitucional se realizan diversas precisiones para que, con 
pleno respeto a la soberanía de las entidades federativas, quede claro que la evaluación 
sobre el ejercicio de los recursos públicos corresponderá a las instancias técnicas que 
establezcan dichas entidades, sin perjuicio de las atribuciones que, en el marco de la 
revisión de la Cuenta Pública, incluyendo las auditorías de desempeño, son facultad de la 
Cámara de Diputados, realizadas a través de la Auditoría Superior de la Federación.  

Asimismo, se incluye como un principio rector al que deberán sujetarse los órganos 
públicos en la administración de los recursos públicos, el de economía.  

Finalmente, se realizan diversas precisiones de forma para que todos los órganos públicos 
de los tres órdenes de gobierno estén sujetos a los principios y disposiciones a que se refiere 
el artículo en cuestión.  

IMPACTO PRESUPUESTARIO  

Finalmente, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 18, tercer párrafo, de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, estas Comisiones Dictaminadoras 
llevaron a cabo la valoración del impacto presupuestario de la iniciativa, con el apoyo del 
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados.  
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Al respecto, con base en los estudios y análisis realizados por el Centro de Estudios de las 
Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, entre otros, "Aspectos Relevantes de la 
Propuesta Reforma Integral de la Hacienda Pública", de fecha 25 de junio de 2007; 
"Sistema de Evaluación del Desempeño. Una reflexión parlamentaria", de fecha 2 de agosto 
de 2007; "Seminario de Análisis de la Reforma Fiscal: Temas vinculados al Gasto Público", 
de fecha 3 de agosto de 2007, y de las exposiciones que los funcionarios del referido Centro 
de Estudios realizaron en diversas reuniones ante las Comisiones dictaminadoras, se 
concluye que, en caso de que esa Honorable Asamblea apruebe el presente Dictamen, las 
nuevas disposiciones promoverán un ejercicio del gasto más eficiente y eficaz y una 
fiscalización más efectiva, lo cual redundará en importantes ahorros en los gastos de 
operación y de administración del Gobierno Federal, recursos que podrán ser reasignados a 
la atención de la población y a la inversión en infraestructura que el país requiere.  

Por otro lado, cabe destacar que los recursos adicionales que se recauden como 
consecuencia de la entrada en vigor de las nuevas leyes y de los decretos de reforma a 
diversas leyes fiscales que, en su caso, esa honorable asamblea apruebe, también se 
sujetarán a la nueva regulación que se propone en el presente Dictamen, por lo que serán 
asignados, ejercidos y fiscalizados de forma más eficiente y eficaz.  

También es importante señalar que, en caso de que esa honorable asamblea decida aprobar 
el Dictamen con proyecto de Decreto que reforma diversas leyes en materia presupuestaria, 
el cual tiene entre otros propósitos, reglamentar las reformas constitucionales, que se ponen 
a consideración en el presente Dictamen relativas a los artículos 74, fracción IV y 134, el 
Ejecutivo Federal establecerá el compromiso de que antes de concluir su administración, se 
alcance una meta de ahorro hasta de 20% del equivalente al gasto de operación y 
administrativo de las dependencias del Gobierno Federal, para lo cual establecerá una meta 
de ahorro anual del 5% como mínimo, con la obligación de destinar dichos recursos a la 
atención de la población y a fortalecer la infraestructura pública.  

Por lo anteriormente expuesto, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, de 
Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, someten a consideración 
del Pleno de esta honorable asamblea el siguiente:  

DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS  

Artículo Único.- Se REFORMAN los artículos 74 fracción IV, actuales primer y octavo 
párrafos; 79 fracciones I y II, y actual quinto párrafo; 122 fracción V incisos c) primer y 
segundo párrafos y e) y 134 actuales primer y cuarto párrafos; se ADICIONAN los 
artículos 73 fracción XXVIII; 74 fracción VI; 79 segundo párrafo, pasando los actuales 
segundo a sexto párrafos a ser tercer a séptimo párrafos, respectivamente, y fracción IV, 
segundo párrafo; 116 fracción II, párrafos tercero, cuarto y quinto; 122 fracción V inciso c) 
tercer párrafo y 134 segundo párrafo, pasando los actuales segundo a quinto párrafos a ser 
tercero a sexto párrafos, respectivamente, y se DEROGA el artículo 74 fracción IV, quinto, 
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sexto y séptimo párrafos, pasando el actual octavo párrafo a ser quinto párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

"Artículo 73. …  

I. a XXVII. …  

XXVIII. Para expedir leyes en materia de contabilidad gubernamental que regirán la 
contabilidad pública y la presentación homogénea de información financiera, de ingresos y 
egresos, así como patrimonial, para la Federación, los estados, los municipios, el Distrito 
Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, a fin de 
garantizar su armonización a nivel nacional;  

XXIX. a XXX. …  

Artículo 74. …  

I. a III. …  

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación, previo examen, 
discusión y, en su caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, una 
vez aprobadas las contribuciones que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo. 
Asimismo, autorizar en dicho Presupuesto las erogaciones plurianuales para aquellos 
proyectos de inversión en infraestructura que se determinen conforme a lo dispuesto en la 
ley reglamentaria; las erogaciones correspondientes deberán incluirse en los subsecuentes 
Presupuestos de Egresos.  

…  

…  

…  

Quinto párrafo.- (Se deroga)  

Sexto párrafo.- (Se deroga)  

Séptimo párrafo.- (Se deroga)  

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la iniciativa de Ley de Ingresos y del 
Proyecto de Presupuesto de Egresos, cuando medie solicitud del Ejecutivo suficientemente 
justificada a juicio de la Cámara o de la Comisión Permanente, debiendo comparecer en 
todo caso el Secretario del Despacho correspondiente a informar de las razones que lo 
motiven;  
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V. …  

VI. Revisar la Cuenta Pública del año anterior, con el objeto de evaluar los resultados de la 
gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados por el Presupuesto 
y verificar el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas.  

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara de Diputados a través de la entidad 
de fiscalización superior de la Federación. Si del examen que ésta realice aparecieran 
discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con 
relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en 
los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de 
acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos de los 
programas, dicha entidad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el 
desempeño de los mismos, en los términos de la Ley.  

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente deberá ser presentada a la Cámara de 
Diputados a más tardar el 30 de abril del año siguiente. Sólo se podrá ampliar el plazo de 
presentación en los términos de la fracción IV, último párrafo, de este artículo; la prórroga 
no deberá exceder de 30 días naturales y, en tal supuesto, la entidad de fiscalización 
superior de la Federación contará con el mismo tiempo adicional para la presentación del 
informe del resultado de la revisión de la Cuenta Pública.  

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 30 de abril del año 
siguiente al de su presentación, con base en las conclusiones técnicas del informe del 
resultado de la entidad de fiscalización superior de la Federación, a que se refiere el artículo 
79 de esta Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, 
recomendaciones y acciones promovidas por la entidad de fiscalización superior de la 
Federación, seguirá su curso en términos de lo dispuesto en dicho artículo.  

La Cámara de Diputados evaluará el desempeño de la entidad de fiscalización superior de 
la Federación y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos 
de fiscalización;  

VII. a VIII. …  

Artículo 79. …  

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de posterioridad, 
anualidad, legalidad, definitividad, imparcialidad y confiabilidad.  

…  

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y egresos; el manejo, la custodia y la aplicación 
de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así como 
realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en 
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los programas federales, a través de los informes que se rendirán en los términos que 
disponga la Ley.  

También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan los 
estados, los municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus 
demarcaciones territoriales, con excepción de las participaciones federales; asimismo, 
fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona 
física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, mandatos, fondos o 
cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las 
leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los 
usuarios del sistema financiero.  

Las entidades fiscalizadas a que se refiere el párrafo anterior deberán llevar el control y 
registro contable, patrimonial y presupuestario de los recursos de la Federación que les sean 
transferidos y asignados, de acuerdo con los criterios que establezca la Ley.  

Sin perjuicio del principio de anualidad, la entidad de fiscalización superior de la 
Federación podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, información de 
ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se 
entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio 
al que pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o 
la erogación, contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago 
diversos ejercicios fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos 
de los programas federales. Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la 
entidad de fiscalización superior de la Federación emita, sólo podrán referirse al ejercicio 
de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión.  

Asimismo, sin perjuicio del principio de posterioridad, en las situaciones excepcionales que 
determine la Ley, derivado de denuncias, podrá requerir a las entidades fiscalizadas que 
procedan a la revisión, durante el ejercicio fiscal en curso, de los conceptos denunciados y 
le rindan un informe. Si estos requerimientos no fueren atendidos en los plazos y formas 
señalados por la Ley, se impondrán las sanciones previstas en la misma. La entidad de 
fiscalización superior de la Federación rendirá un informe específico a la Cámara de 
Diputados y, en su caso, fincará las responsabilidades correspondientes o promoverá otras 
responsabilidades ante las autoridades competentes;  

II. Entregar el informe del resultado de la revisión de la Cuenta Pública a la Cámara de 
Diputados a más tardar el 20 de febrero del año siguiente al de su presentación, el cual se 
someterá a la consideración del pleno de dicha Cámara y tendrá carácter público. Dentro de 
dicho informe se incluirán las auditorías practicadas, los dictámenes de su revisión, los 
apartados correspondientes a la fiscalización del manejo de los recursos federales por parte 
de las entidades fiscalizadas a que se refiere la fracción anterior y a la verificación del 
desempeño en el cumplimiento de los objetivos de los programas federales, así como 
también un apartado específico con las observaciones de la entidad de fiscalización superior 
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de la Federación que incluya las justificaciones y aclaraciones que, en su caso, las entidades 
fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas.  

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del informe del resultado se darán a 
conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les corresponda de los resultados de su 
revisión, a efecto de que éstas presenten las justificaciones y aclaraciones que 
correspondan, las cuales deberán ser valoradas por la entidad de fiscalización superior de la 
Federación para la elaboración del informe del resultado de la revisión de la Cuenta 
Pública.  

El titular de la entidad de fiscalización superior de la Federación enviará a las entidades 
fiscalizadas, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que sea entregado a la Cámara 
de Diputados el informe del resultado, las recomendaciones y acciones promovidas que 
correspondan para que, en un plazo de hasta 30 días hábiles, presenten la información y 
realicen las consideraciones que estimen pertinentes, en caso de no hacerlo se harán 
acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a los pliegos de 
observaciones y a las promociones de responsabilidades, las cuales se sujetarán a los 
procedimientos y términos que establezca la Ley.  

La entidad de fiscalización superior de la Federación deberá pronunciarse en un plazo de 
120 días hábiles sobre las respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, en caso de no 
hacerlo, se tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones promovidas.  

En el caso de las recomendaciones al desempeño las entidades fiscalizadas deberán precisar 
ante la entidad de fiscalización superior de la Federación las mejoras realizadas o, en su 
caso, justificar su improcedencia.  

La entidad de fiscalización superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de 
Diputados, los días 15 de los meses de abril y octubre de cada año, un informe sobre la 
situación que guardan las observaciones, recomendaciones y acciones promovidas.  

La entidad de fiscalización superior de la Federación deberá guardar reserva de sus 
actuaciones y observaciones hasta que rinda el informe del resultado a la Cámara de 
Diputados a que se refiere esta fracción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a 
quienes infrinjan esta disposición;  

III. ...  

IV. ...  

Las sanciones y demás resoluciones de la entidad de fiscalización superior de la Federación 
podrán ser impugnadas por las entidades fiscalizadas y, en su caso, por los servidores 
públicos afectados adscritos a las mismas, ante la propia entidad de fiscalización o ante los 
tribunales a que se refiere el artículo 73, fracción XXIX-H de esta Constitución conforme a 
lo previsto en la Ley.  
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...  

...  

Los Poderes de la Unión, las entidades federativas y las demás entidades fiscalizadas 
facilitarán los auxilios que requiera la entidad de fiscalización superior de la Federación 
para el ejercicio de sus funciones y, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las 
sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos federales y locales, así 
como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o 
fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos federales, 
deberán proporcionar la información y documentación que solicite la entidad de 
fiscalización superior de la Federación, de conformidad con los procedimientos 
establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los 
derechos de los usuarios del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, 
los responsables serán sancionados en los términos que establezca la Ley.  

...  

Artículo 116. ...  

...  

I. …  

II.  

...  

...  

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales 
serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para 
decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que 
dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios 
de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad.  

El titular de la entidad de fiscalización de las entidades federativas será electo por las dos 
terceras partes de los miembros presentes en las legislaturas locales, por periodos no 
menores a siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de control, 
auditoría financiera y de responsabilidades.  

III. a VII. ...  

Artículo 122. …  
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…  

…  

…  

…  

…  

A) y B) ...  

C) …  

BASE PRIMERA. …  

I. a IV. ...  

V. …  

a) y b) ...  

c) …  

…  

El titular de la entidad de fiscalización del Distrito Federal será electo por las dos terceras 
partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa por periodos no menores a 
siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de control, auditoría 
financiera y de responsabilidades.  

d) ...  

e) Expedir las disposiciones legales para organizar la hacienda publica, el presupuesto, la 
contabilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la entidad de fiscalización dotándola 
de autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, y para decidir sobre 
su organización interna, funcionamiento y resoluciones. La función de fiscalización será 
ejercida conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y 
confiabilidad.  

f) a o) ...  

BASE SEGUNDA A BASE QUINTA. ...  
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Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estados, los 
municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones 
territoriales, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez 
para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.  

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas 
que establezcan, respectivamente, la Federación, los estados y el Distrito Federal, con el 
objeto de propiciar que los recursos económicos se asignen en los respectivos presupuestos 
en los términos del párrafo anterior. Lo anterior, sin menoscabo de lo dispuesto en los 
artículos 74, fracción VI y 79.  

...  

...  

El manejo de recursos económicos federales por parte de los estados, los municipios, el 
Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se 
sujetará a las bases de este artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el 
ejercicio de dichos recursos se realizará por las instancias técnicas de las entidades 
federativas a que se refiere el párrafo segundo de este artículo.  

...  

TRANSITORIOS  

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, salvo lo previsto en el transitorio tercero siguiente.  

SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá aprobar las leyes y, en su caso, las reformas 
legales que sean necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente Decreto, a 
más tardar en un plazo de un año, contado a partir de la fecha de entrada en vigor del 
mismo.  

TERCERO. Las fechas aplicables para la presentación de la Cuenta Pública y el informe 
del resultado sobre su revisión, entrarán en vigor a partir de la Cuenta Pública 
correspondiente al ejercicio fiscal 2008.  

CUARTO. Las Cuentas Públicas anteriores a la correspondiente al ejercicio fiscal 2008 se 
sujetarán a lo siguiente:  

I. La Cámara de Diputados, dentro de los 180 días naturales posteriores a la entrada en 
vigor de este Decreto, deberá concluir la revisión de las Cuentas Públicas correspondientes 
a los ejercicios fiscales 2002, 2003, 2004 y 2005.  
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II. Las Cuentas Públicas correspondientes a los ejercicios fiscales 2006 y 2007 serán 
revisadas en los términos de las disposiciones aplicables en la materia antes de la entrada en 
vigor de este Decreto.  

III. La Cámara de Diputados deberá concluir la revisión de la Cuenta Pública del ejercicio 
fiscal de 2006 durante el año 2008.  

IV. La Cuenta Pública correspondiente al ejercicio fiscal 2007 será presentada a más tardar 
el 15 de mayo de 2008, el informe del resultado el 15 de marzo de 2009 y su revisión 
deberá concluir en 2009.  

Sala de comisiones de la H. Cámara de Diputados, a 11 de septiembre de 2007.  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; Dora Alicia Martínez 
Valero (rúbrica), Mónica Fernández Balboa (rúbrica en abstención), Carlos Armando 
Biebrich Torres, Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Patricia Castillo Romero (rúbrica), 
Silvano Garay Ulloa, secretarios; Constantino Acosta Dávila, Felipe Borrego Estrada 
(rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Leticia Díaz de León Torres (rúbrica), José 
Luis Espinosa Piña, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), María del Pilar Ortega 
Martínez (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar, Juan José Rodríguez Prats (rúbrica), Yadhira Yvette 
Tamayo Herrera (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano, Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), 
Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Rosario 
Ignacia Ortiz Magallón, Salvador Ruiz Sánchez, Arely Madrid Tovilla (rúbrica), Juan 
Francisco Rivera Bedoya, Víctor Samuel Palma César, Raúl Cervantes Andrade (rúbrica), 
Érika Larregui Nagel (rúbrica), Gildardo Guerrero Torres (rúbrica).  

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública  

Diputados: Raúl Alejandro Padilla Orozco (rúbrica), presidente; Édgar Martín Ramírez 
Pech (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Érick López Barriga, Susana Monreal Ávila 
(rúbrica), Joel Ayala Almeida, Javier Guerrero García (rúbrica), Jorge Emilio González 
Martínez, Alejandro Chanona Burguete, Ricardo Cantú Garza, Mónica Arriola, Elsa de 
Guadalupe Conde Rodríguez (rúbrica), secretarios; Ernesto Ruiz Velasco de Lira (rúbrica), 
Mario Alberto Salazar Madera (rúbrica), Artemio Torres Gómez, Andrés Marco Antonio 
Bernal Gutiérrez, César Horacio Duarte Jáquez (rúbrica), Charbel Jorge Estefan Chidiac 
(rúbrica), Jesús Ramírez Stabros (rúbrica), Carlos Rojas Gutiérrez (rúbrica), César Flores 
Maldonado (rúbrica), Juan Adolfo Orcí Martínez (rúbrica), Martín Ramos Castellanos, 
Faustino Soto Ramos (rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Jesús Evodio Velázquez 
Aguirre (rúbrica), Francisco Elizondo Garrido (rúbrica), José Alejandro Aguilar López 
(rúbrica), Moisés Alcalde Virgen (rúbrica), Jesús Arredondo Velázquez (rúbrica), Liliana 
Carbajal Méndez (rúbrica), Alejandro Enrique Delgado Oscoy (rúbrica), Enrique Iragorri 
Durán (rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), Francisco Rueda Gómez 
(rúbrica).  
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La Comisión de Hacienda y Crédito Público  

Diputados: Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), presidente; David Figueroa Ortega 
(rúbrica), Emilio Ramón Ramiro Flores Domínguez (rúbrica), Ricardo Rodríguez Jiménez 
(rúbrica), Camerino Eleazar Márquez Madrid (rúbrica), José Antonio Saavedra Coronel, 
Antonio Soto Sánchez (rúbrica), Horacio Emigdio Garza Garza (rúbrica), Ismael Ordaz 
Jiménez (rúbrica), Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica), Aída Marina Arvizu Rivas 
(rúbrica), Joaquín Humberto Vela González (rúbrica), Carlos Alberto Puente Salas 
(rúbrica), Juan Ignacio Samperio Montaño (rúbrica), secretarios; José Alejandro Aguilar 
López (rúbrica), Ramón Ceja Romero, José Martín López Cisneros (rúbrica), Lorenzo 
Daniel Lüdlow Kuri (rúbrica), Luis Xavier Maawad Robert, María de Jesús Martínez Díaz 
(rúbrica), José Manuel Minjares Jiménez (rúbrica), Raúl Alejandro Padilla Orozco, Dolores 
María del Carmen Parra Jiménez, Jorge Alejandro Salum del Palacio (rúbrica), José 
Antonio Almazán González, Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (rúbrica), Francisco Javier 
Calzada Vázquez (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), Faustino Soto Ramos 
(rúbrica), Pablo Trejo Pérez (rúbrica), Samuel Aguilar Solís (rúbrica), José Rosas Aispuro 
Torres (rúbrica), Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Javier Guerrero García (rúbrica), José 
Murat, Édgar Martín Ramírez Pech (rúbrica), Miguel Ángel Navarro Quintero (rúbrica).  
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DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-Ñ AL ARTÍCULO 73 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión, le fue turnada para su estudio y dictamen la iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, incisos f) y g) de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 55, 56, 60, 87 y 88, del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se 
somete a la consideración de los integrantes de esta honorable Asamblea el presente:  

DICTAMEN  

I. Antecedentes del proceso legislativo  

a) En sesión celebrada el día 27 de marzo de 2007 en la Cámara de Diputados, los 
diputados Gustavo Parra Noriega, Rogelio Carbajal Tejada, Dora Alicia Martínez Valero, 
Esmeralda Cárdenas Sánchez y Jesús de León Tello integrantes del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional, presentaron iniciativa que reforma el artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada a esta 
Comisión de Puntos Constitucionales.  

b) En sesión ordinaria de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el día 5 de 
septiembre de 2007, se sometió a discusión el presente dictamen y fue aprobado por 
unanimidad de los presentes.  

II. Valoración de la iniciativa  

La iniciativa presentada por los diputados Gustavo Parra, Rogelio Carbajal Tejada, Dora 
Alicia Martínez Valero, Esmeralda Cárdenas Sánchez y Jesús de León Tello relativa a la 
inclusión de la fracción XXIX-Ñ al artículo 73 constitucional, tiene como finalidad 
otorgarle la facultad exclusiva al Congreso de la Unión de legislar en materia de protección 
de datos personales en posesión de los particulares, dado que éstos se utilizan en mayor 
medida para llevar a cabo transacciones comerciales y que dicha materia constituye una 
competencia exclusiva del ámbito federal en toda la República. Lo anterior evita la 
existencia de asimetrías en la observancia de este nuevo derecho fundamental, permitiendo 
que se tutele eficazmente al evitar la proliferación de regímenes legales para su ejercicio y 
la posible deslocalización de los agentes regulados. Así, es necesario construir un derecho 
que pueda ser ejercido en todo el territorio nacional del mismo modo y bajo las mismas 
condiciones para cualquier interesado, no importando el estado o municipio del país donde 
se encuentre el titular de los datos personales. Además de lo anterior, debe reconocerse que 



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2345-I, jueves 20 de septiembre de 2007. 
 

 

2 
 

el tratamiento de datos personales a través de tecnologías de la información, hacen que los 
mismos puedan ser transferidos en cuestión de segundos no sólo a nivel nacional sino 
también internacional, de forma tal que únicamente un régimen jurídico federal puede 
aproximar principios y bases comunes para atender los problemas inherentes a la protección 
de datos personales.  

Cabe mencionar que diversos países1 regulan la protección de datos en posesión de los 
particulares, emitiendo una sola legislación aplicable en todo su territorio, logrando la 
uniformidad en la aplicación de los principios que rigen la materia y la efectiva tutela del 
derecho.  

La argumentación de la iniciativa a favor de establecer esta facultad nos dice respecto a la 
protección de los datos personales, lo siguiente:  

Dicha protección, manifestación del derecho a la privacidad, a la vida privada o 
simplemente derecho a la intimidad, emerge como un derecho fundamental por 
virtud del cual se tiene la facultad de excluir o negar a las demás personas del 
conocimiento de ciertos aspectos de la vida de cada persona que sólo a esta le 
incumben. Este derecho que tiende a proteger la vida privada del ser humano, es un 
derecho complejo, que comprende y se vincula a su vez con varios derechos 
específicos, que tienden a evitar intromisiones externas en éstas áreas reservadas 
del ser humano. 

Para reforzar la relevancia de reconocer la protección de los datos personales, los 
promoventes de la iniciativa en comento, mencionan una serie de instrumentos 
internacionales en los que se establece la prioridad de salvaguardar el derecho a la 
privacidad, tal como los siguientes:  

1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 12, dispone: 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, 
domicilio o su correspondencia, ni ataques a su honra o a su reputación. Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.  

2. En los términos anteriores, se expresa el artículo 17 del Pacto Internacional sobre 
los Derechos Civiles y Políticos.  

3. La Convención Europea de los Derechos del Hombre, refiere que: Toda persona 
tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su 
correspondencia.  

4. De la Convención Americana de Derechos Humanos, los incisos 2 y 3 del 
artículo 11, refieren al derecho a la vida privada usando expresiones análogas a la 
Declaración Universal de 1948. 

Estos instrumentos internacionales sirven para establecer el marco jurídico que en el ámbito 
internacional regula el derecho a la privacidad en el que se inscribe la protección a los datos 
personales y que nuestro país ha ratificado, pasando a formar parte del derecho nacional.  



Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2345-I, jueves 20 de septiembre de 2007. 
 

 

3 
 

La iniciativa en estudio plantea más allá de la protección de datos personales en posesión 
de entes públicos –la cual podemos aseverar ya se encuentra respaldada con la reciente 
reforma al artículo 6º en materia de transparencia y acceso a la información–, sino de 
aquéllos datos personales que se encuentran en posesión de los particulares. La intención es 
que el Congreso de la Unión cuente con la facultad exclusiva de legislar en materia de 
datos personas en posesión de particulares y en su defensa nos dice la iniciativa que:  

(...) la tarea aún está pendiente respecto al acopio y tratamiento de datos 
personales por parte de entes privados; y que en términos generales, responde a 
otros intereses más vinculados con la venta de bienes y prestación de servicios, o 
que decir de los fines publicitarios, actividades que denotan una connotación 
comercial más acentuada; en cuyo caso, se requiere una regulación específica 
respecto de los que poseen los entes públicos, no sólo porque los datos personales 
circulan indiscriminadamente, sino porque en ocasiones, desafortunadamente, 
dichos datos pueden ser conocidos y utilizados por personas con fines ilícitos, para 
la comisión de delitos, o simplemente de formas no autorizadas, que eventualmente 
causan una molestia o perjuicios diversos a sus titulares. 

En la década de los ochenta, del siglo pasado, surge la recomendación de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) en la que se contienen las 
Directrices relativas a la protección de la privacidad y flujos transfronterizos de datos 
personales, adoptada el 23 de septiembre de 1980 (Recomendaciones de la OCDE) 
constituyéndose como el primer instrumento en el ámbito supranacional que analiza a 
profundidad el derecho a la protección de datos de carácter personal.2  

Su adopción se funda en la constatación por parte del Consejo de la OCDE de la 
inexistencia de uniformidad en la regulación de esta materia en los distintos Estados 
miembros lo que dificultaba el flujo de los datos personales entre los mismos. De este 
modo la Recomendación se adopta con la finalidad de establecer unas reglas básicas 
reguladoras del derecho que, adoptadas de forma uniforme por los Estados, garanticen la 
inexistencia de obstáculos a la libre transferencia internacional de datos entre aquéllos.3  

Se debe recordar que México es miembro de la OCDE, lo cual lo obliga ante este 
organismo a cumplir con sus principios y es precisamente éste el que plantea la obligación 
de los países miembros de asumir un compromiso con la adopción de principios generales 
para la protección de datos personales. De aprobarse el presente proyecto de decreto, en el 
que se adiciona la fracción XXIX-Ñ al artículo 73, se otorgará la facultad al Congreso de la 
Unión de legislar en materia de datos personales en posesión de particulares, con lo cual se 
estaría cumpliendo con dicho principio establecido por la OCDE. Con ello nuestro país 
mandaría un mensaje a la comunidad internacional de su interés por respetar el derecho a la 
privacidad a la que tienen derecho los ciudadanos. Derecho a proteger su intimidad en tanto 
no menoscaben el bien común o el derecho de terceros, ante lo cual el Estado debe tener la 
oportunidad de defender a sus ciudadanos.  

Por ello, esta Comisión dictaminadora considera la conveniencia de proponer ante esta 
soberanía la aprobación de la reforma al artículo 73 constitucional en materia de 
protección de datos personales.  
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Artículo Único. Se adiciona la fracción XXIX-Ñ al artículo 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I. a XXIX-N. ...  

XXIX-Ñ. Para legislar en materia de protección de datos personales en 
posesión de particulares.  

XXX. ... 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la ley en la materia en un plazo no 
mayor de 12 meses, contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto.  

Tercero. En tanto el Congreso de la Unión expide la ley respectiva a la facultad que se 
otorga en este decreto, continuarán vigentes las disposiciones que sobre la materia hayan 
dictado las legislaturas de las entidades federativas, en tratándose de datos personales en 
posesión de particulares.  

Notas  
1 Tal es el caso de los países que integran la Unión Europea, que han transpuesto la directiva de protección de 
datos 95/46, así como en América, Canadá y Argentina.  
2 Vid. Puente Escobar, Agustín. Breve descripción de la evolución histórica y del marco normativo 
internacional de la protección de datos de carácter personal, en Protección de Datos de Carácter Personal en 
Iberoamérica (II Encuentro Iberoamericano de Protección de Datos La Antigua-Guatemala 2-6 de junio de 
2003), Valencia, 2005, p 51.  
3 Ibídem.  

Cámara de Diputados, a los 5 días del mes de septiembre del año 2007.  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; Dora Alicia Martínez 
Valero (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres, Adolfo Ríos Camarena (rúbrica), 
Mónica Fernández Balboa (rúbrica), Patricia Castillo Romero (rúbrica), Silvano Garay 
Ulloa (rúbrica), secretarios; Constantino Acosta Dávila (rúbrica), Felipe Borrego Estrada 
(rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada (rúbrica), Leticia Díaz de León Torres (rúbrica), José 
Luis Espinosa Piña (rúbrica), Lizbeth Evelia Medina Rodríguez (rúbrica), María del Pilar 
Ortega Martínez (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica), Juan José Rodríguez Prats, 
Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), Juan Nicasio 
Guerra Ochoa (rúbrica).Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas 
(rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz Magallón (rúbrica), Salvador Ruiz Sánchez, Arely Madrid 
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Tovilla, Juan Francisco Rivera Bedoya (rúbrica), Víctor Samuel Palma César, Raúl 
Cervantes Andrade (rúbrica), Érika Larregui Nagel (rúbrica).  
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES Y 
DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y 
DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, les fueron turnadas 
diversas iniciativas con proyecto de decreto que reforman los artículos 14, 16, 17, 18, 19, 
20, 21, 22, 73, 115 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 39, 45 numeral 6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consideración de los 
integrantes de esta honorable asamblea el presente dictamen, basándose en los siguientes  

Antecedentes  

Primero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 29 de septiembre de 2006, el diputado Jesús de León Tello, del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con proyecto de decreto 
que reforma el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La 
Mesa Directiva en esa misma fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-3-55, acordó 
que se turnara a la Comisión de Puntos Constitucionales.  

Segundo. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 19 de diciembre de 2006, los diputados César Camacho, Felipe Borrego 
Estrada, Raymundo Cárdenas Hernández y Faustino Javier Estrada González, de los 
Grupos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Institucional, Acción Nacional, de la 
Revolución Democrática y Verde Ecologista de México, respectivamente, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20 y 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma 
fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-3-260, acordó que se turnara a la Comisión 
de Puntos Constitucionales, con opinión de la Comisión de Justicia. A través del oficio 
D.G.P.L. 60-II-3-281, la Mesa Directiva modificó el trámite anterior y ordenó que dicha 
iniciativa se turnara a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia.  

Tercero. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 6 de marzo de 2007, el diputado César Camacho Quiroz, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto 
de decreto que reforma los artículos 14, 16, 19 y 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma fecha, mediante oficio 
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número D.G.P.L. 60-II-1-475, acordó que se turnara a las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales y de Justicia.  

Cuarto. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 29 de marzo de 2007, el diputado César Camacho Quiroz, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa con proyecto 
de decreto que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-
II-2-612, acordó que se turnara a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 
Justicia.  

Quinto. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 25 de abril de 2007, los diputados Javier González Garza y Raymundo 
Cárdenas Hernández, Ricardo Cantú Garza y Jaime Cervantes Rivera, y Alejandro Chanona 
Burguete y Layda Sansores San Román, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos de la 
Revolución Democrática, del Trabajo y Convergencia, respectivamente, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa 
misma fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-3-637, acordó que se turnara a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia.  

Sexto. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 4 de octubre de 2007, los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez Ramos, 
Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel Arellano Pulido, 
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 18, 21 y 104 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma 
fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-5-971, acordó que se turnara a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia. A través del oficio D.G.P.L. 
60-II-5-1069, la Mesa Directiva modificó el trámite anterior y ordenó que dicha iniciativa 
se turnara a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, con opinión de 
la Comisión de Seguridad Pública.  

Séptimo. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 4 de octubre de 2007, los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez Ramos, 
Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel Arellano Pulido, 
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma fecha, mediante oficio 
número D.G.P.L. 60-II-1-873, acordó que se turnara a las Comisiones Unidas de Puntos 
Constitucionales y de Justicia. A través del oficio D.G.P.L. 59-II-1-926, la Mesa Directiva 
modificó el trámite anterior y ordenó que dicha iniciativa se turnara a las Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, con opinión de la Comisión de Seguridad 
Pública.  
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Octavo. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 4 de octubre de 2007, los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez Ramos, 
Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel Arellano Pulido, 
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. La Mesa Directiva en esa misma 
fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-4-784, acordó que se turnara a la Comisión 
de Justicia. A través del oficio D.G.P.L. 60-II-4-826, la Mesa Directiva modificó el trámite 
anterior y ordenó que dicha iniciativa se turnara a la Comisión de Justicia, con opinión de la 
Comisión de Seguridad Pública.  

Noveno. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 4 de octubre de 2007, los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez Ramos, 
Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel Arellano Pulido, 
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma fecha, 
mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-5-973, acordó que se turnara a las Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia.  

Décimo. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 
Unión en fecha 4 de octubre de 2007, los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez Ramos, 
Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel Arellano Pulido, 
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentaron la 
iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La Mesa Directiva en esa misma 
fecha, mediante oficio número D.G.P.L. 60-II-1-875, acordó que se turnara a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia.  

Contenido de las iniciativas  

A. Iniciativa presentada por el diputado Jesús de León Tello  

El diputado de Jesús de León afirma que la víctima u ofendido del delito son la parte más 
débil del sistema penal. Después de resentir el daño cometido en su integridad física, moral 
o en sus bienes materiales, las víctimas luego son víctimas de un orden jurídico y de una 
praxis tanto ministerial como judicial que, en lugar de facilitarle las cosas, se las dificulta 
de manera real, sistemática y estructural a grado tal, que resulta ineficaz el ejercicio de sus 
derechos fundamentales.  

Sostiene que no sólo sufren por el daño que les causa el delincuente sino que, además, 
tienen que defenderse contra la falta de protección jurídica que se da por las antinomias, 
defectos y lagunas normativas en el contenido esencial de sus derechos fundamentales.  
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La víctima u ofendido están indefensos. No se encuentran en igualdad de armas para 
enfrentar al ministerio público, al juez, al inculpado y a su defensor. La ley, por un lado, 
tiene un alcance restringido y los jueces, por su parte, no tienen una vocación garantista 
para desarrollar el discurso de los derechos pro víctima.  

Su iniciativa, por tanto, tiene por objeto avanzar en el fortalecimiento de los derechos 
fundamentales del ofendido o víctima del delito, a partir de tres propuestas: el derecho 
fundamental al defensor público; el fortalecimiento del derecho fundamental a la reparación 
del daño; y el derecho fundamental a impugnar el no ejercicio de la acción penal y su 
desistimiento y sus actos equivalentes, por medio del control de legalidad, así como 
perfeccionar su control constitucional frente a sus problemas actuales.  

El iniciante refiere que la víctima debe ser la protagonista en el proceso penal, ya que nadie 
como ella tiene el interés de defender el bien jurídico que se le ha afectado, equilibrando la 
respuesta de los órganos de control social, pero protegiendo y garantizando el respeto de los 
derechos de las víctimas. Por tal razón, propone otorgar garantías individuales que 
salvaguarden los derechos inherentes de todo ofendido o víctima del delito, a fin de que 
tengan la posibilidad de proteger sus derechos, consolidando lo anterior a nivel 
constitucional.  

Finalmente, plantea que el Estado tiene la obligación de prestar apoyo total y protección 
inmediata a la víctima del delito, satisfaciendo así uno de los reclamos más sentidos de la 
población, crear mecanismos para garantizar los derechos y las garantías de las víctimas y 
los ofendidos del delito.  

B. Iniciativa presentada por los diputados César Camacho Quiroz, Felipe Borrego 
Estrada, Raymundo Cárdenas Hernández y Faustino Javier Estrada González  

Refieren que uno de los reclamos más persistentes y sentidos de los ciudadanos en México 
tiene que ver con el funcionamiento de la justicia penal, lo que hace necesario reformar el 
marco institucional aplicable, de manera que se asegure a favor de todas las partes 
involucradas, el debido proceso legal, conforme a las exigencias que existen y funcionan en 
otros países, muchas de las cuales derivan de tratados y convenciones internacionales que 
México ha firmado y ratificado. Destacan como un principio básico que el trabajo judicial 
se haga bajo la mirada de todos los ciudadanos y, en particular, de los usuarios del sistema 
de justicia, pues un sistema de juicios orales, en el que las pruebas se rinden bajo la mirada 
del público y en el que el juez escucha a las partes, es más confiable que un sistema opaco y 
escrito, como el que tenemos actualmente.  

Proponen incluir los principios de proporcionalidad entre delitos y penas, de lesividad, la 
obligación de que toda persona que sea detenida por el ministerio público sea conducida 
inmediatamente ante una autoridad jurisdiccional, para desaparecer así la irregular figura de 
la "retención", pues la incomunicación de un detenido es no solamente un grave atentado a 
sus derechos fundamentales, sino también una forma por medio de la cual se generan 
prácticas de corrupción. La comunicación del detenido con su abogado debe asegurarse a lo 
largo de todas las etapas del proceso penal.  
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Sugieren también incorporar medios alternativos de justicia penal, de manera que se 
permita resolver el conflicto generado por la comisión de delitos, y asegurar la satisfacción 
del derecho a la reparación del daño por parte de la víctima, siempre bajo supervisión 
judicial, para evitar su mal uso, como ha ocurrido en otros países. Asimismo, plantean 
prescindir de la prisión preventiva en los casos en que ésta pueda ser sustituida por una 
sanción diversa.  

Se propone modificar el auto de sujeción por uno de vinculación a proceso, en aras de 
abandonar el concepto de "sujeción", de cuño inquisitorio. A diferencia del auto de formal 
prisión, que amerita la demostración del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del 
indiciado, el auto de vinculación a proceso se sustenta únicamente en la existencia de un 
hecho punible, sin implicar la imposición de la prisión preventiva, aunque sí otras medidas 
cautelares menos lesivas, como la prohibición de abandonar una determinada 
circunscripción territorial.  

Precisan que, originalmente, la Constitución no preveía la necesidad de acreditar cuerpo y 
responsabilidad del inculpado para sujeción a proceso, y que dicha asimilación del auto de 
sujeción a proceso al auto de formal prisión, se introdujo como resultado de una 
interpretación jurisdiccional.  

De acuerdo con la propuesta que formulan, la persona que es vinculada a un proceso puede 
conocer los medios probatorios que el Ministerio Público considera que le incriminan para 
preparar adecuadamente su defensa ante un juez y, al mismo tiempo, tiene la garantía que 
toda medida cautelar será decretada y controlada también por un juez, permitiendo que el 
costo del acceso a la jurisdicción no sea la prisión preventiva, pues al disminuir las 
exigencias probatorias para dar intervención al juez, se facilita la investigación y se permite 
que el imputado haga valer sus derechos ya no ante su acusador, sino ante un juez 
verdaderamente imparcial, ajeno a los intereses procesales de la acusación.  

Por cuanto hace al Ministerio Público, señalan que podrá allegarse de medios probatorios 
aún cuando ya haya intervenido la jurisdicción y, en su caso, solicitar la apertura del juicio 
sin necesidad de acreditar de antemano –por sí y ante sí, como sucede en la actualidad– la 
probable responsabilidad del inculpado. La exigencia de un estándar probatorio tan alto 
como se exige actualmente para apenas dar inicio al proceso, ha sido tanto fuente de 
impunidad como de abusos; refieren que la propuesta que hacen es acorde con las reformas 
consolidadas en países como Costa Rica y Chile, en los que ya no exista un auto formal de 
procesamiento.  

Prevén como excepción que sólo cuando sea necesario decretar la medida cautelar extrema, 
es decir la prisión preventiva, se requerirá que el ministerio público pruebe, ante la 
autoridad judicial, la existencia del cuerpo del delito y de la presunta responsabilidad del 
inculpado, toda vez que esta exigencia es una protección que debe permanecer, cuando se 
trata de justificar una medida tan intrusiva como la prisión preventiva.  

Respecto al artículo 20 constitucional, estiman que debe ser completamente modificado 
para incorporar las bases del debido proceso legal y el mandato claro para crear juicios 
orales en México, tanto en el ámbito federal como local. Para tal efecto, se propone incluir 
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como características del proceso penal la acusatoriedad, adversarialidad y oralidad, y como 
principios básicos la publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.  

En este orden de ideas, no consideran apropiado que la Constitución explique los alcances 
de cada uno de estos principios, sino que en el régimen de transitoriedad se establezca que 
el Congreso de la Unión deberá emitir, en un plazo máximo de un año, una Ley del Debido 
Proceso Legal, respetando el principio de que la Constitución debe contener solamente las 
líneas maestras que rigen al Estado, sin convertirse en un diccionario de términos jurídicos 
o en una norma de carácter reglamentario.  

Sugieren también una ampliación de derechos tanto para las personas vinculadas a un 
proceso penal, como para las víctimas u ofendidos por la comisión de un delito. Para las 
primeras, proponen presunción de inocencia, delimitar el uso de la prisión preventiva y 
limitar su uso, derecho a guardar silencio o a declarar, obligación de rendir y desahogar 
todas las pruebas ante el juez, prohibición de que una persona rinda prueba confesional ante 
el ministerio público, nulidad de prueba ilícita, nulidad de audiencias sin la presencia del 
juez, medidas alternativas al proceso, indemnización por error judicial, obligación de poner 
en conocimiento de toda persona detenida sus derechos básicos y derecho a una debida 
defensa por abogado. Para las víctimas, plantean el derecho a la reparación del daño a 
través de la obligación del Estado de crear un fondo económico, que ninguna víctima será 
obligada a carearse con su victimario, salvo que ella misma lo solicite.  

Señalan que es necesario eliminar las garantías en la investigación, pues bajo el nuevo 
esquema, la averiguación previa deja de tener carácter pseudo-judicial, donde se desahogan 
y valoran medios de prueba, para limitarse a ser una fase de investigación preliminar a 
cargo del ministerio público, al que le compete únicamente buscar y presentar las pruebas, 
tal y como lo establece el actual Apartado A del artículo 102 constitucional.  

Un protagonista importante del proceso penal mexicano es el ministerio público, expresan, 
ya que al investigar la posible comisión de un delito, al ejercer la acción penal y al velar por 
el interés de la legalidad dentro del proceso, lo convierten en una pieza clave de cualquier 
diseño institucional; no obstante, el ministerio público se ha tenido que enfrentar como 
institución a retos de complejidad creciente, que han ido minando su actuación, por lo que 
consideran importante revalorar su papel como titular único de la acción penal y como 
órgano acusador dentro del correspondiente proceso, pero que ello no supone un 
impedimento para que los particulares sean copartícipes, cumpliendo con los requisitos que 
establezca la ley, en el buen desarrollo de la justicia penal, por lo que los particulares deben 
tener el derecho para ejercer directamente la acción penal.  

Cuando el Estado se enfrenta con procesos delictivos de gran escala, como puede ser el 
caso de la delincuencia organizada, debe contar con los medios apropiados para hacerles 
frente. Uno de esos medios, es el principio de oportunidad, de acuerdo con el cual las 
autoridades ministeriales y judiciales pueden ejercer la acción y determinar la sujeción a 
proceso de acuerdo con criterios de eficacia y eficiencia en el combate al delito y la 
administración de la justicia penal. El principio de oportunidad, que se propone que sea 
recogido en el segundo párrafo del artículo 21 constitucional, afirman que permite que las 
autoridades no persigan a un presunto delincuente si decide cooperar con la justicia y 
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suministrar elementos para poder someter a proceso a sus cómplices o a los más altos 
responsables de una organización criminal. Acotan que no se trata de permitir un ejercicio 
arbitrario de la acción penal o de la administración de justicia, sino de abrir una ventana 
para que el Estado combata con más y mejores elementos las conductas que lastiman 
seriamente a la sociedad y que, por su alto grado de sofisticación, ameritan contar con 
recursos que se han probado eficaces en otras latitudes y que no vulneran los derechos 
fundamentales de nadie.  

Mejoran la redacción vigente de las normas referidas a los "reglamentos gubernativos y de 
policía" y, en cuanto a las sanciones que pueden contener, extendiendo la limitante 
temporal del arresto hasta por treinta y seis horas a las sanciones disciplinarias y 
penitenciarias, en congruencia con el principio de proporcionalidad propuesto, agregando el 
trabajo en favor de la comunidad.  

C. Iniciativas presentadas por el Diputado César Camacho Quiroz  

El diputado César Camacho considera que la revisión del sistema de justicia en México se 
presenta actualmente como un reto impostergable, pues la sociedad mexicana percibe que 
la lentitud, iniquidad, corrupción e impunidad son el denominador común en la mayoría de 
los casos cuando las personas intervienen en la sustanciación de un proceso penal, lo que 
genera desconfianza en las instituciones y debilita su consolidación.  

Afirma que es urgente la modernización de nuestro sistema penal, que salvaguarde los 
derechos reconocidos en nuestra Constitución a las víctimas del delito, así como a los 
acusados de éste y a la ciudadanía en general, a través de un procedimiento acusatorio, 
adversarial y oral, que sin falsos garantismos, cumpla los principios del debido proceso, 
como el de inmediación, concentración, contradicción, publicidad y continuidad, utilizando 
como herramienta indispensable la oralidad.  

Manifiesta su preocupación porque el sistema actual se ha agotado, sumándose a las 
corrientes que se han pronunciado por migrar hacia un modelo garantista, retomando 
algunos planteamientos del anteproyecto de la Red, para ser matizados por otras 
necesidades de regulación. Considera que las expresiones "juicios orales" y "debido 
proceso" son acertadas, toda vez que el impacto mediático busca un lenguaje sencillo para 
la sociedad. Sobre la oralidad, afirma que es una característica que da pauta para la 
consecución de los principios del debido proceso, pues no es en sí misma la esencia de la 
reforma que se necesita, sino la expectativa de que el sistema de justicia sea más eficaz en 
la resolución de los conflictos sociales derivados del delito y que dichas soluciones se 
tomen siempre con la convicción de que se han respetado puntualmente los derechos 
fundamentales reconocidos a los gobernados en la Constitución, los instrumentos 
internacionales y las leyes.  

Señala que la finalidad debe ser contar con un diseño normativo capaz de proporcionar a 
los agentes encargados de hacer cumplir la ley, las herramientas necesarias para perseguir 
con eficacia el delito, sin que ello obste para hacerlo respetando las garantías del debido 
proceso.  
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Para garantizar un sistema penal democrático, refiere que es preciso no sólo construir sus 
alcances, sino también definir los límites de intervención que un Estado social y 
democrático debe ofrecer a sus gobernados. En este sentido, coincide con la propuesta de la 
red de agregar la proporcionalidad y la lesividad como principios fundamentales del ius 
puniendo. No obstante, estima de suma relevancia incluir el principio de mínima 
intervención, el cual establece en primer término el carácter subsidiario o ultima ratio, 
mediante el cual se limita la intervención del derecho penal única y exclusivamente cuando 
los demás instrumentos o medios han fallado y, por otro lado, su carácter fragmentario, lo 
que significa que el derecho penal sólo regula los casos en que los bienes jurídicos deben 
ser protegidos cuando la amenaza o lesión sea relevante o peligrosa.  

Asimismo, sugiere que se modifique de fondo una noción que reiteradamente ha 
introducido confusión en el marco del proceso penal mexicano y que lo ha mantenido como 
un proceso de corte mixto: la noción de cuerpo del delito, cuya complejidad y a veces 
confusión, han generado no pocos enredos en el ejercicio de funciones de procuración e 
impartición de justicia. Constituye una exigencia probatoria demasiado alta para el 
ministerio público, sobre todo si se considera que los requerimientos para acreditar su 
existencia se plantean en fases demasiado tempranas de la investigación de los delitos. 
Estima que ha sido justamente este estándar el que impide una investigación ministerial 
ágil, en la que las medidas cautelares adoptadas para la salvaguarda de la materia del 
proceso sean decretadas con la información suficiente y sin requerir a la autoridad 
investigadora un cúmulo de pruebas ciertamente excesivas.  

El diputado César Camacho afirma que la noción de cuerpo del delito parte de una 
epistemología muy ingenua que asume que es posible acreditar plenamente hechos del 
pasado; si para la sentencia definitiva es muy complejo referirse a plenitud probatoria, 
cuanto más lo es para un momento tan inmediato en el proceso. Refiere que los sistemas 
procesales más avanzados han renunciado ya al estándar de la certeza plena. Por todo ello, 
propone sustituir tal noción por la de datos que hagan probables el hecho delictivo y la 
responsabilidad del indiciado, precisando que el hecho de que una persona sea aprehendida 
porque prima facie se ha considerado probable su intervención en un hecho también 
probable, no necesariamente se traduce –como hasta ahora– en que el imputado vaya a 
quedar sometido a prisión preventiva. Destaca la necesidad de que el sistema de justicia 
penal sea siempre pensado desde la libertad del imputado y no desde su encarcelamiento. 
Sugiere aligerar los requisitos que el ministerio público debe llenar para que le sean 
obsequiadas las órdenes de aprehensión.  

En materia de delincuencia organizada, propone eliminar la prórroga de noventa y seis 
horas, toda vez que se pretende eliminar criterios de excepción que atentan contra el 
principio de seguridad jurídica y que, con la nueva sistemática procesal, el ministerio 
público ya no deberá acreditar con un estándar tan exigente los requisitos para consignar 
ante el juez.  

En este orden de ideas, apunta que evidentemente, el estándar probatorio será mucho más 
alto en el juicio, pero para entonces el ministerio público habrá contado con el tiempo 
necesario para desarrollar una investigación suficientemente exhaustiva y meticulosa que le 
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permita probar la responsabilidad del imputado, en su caso, y derrotar la presunción de 
inocencia que obra en favor de éste.  

El diputado César Camacho Quiroz sostiene que, en nuestro país, el sistema procesal penal 
está pensado desde el encarcelamiento del imputado, desde su inmediata puesta en 
desventaja; si se pretende construir un proceso democrático, es necesario empezar a hablar 
y a pensar desde la libertad y desde los derechos. Así pues, en lugar de usar la añeja 
expresión "auto de formal prisión", apoya acuñar el término "auto de prisión preventiva", 
cuyos requisitos serían los mismos que actualmente existen, a excepción de la noción de 
cuerpo del delito, además de la exigencia de acreditar los mismos presupuestos que para la 
necesidad de cautela, es decir, el peligro de fuga, la obstrucción al curso del proceso y la 
probabilidad de que el imputado afecte a terceros o a la sociedad, cometiendo delitos.  

Sobre el auto de vinculación, señala que no hay necesidad de acreditar ningún extremo, 
pues ello es una garantía, toda vez que constituye la comunicación formal que hace el 
ministerio público a una persona, ante un tercero imparcial, de que su conducta está siendo 
investigada, quedando obligado el ministerio público a mostrarle sus pruebas, perdiendo así 
la posibilidad de mantener bajo reserva los elementos de convicción que, en su momento y 
de considerarlo así, se desahogarán en juicio. En este sentido, el imputado activa su derecho 
a la jurisdicción en materia penal y puede, desde el momento de la vinculación a proceso, 
empezar a planear su estrategia defensiva. Es además una garantía porque la vinculación 
fija la materia de la investigación y del eventual juicio.  

Asimismo, expresa que la adopción de un sistema procesal de corte acusatorio reclama 
adoptar un nuevo estándar no para el simple hecho de la vinculación, sino para la 
imposición de la medida de prisión preventiva. Si se exige un examen de mérito, como 
ocurre en nuestro actual sistema mixto, aunque no se solicite medida cautelar alguna, la 
fase de juicio se convertirá en el remedo del debido proceso que nunca será real. La 
práctica cotidiana permite observar cómo, en los actuales autos de formal prisión o de 
sujeción a proceso, se condena virtualmente al imputado al finalizar la denominada fase de 
preinstrucción. Ello es así, refiere, porque el estándar probatorio tan excesivo exigido en 
este plazo se traduce de facto en que el imputado tenga que defenderse ante su propio 
acusador, es decir, ante el ministerio público, en un entorno en el que no puede haber 
contradicción de la prueba porque apenas se está preparando el caso desde la perspectiva de 
una de las partes y sin tercero imparcial, lo que contradice las más elementales nociones de 
justicia y los principios fundamentales del debido proceso. La idea de que el imputado 
puede defenderse en averiguación previa ha generado demagogia, injusticia e impunidad.  

Sugiere como características del sistema la oralidad, lo acusatorio y lo adversarial; como 
principios rectores, la inmediación, la publicidad, la contradicción, la concentración y la 
continuidad.  

Por otra parte, el proponente afirma que la seguridad pública es uno de los retos más 
importantes que tiene el Estado, y que la delincuencia ha rebasado la capacidad de 
respuesta de las autoridades encargadas de procurar e impartir justicia, por lo que las 
autoridades deben reaccionar firmemente, cuidando la implantación de figuras jurídicas 
modernas y eficaces de obvia legalidad. Señala que es incorrecto considerar que figuras 



10 
 

como la expropiación, sean herramientas jurídicas para llevar a cabo aseguramientos o 
cualquier otro tipo de medida cautelar, pues no se deben mezclar instrumentos jurídicos de 
distinta naturaleza; en este caso, la administrativa con la penal. Propone la inclusión de una 
figura denominada extinción de dominio de bienes, esto es, la pérdida del derecho 
patrimonial de personas físicas o morales a favor del Estado, para los casos en que la 
procedencia de la propiedad o posesión de bienes propios o de terceros, derive directamente 
de conductas delictivas, siempre que no se acredite la buena fe, debiendo existir pruebas 
suficientes para considerar que dichos bienes están directamente relacionados con 
actividades delictivas. Ello a través de una acción procesal autónoma, en cuyo caso la 
resolución judicial se dicte previo procedimiento en que se haya dado vista a las partes y se 
acredite plenamente la vinculación de los bienes con la comisión de un delito, debiéndose 
observar la restauración de los bienes, cuando se acredite la legítima procedencia de los 
mismos. Como destino final de tales bienes, plantea la justicia restaurativa.  

Lo anterior, en aras de que las personas que cometan conductas delictivas, estén impedidas 
para realizar operaciones económicas aparentando actos lícitos, y evitar así el estado de 
insolvencia o pérdida de evidencias.  

D. Iniciativa presentada por los diputados Javier González Garza, Raymundo 
Cárdenas Hernández, Ricardo Cantú Garza, Jaime Cervantes Rivera, Alejandro 
Chanona Burguete y Layda Sansores San Román  

Señalan los proponentes que, desde sus orígenes, nuestra tradición constitucional reconoció 
avanzados principios para contener la potestad punitiva del Estado. Sin embargo, éstos 
nunca tuvieron una aplicación plena. El derecho de toda persona acusada penalmente de ser 
escuchada en audiencia pública, de manera expedita y por un juez imparcial, que se 
contempla en nuestra Constitución desde hace noventa años, nunca se instrumentó. Por el 
contrario, este derecho se fue desdibujando frente a hábitos que lo debilitaron por completo. 
El más nocivo de éstos fue la práctica de escriturar el proceso en gruesos expedientes, 
práctica que terminó por asumirse como si fuera una exigencia legal, lo cual no es 
garantista. , pues ni para las víctimas ni los acusados es una manera justa de proceder.  

Los que suscriben esta iniciativa, expresan su preocupación por el límite al que ha llegado 
nuestro sistema penal, sumándose a las propuestas del anteproyecto de la Red y del 
diputado César Camacho Quiroz, incorporando además planteamientos del ex ministro 
Juventino Castro y Castro y de la Dirección de Apoyo a Comisiones de la Dirección de 
Servicios Parlamentarios de la Cámara de Diputados, teniendo en cuenta además su 
congruencia con los tratados internacionales de derechos humanos, incluyendo las 
convenciones Europea e Interamericana de Derechos Humanos, a fin de poner el orden 
jurídico mexicano en sintonía con el orden jurídico internacional.  

Asimismo, sensibles a la iniciativa que recientemente entregó el presidente de la república 
al Senado, con fecha 9 de marzo de 2007, en relación con el combate a la delincuencia 
organizada y que formula planteamientos diferentes a los de la Red, se emprendió la tarea 
de revisar las ideas de la iniciativa presidencial, buscando integrar armónicamente las 
legítimas preocupaciones del titular del Ejecutivo.  
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Proponen volver a un sistema acusatorio y oral, volviendo así a los orígenes 
constitucionales, pues a pesar de que la Constitución de 1917 concebía al proceso como un 
sistema de juicios orales y audiencias públicas, las prácticas que prevalecieron en los años 
subsiguientes al triunfo de la Revolución consolidaron en la legislación ordinaria un 
proceso de carácter mixto, de corte inquisitivo. En el proceso netamente inquisitivo, la 
persecución penal la iniciaba un inquisidor oficiosa y unilateralmente, mediante la 
"construcción" de un caso a través de registros escritos, incluyendo su "solución", sin 
intervención de un defensor.  

En México, señalan que las actividades del acusador gozan de una presunción de veracidad 
y los datos recabados tienen el estatus de prueba virtualmente plena. La averiguación previa 
integrada por el ministerio público rara vez puede ser desvirtuada en sede jurisdiccional por 
la defensa; de ahí que esa práctica instala en los hechos una presunción de culpabilidad, en 
lugar de una presunción de inocencia. La consecuencia más grave de esto, es que se han 
atrofiado las capacidades de investigación del ministerio público.  

Refieren que la investigación empírica confirma que las sentencias de los jueces penales, en 
sus contenidos prácticamente calcan el contenido de las averiguaciones previas, por lo que 
el ministerio público no necesita procurar una investigación profesional que después 
pudiera resistir un efectivo debate en el juicio, pues no habrá tal. Así, no tenemos en 
nuestro país un juicio, sino una simulación de juicio.  

Destacan que afortunadamente, el proceso de democratización de América Latina ha 
influido notablemente en la forma en que ha evolucionado el sistema procesal penal, y que 
la mayoría de los países de la región cuenta ya con sistemas procesales de carácter 
acusatorio, acordes con los requerimientos de las sociedades democráticas.  

Los autores hacen notar las muy diversas ventajas que trae aparejadas el proceso 
acusatorio: sus principios permiten que los ciudadanos cuenten con una garantía de debido 
proceso que hace posible salvaguardar el derecho a la presunción de inocencia; para las 
víctimas, existe mayor eficacia en la persecución de los delitos; presupone que la 
investigación de los delitos no está formalizada, por tanto, ya no es necesario que el 
ministerio público genere un expediente de la investigación –averiguación previa– con 
densas formalidades similares a las que luego se practican en los expedientes judiciales. Por 
ello, sugieren que el ministerio público simplemente conserve los registros necesarios para 
que terceros puedan verificar la calidad de su actuación, operar con agilidad y eficiencia, 
desformalizandose así la investigación, dejando de constituir un procedimiento cuasi-
jurisdiccional que prefigura la sentencia del juez, representando en cambio un instrumento 
de trabajo flexible a partir del cual los fiscales se coordinarán ágilmente con la policía, para 
ir obteniendo las piezas del caso que habrán de litigar.  

Plantean como un tema fundamental que cuando una persona es detenida por las 
autoridades, sea conducida sin demora ante juez para que éste verifique cómo fue tratada, 
en presencia del fiscal y del defensor, así como que las personas que sean detenidas no 
puedan ser custodiadas por quien tenga a su cargo la persecución penal, y, enseguida, que el 
primer punto de contacto entre detenidos y jueces tenga lugar como máximo hasta 
veinticuatro horas después de la detención, en una audiencia de control.  
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Proponen que el Ministerio Público pueda solicitar oralmente órdenes de aprehensión, 
intervención de comunicaciones privadas y otros instrumentos de investigación que 
requieran autorización judicial, en audiencias secretas y obtener una respuesta inmediata. 
De igual forma, sugieren la inclusión del principio de oportunidad, que se traduce en una 
especie de archivo provisional, confiriendo al ministerio público la facultad de no iniciar la 
investigación o de detenerla una vez iniciada.  

Consideran necesario establecer resoluciones alternativas de conflictos, con lo que el 
ministerio público podrá evitar un gran número de persecuciones penales innecesarias, al 
tratarse de asuntos de escaso interés para la seguridad pública.  

Los diputados iniciantes estiman indispensable limitar el uso de la prisión preventiva a los 
casos en que sea estrictamente necesario, por lo que plantean hablar de medidas cautelares, 
a fin de que quede claro el sentido no sólo de la prisión preventiva, sino de toda medida 
restrictiva de derechos aplicada al inculpado antes de dictarle sentencia, entre ellos el hecho 
de garantizar la comparecencia del imputado a juicio, el desarrollo de la investigación y 
proteger a la víctima, a los testigos o a la sociedad; sugieren establecer expresamente el 
principio de excepcionalidad de la prisión preventiva y contemplarle como una medida de 
ultima ratio.  

Asimismo, proponen incorporar en la Constitución las bases del debido proceso legal y el 
mandato claro para crear juicios orales en México, tanto en el ámbito federal como local, 
con audiencias cuya base sea la publicidad y el debate entre las partes, bajo los principios 
de libertad probatoria, continuidad, concentración, inmediación e imparcialidad.  

A pesar de que algunos autores identifican lo acusatorio con lo adversarial, señalan que es 
menester incluir esta última característica, en tanto que la misma impone al proceso el 
sentido de una contienda en la que las partes actúan sometidas a la jurisdicción en igualdad 
de condiciones para demostrar sus pretensiones.  

Para los imputados, sugieren el derecho a la defensa técnica, la presunción de inocencia, 
acceso a la información una vez vinculado a proceso, derecho a guardar silencio, a la 
asistencia de un traductor para integrantes de pueblos y comunidades indígenas, a 
interrogar y contrainterrogar testigos, a indemnización por error judicial y a que las pruebas 
ilícitas sean nulas. Para las víctimas, la acción penal privada y la obligación del Estado de 
instrumentar protocolos y prácticas de éxito comprobado en materia de protección de 
víctimas. De igual forma, proponen los iniciantes la obligación para las policías de 
investigar delitos.  

E. Iniciativas presentadas por los diputados Javier González Garza, Andrés Lozano 
Lozano, Claudia Lilia Cruz Santiago, Armando Barreiro Pérez, Francisco Sánchez 
Ramos, Victorio Montalvo Rojas, Francisco Javier Santos Arreola y Miguel Ángel 
Arellano Pulido  

Los proponentes expresan que es necesario modernizar la justicia penal, a través de la 
implantación de un sistema con tendencia acusatoria, buscando cambiar la forma en que los 
tribunales desarrollan el proceso penal, proyectando ese cambio hacia el modo en que los 
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órganos de procuración de justicia realizan la investigación de los delitos y la preparación 
de las pruebas de la acusación y, en general, respecto del conjunto de las actividades que 
constituyen la respuesta represiva a la criminalidad. Precisan que es urgente establecer las 
bases del nuevo sistema procesal penal, que implica un cambio no sólo de las reglas 
procesales, sino de todo el sistema, de sus instituciones, organización, operación, valores y 
cultura.  

Los diputados iniciantes sostienen que uno de los problemas más graves en México es la 
inseguridad tanto física como jurídica; la primera, por los altos índices de violencia que se 
suceden a diario y que afecta a todos los estratos sociales; la segunda, por la ausencia de un 
marco jurídico que contribuya a combatir los altos índices de impunidad. Ante dicha 
problemática, afirman que la respuesta ha sido poco eficiente: aumentos en las penas y 
sobrepoblación en las prisiones, en lugar de formular una estrategia de prevención de los 
delitos, transformar las corporaciones policíacas en instituciones sólidamente capacitadas, 
profesionales, honestas, eficaces y confiables.  

Atento a lo anterior, proponen que la autoridad judicial, a petición del ministerio público y 
tratándose de delitos graves, tomando en cuenta las características del hecho imputado y las 
circunstancias personales del inculpado, podrá autorizar el arraigo de éste en el lugar, forma 
y medios de realización señaladas en la solicitud, el cual no podrá exceder de dos meses, y 
de tres en caso de delincuencia organizada, teniendo la obligación el ministerio público de 
rendir un informe cuando menos cada quince días de los avances en la investigación y si 
siguen existiendo las características y circunstancias que lo motivaron, así como exceptuar 
la inviolabilidad de las comunicaciones, siempre y cuando éstas sean entregadas a la 
autoridad judicial o ministerial de forma voluntaria por los particulares que participen en 
ellas, siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un delito, 
sin que haya necesidad de que las demás personas que intervienen en la misma autoricen su 
utilización.  

Sugieren que la gravedad del delito se mida en función de la pena y no por un listado 
arbitrario de delitos, prisión preventiva revisable cada tres meses por el Juez, la 
compurgación de penas en lugares distintos a aquellos de la jurisdicción en que se cometió 
el delito en casos de delincuencia organizada vinculada al tráfico ilícito de estupefacientes, 
psicotrópicos, secuestro o tráfico de armas, incorporación del principio de presunción de 
inocencia y la creación de un fondo de justicia integrado tanto por recursos federales como 
locales.  

En materia de defensoría pública, estiman que debe garantizarse que los emolumentos de 
los defensores no sean menores a los que por ley corresponden al representante social. 
Plantean la nulidad de audiencias sin la presencia del juez, que las pruebas sean 
desahogadas en juicio salvo contadas excepciones, igualdad procesal, prohibición de 
comunicaciones ex parte y nulidad de pruebas ilícitas.  

Proponen medidas alternativas de resolución de conflictos con una doble intención: la 
primera, agilizar el desempeño de los tribunales; la segunda, establecer que la instancia 
penal será la última a la que se recurra, beneficiando así una mayor rapidez a la solución de 
conflictos sociales, al mismo tiempo que disminuyen los costos, tanto para el sistema de 



14 
 

justicia como para las partes involucradas, además de que representan una posibilidad muy 
cercana de descongestionar a los tribunales y al sistema penitenciario. Precisan que dada la 
importancia de los bienes jurídicos que tutela el derecho penal, se admitirán soluciones 
alternativas en cualquier etapa del procedimiento, sujetas a supervisión judicial, siempre y 
cuando se satisfagan o se garanticen los intereses de la víctima u ofendidos.  

Con la finalidad de proteger en todo momento los derechos humanos, tanto de la víctima o 
de los ofendidos, como de los inculpados, los autores plantean que toda resolución que 
ponga fin a un proceso, cualquiera que sea su naturaleza, deberá ser explicada 
detalladamente a las partes en sus alcances y consecuencias, en audiencia pública, evitando 
así que las soluciones alternativas de resoluciones de conflictos que se proponen se 
conviertan en una fuente de abusos para los más desprotegidos.  

Sostienen que con la reiterada intención que esta reforma no propicie la corrupción y el 
abuso en contra de las clases más desprotegidas de nuestro país, se prohíbe que el juez de la 
causa tenga algún tipo de comunicación con alguna de las partes, sin la presencia de la otra, 
salvo que se trate de audiencia pública a la que, ambas, hayan sido debidamente 
convocadas.  

Los diputados promoventes estiman necesario enfatizar que los reclusos deben gozar y 
ejercer los derechos humanos que les consagra la Constitución, evitar que sentenciados por 
delitos del orden común o federal que no cumplan el perfil criminológico exigido para ser 
internado en un penal de máxima seguridad, sean victimizados por las autoridades 
administrativas y puedan cumplir sus condenas en penales de tratamiento adecuadas a su 
peligrosidad o perfil criminológico, así como eliminar la palabra "reo", por considerarla 
infamante y denigrante, y usar en su lugar "sentenciado" o "recluso". Plantean limitar la 
facultad del Ejecutivo únicamente a la administración de las prisiones y otorgar la facultad 
de ejecutar lo juzgado al Poder Judicial. Para lograrlo, se crea la figura de "jueces de 
ejecución de sentencias", dependientes del Poder Judicial, ello en aras de que la totalidad de 
las facetas que componen el procedimiento penal, quedan bajo el control jurisdiccional.  

En materia de delincuencia organizada, consideran que los resultados, a diez años de la 
aprobación de la Ley de la materia, no han sido los esperados, pese a que fue creada una 
unidad especializada dependiente de la Procuraduría General de la República, pues no se 
consideró que dicha especialización también era necesaria para los juzgadores, dada la 
aplicación de nuevas herramientas de investigación y estándares diferentes de valoración de 
las pruebas. Por ello, proponen la creación de una jurisdicción especializada en 
delincuencia organizada, que permita la atención de este tipo de criminalidad no sólo en los 
procesos penales, sino también, en materia de apelaciones, amparo indirecto y amparo 
directo.  

En materia de seguridad pública, plantean establecerla como una garantía constitucional, 
dotando al Congreso de la Unión de la facultad de expedir una ley de aplicación federal con 
nuevas directrices para el sistema nacional de seguridad pública, obligando a que los 
gobiernos municipales y estatales, en la emisión de sus leyes, cumplan con las directrices 
exigidas en la ley federal.  
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En este contexto, se propone como requisito para que los agentes de policía puedan realizar 
sus funciones de prevención del delito o en auxilio del ministerio público, en la 
investigación del delito, que se sometan a un proceso de certificación, proceso cuyas 
directrices deberán establecerse en las leyes federales y tendrán que ser incorporadas en las 
legislaciones locales.  

Consideraciones  

En razón de su contenido, todas las iniciativas enunciadas en los antecedentes, han sido 
dictaminadas de manera conjunta, por coincidir con la materia del presente dictamen.  

Antes de exponer las consideraciones jurídicas en torno a la reforma integral al sistema de 
justicia penal, es importante hacer dos precisiones.  

La primera, que se tiene conocimiento de que el titular del Poder Ejecutivo federal presentó 
una iniciativa en el Senado, el 9 de marzo de 2007, que reforma diversos artículos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de seguridad y justicia, 
misma que fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales; de Justicia, de 
Gobernación y de Seguridad Pública, esta última en razón de haberse autorizado la 
ampliación de turno.  

Si bien esta iniciativa no puede ser dictaminada formalmente por la Cámara de Diputados 
en su carácter de Cámara de origen, ello no obsta, de conformidad con los artículos 71 y 72 
constitucionales, para que estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 
Justicia, la analicen y recojan su espíritu, pues versa sobre la materia del presente dictamen 
y abona a la propuesta de reforma constitucional que se pretende realizar.  

La segunda, que derivado de las múltiples iniciativas presentadas por diputados de distintos 
grupos parlamentarios, es evidente que en cuanto a su contenido sustancial, convergen en la 
idea de que el sistema de justicia penal mexicano ha dejado de ser eficaz, por lo que urge 
reformarlo, de manera integral, para devolver a la ciudadanía la confianza en las 
instituciones encargadas de procurar e impartir justicia, recuperando así su objetivo de 
ofrecer seguridad jurídica a fin de preservar la libertad y tranquilidad de las personas.  

De manera adicional, también es importante señalar que Luis Maldonado Venegas, el 4 de 
noviembre de 2003 (durante la LIX Legislatura) presentó una iniciativa en materia de 
justicia penal, turnada a las Comisiones Unidas que hoy dictaminan y además a la de 
Seguridad Pública, por lo que si bien no pude dictaminarse formalmente, se recoge su 
esencia, pues es coincidente con la materia que nos ocupa. Propone sujetar al ministerio 
público al proceso penal, y a los jueces a un procedimiento claro, eficaz y transparente para 
lograr así la ruptura del monopolio de la acción penal, devolviéndole a la víctima el 
derecho de ir ante un juez y querellarse, contando en el proceso con la anticipación del 
propio Ministerio Público, para que ahí realice sus tareas de autoridad, dar fe, obtener 
pruebas, a las que sólo la autoridad puede acceder, y para realizar todas sus funciones, ya 
sin la injusta tutoría obligatoria que hoy ejerce sobre las víctimas. Asimismo, sugiere dotar 
a la policía preventiva de las facultades legales para investigar, prevenir los delitos y 
participar como parte acusadora en aquellos delitos que conozca y no exista denunciante. 
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Propone también reivindicar los derechos de la víctima o del ofendido, garantizando la 
reparación del daño.  

Dada la relevancia del tema que nos ocupa, es de suma trascendencia destacar que se 
llevaron a cabo múltiples reuniones de trabajo con diputados y senadores de todos los 
grupos parlamentarios representados en el Congreso de la Unión, integrantes del Poder 
Ejecutivo federal, académicos y juristas especialistas en la materia, a fin de analizar con 
minuciosidad cada uno de los factores que componen el sistema de justicia penal, y después 
de intensas discusiones e intercambios de opinión que sin duda enriquecieron el debate, la 
conclusión fue una propuesta de reforma constitucional de consenso, que intenta recabar las 
principales coincidencias y preocupaciones de cada uno de los involucrados, a fin de 
impulsar un cambio estructural en nuestro sistema penal, migrando del actual modelo de 
tipo mixto preponderantemente inquisitivo, a uno garantista de corte acusatorio y oral.  

En este sentido, cabe acotar que ningún sistema de justicia es totalmente puro, pues debe 
ser acorde con las exigencias de las sociedades de cada país. En el caso de la propuesta que 
se plantea, se pretende implantar un sistema acusatorio respetando sus fundamentales 
principios y características, y adaptado al mismo tiempo a las necesidades inminentes de 
nuestro país de combatir eficientemente los altos índices de delincuencia que aquejan a la 
ciudadanía y a la naturaleza de nuestras instituciones, permitiendo con ello su 
consolidación de manera gradual a la cultura y tradición jurídica mexicana.  

Ahora bien, hay coincidencia en que los procedimientos son muy largos y con excesivos 
formalismos, el ministerio público tiene un gran protagonismo y en la etapa de 
averiguación previa se lleva a cabo una especie de "mini-juicio", pues adquiere gran peso 
dentro del proceso, lo que ha propiciado que en juicio se suelan reproducir casi de manera 
íntegra los elementos probatorios, restando con ello importancia al juicio y la valoración 
objetiva que se hace de los argumentos de las partes que intervienen, generando 
inevitablemente que el ministerio público sea poco competitivo, debilitando su efectivo 
desempeño. El hecho de que las diligencias generalmente se consignen por escrito, se ha 
traducido, en la mayoría de los casos, en opacidad a la vista de los ciudadanos, toda vez que 
el juez no está presente en la mayoría de las audiencias, pues delega frecuentemente sus 
funciones a auxiliares. Un muestreo representativo del CIDE en las cárceles de Morelos, 
DF y el estado de México, en 2006, revela que el 80 por ciento de los imputados nunca 
habló con el juez.  

Por cuanto hace a las medidas cautelares, la más drástica, es decir la prisión preventiva, 
suele ser empleada como regla, el mismo muestreo arroja una cifra alarmante: el 82 por 
ciento de los procesados lo está por delitos patrimoniales y por montos menores a 5 mil 
pesos. Ello, además de la evidente afectación que genera al imputado, también se traduce 
en la afectación de su entorno social más cercano y a la inevitable vulneración de otras 
importantes garantías.  

Asimismo, en nuestro actual sistema no se impulsa la aplicación de la justicia alternativa y 
existen diversos problemas procesales que dificultan hacer efectiva la reparación del daño.  
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Ahora bien, cuando decimos que el sistema actual es preponderantemente inquisitivo, nos 
referimos a que el indiciado es culpable hasta que se demuestre lo contrario, y se le ve 
como un objeto de investigación, más que como sujeto de derechos. Es innegable que el 
ministerio público tiene mayor infraestructura para actuar que la defensa, pues si bien el 
inculpado tiene derecho a una defensa por abogado, también subsiste la figura de "persona 
de su confianza", lo que ha propiciado una desigualdad de condiciones para intentar probar, 
en su caso, su inocencia. Aunado a lo anterior, los abogados de las defensorías públicas 
perciben sueldos bajos, no existe el servicio civil de carrera en algunas entidades 
federativas y, generalmente, no cuentan con infraestructura, por lo que en muchos casos 
utilizan los espacios de las agencias investigadoras o de los juzgados.  

En el juicio, sólo un juzgador sustancia el proceso, lo que dificulta su actuación, además de 
que no debe perderse de vista que la ejecución de penas, es de carácter administrativo, los 
beneficios preliberacionales y el cumplimiento de las penas se encuentran a cargo de la 
Dirección General de Prevención y Readaptación Social y el otorgamiento de beneficios 
depende de la unanimidad de criterios del Consejo Técnico Interdisciplinario, lo que ha 
generado que la readaptación sea poco eficaz, pues el sentenciado difícilmente se reinserta 
a la sociedad.  

En términos generales, lo anterior, nos lleva a concluir que el modelo de justicia penal 
vigente, ha sido superado por la realidad en que nos encontramos inmersos. En tal virtud, se 
propone un sistema garantista, en el que se respeten los derechos tanto de la víctima y 
ofendido, como del imputado, partiendo de la presunción de inocencia para este último. Tal 
sistema se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, 
continuidad e inmediación, con las características de acusatoriedad y oralidad; la primera, 
para asegurar una trilogía procesal en la que el ministerio público sea la parte acusadora, el 
inculpado esté en posibilidades de defenderse y que al final, sea un juez quien determine lo 
conducente; la segunda, que abonará a fomentar la transparencia, garantizando al mismo 
tiempo una relación directa entre el juez y las partes, propiciando que los procedimientos 
penales sean más ágiles y sencillos.  

Se prevé la inclusión de un juez de control que resuelva, en forma inmediata, y por 
cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas 
de investigación de la autoridad, que así lo requieran, cuidando se respeten las garantías de 
las partes y que la actuación de la parte acusadora sea apegada a derecho. El juez de la 
causa, se hará cargo del asunto una vez vinculado a proceso el indiciado, hasta la emisión 
de la sentencia correspondiente, y un juez ejecutor vigilará y controlará la ejecución de la 
pena.  

En cuanto a la prisión preventiva, se pretende que sólo pueda aplicarse cuando otras 
medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el 
juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la 
comunidad, o cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado 
previamente por la comisión de un delito doloso. Para los casos de delincuencia organizada, 
homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como armas 
y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la 
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nación, en contra del libre desarrollo de la personalidad y en contra de la salud, la prisión 
preventiva se sugiere que se aplique en todos los casos.  

También se estima necesario que se prevean mecanismos alternativos de solución de 
controversias, que por mandato constitucional expreso, procuren asegurar la reparación del 
daño, sujetas a supervisión judicial en los términos que la legislación secundaria lo juzgue 
conveniente. Tal medida generará economía procesal, además de alcanzar un objetivo 
fundamental, como es el de lograr que la víctima de un delito esté cobijada y que el 
inculpado se responsabilice de sus acciones, reparando, en lo posible, el daño causado.  

Respecto a la defensa del imputado, se propone eliminar la "persona de confianza" y 
garantizar el derecho a una defensa adecuada por abogado. Para consolidar tal objetivo y 
que exista igualdad de condiciones, se prevé asegurar un servicio de defensoría pública de 
calidad para la población y asegurar las condiciones para un servicio profesional de carrera 
para los defensores, estableciendo que sus emolumentos no podrán ser inferiores a los que 
correspondan a los agentes del ministerio público.  

En cuanto a delincuencia organizada, dada la complejidad que requiere dicho tema por el 
daño que causa a la sociedad, se propone un régimen especial desde su legislación, 
haciendo tal tarea facultad exclusiva del Congreso de la Unión y definiéndola a nivel 
constitucional como una organización de hecho de tres o más personas, para cometer en 
forma permanente o reiterada delitos en los términos de la ley de la materia. Para estos 
casos, se autoriza decretar arraigo a una persona por parte del juez de control y a solicitud 
del ministerio público, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, siempre y 
cuando sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes 
jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la 
justicia. No podrá exceder de cuarenta días, plazo prorrogable únicamente cuando el 
ministerio público acredite que subsisten las causas que le dieron origen, y en ningún caso 
podrá exceder los ochenta días.  

Lo dicho anteriormente, nos da una visión general de la reforma integral al sistema de 
justicia penal. Respecto a texto del proyecto de decreto, aprobado en Comisiones Unidas de 
Puntos Constitucionales y de Justicia, presentamos la siguiente justificación y motivación, 
necesaria para guiar y comprender el sistema procesal penal acusatorio, ahora sometido a 
consideración de esta soberanía.  

Artículo 16  
Estándar de prueba para librar órdenes de aprehensión  

Durante los últimos 15 años, se han sucedido reformas constitucionales en busca del 
equilibrio entre la seguridad jurídica de las personas y la eficacia en la persecución del 
delito al momento de resolver la captura de un inculpado en el inicio del proceso penal, así 
en 1993 se consideró conveniente incorporar al párrafo segundo del artículo 16, la 
exigencia de que para librar una orden de aprehensión el juez debería cerciorarse de que se 
hubiesen acreditado los elementos del tipo penal y existieran datos que hicieran probable la 
responsabilidad penal del inculpado, incrementando notablemente el nivel probatorio 
requerido, respecto del anteriormente exigido, lo cual generó que la mayoría de las 
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averiguaciones previas iniciadas con motivo de denuncias o querellas tuviesen prolongados 
periodos de integración y que la mayoría de éstas no llegasen al conocimiento judicial, en 
virtud de no reunirse los elementos requeridos, o que frecuentemente, al solicitarse la orden 
de aprehensión, ésta fuese negada por el juez.  

La referida situación incrementó los obstáculos para las víctimas u ofendidos de acceder a 
la justicia penal, así como los niveles de impunidad e inseguridad pública. Fue por ello que 
en 1999, el Constituyente Permanente reformó el segundo párrafo del citado numeral, ahora 
para reducir la exigencia probatoria al requerir la acreditación del cuerpo del delito y hacer 
probable la responsabilidad penal del justiciable, situación que implicaba definir en la ley el 
contenido del cuerpo del delito, permitiendo así que cada legislación secundaria 
estableciera el contenido de la citada figura, imperando la disparidad de criterios e incluso 
los excesos de las legislaciones, ya que en algunos casos la exigencia fue baja y en otros 
resultó alta, no lográndose entonces el objetivo perseguido. Esta situación ha venido a 
coadyuvar en los actuales niveles de ineficacia, de impunidad y de frustración y 
desconfianza social.  

Considerando que se propone la adopción de un sistema de justicia penal, de corte 
garantista, con pleno respeto a los derechos humanos, que fomente el acceso a la justicia 
penal de los imputados, así como de las víctimas u ofendidos, como signo de seguridad 
jurídica, a fin de evitar que la mayoría de las denuncias o querellas sean archivadas por el 
ministerio público, aduciendo que los datos que arroja la investigación son insuficientes 
para consignar los hechos al juez competente, es necesario establecer un nivel probatorio 
razonable para la emisión de la orden de aprehensión, la cual es una de las puertas de 
entrada al proceso jurisdiccional, que constituya el justo medio entre el legítimo derecho 
del imputado de no ser sujeto de actos de molestia infundados, pero también su derecho 
fundamental a que la investigación de su posible participación en un hecho probablemente 
delictivo se realice ante un juez y con todas las garantías y derechos que internacionalmente 
caracterizan al debido proceso en un sistema de justicia democrático, y no de forma 
unilateral por la autoridad administrativa, que a la postre sería quien lo acusaría ante un 
juez con un cúmulo probatorio recabado sin su participación o sin una adecuada defensa, y 
el interés social, de sujetar a un justo proceso penal a los individuos respecto de los que 
existen indicios de su participación.  

Es así que se estiman adecuadas las propuestas legislativas de racionalizar la actual 
exigencia probatoria que debe reunir el ministerio público para plantear los hechos ante el 
juez y solicitar una orden de aprehensión, a un nivel internacionalmente aceptado, de 
manera que baste que el órgano de acusación presente al juzgador datos probatorios que 
establezcan la realización concreta del hecho que la ley señala como delito y la probable 
intervención del imputado en el mismo, sea como autor o como partícipe, para el 
libramiento de la citada orden; elementos que resultan suficientes para justificar 
racionalmente que el inculpado sea presentado ante el juez de la causa, a fin de conocer 
formalmente la imputación de un hecho previsto como delito con pena privativa de libertad 
por la ley penal, y pueda ejercer plenamente su derecho a la defensa en un proceso penal 
respetuoso de todos los principios del sistema acusatorio, como el que se propone.  
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El nivel probatorio planteado es aceptado, porque en el contexto de un sistema procesal 
acusatorio, el cual se caracteriza internacionalmente porque sólo la investigación inicial y 
básica se realiza en lo que conocemos como la averiguación previa, y no toda una 
instrucción administrativa como sucede en los sistemas inquisitivos, pues es en el juicio 
donde, con igualdad de las partes, se desahogan los elementos probatorios recabados por las 
partes con antelación y cobran el valor probatorio correspondiente, y no ya en la fase 
preliminar de investigación, como sucede en nuestro actual sistema. Por tal razón, en el 
nuevo proceso resulta imposible mantener un nivel probatorio tan alto para solicitar la 
orden de captura, en razón de que el ministerio público no presentará pruebas formalizadas 
que puedan acreditar el hecho y menos la responsabilidad penal del perseguido, ya que en 
ese caso, no se colmaría el objetivo de reducir la formalidad de la averiguación previa y 
fortalecer la relevancia del proceso penal y particularmente el juicio.  

No existe un riesgo de que esta reducción del nivel de prueba necesario para la emisión de 
la orden de aprehensión sea motivo de abusos, porque existen amplios contrapesos que 
desalentarán a quienes se sientan tentados de ello, en razón de que el proceso penal será 
totalmente equilibrado para las partes y respetará cabalmente los derechos del inculpado, de 
manera que si se obtiene una orden de captura sin que los indicios existentes puedan 
alcanzar en forma lícita el estatus de prueba suficiente, sin temor a dudas se absolverá al 
imputado, al incorporarse expresamente a la Constitución principios como el de presunción 
de inocencia, el de carga de la prueba y el de exclusión de prueba ilícitamente obtenida. 
Dicho de otra manera, sería contraproducente para el ministerio público solicitar la orden 
de aprehensión sin tener altas probabilidades de poder acreditar el delito y la 
responsabilidad penal en el juicio, en razón de que ya no tendrá otra oportunidad de 
procesar al imputado.  

Por lo anterior, estas comisiones dictaminadoras consideramos procedente atemperar el 
actual cúmulo probatorio que el juez debe recibir del ministerio público para expedir una 
orden de aprehensión, de manera que los datos aportados establezcan la existencia del 
hecho previsto en la ley penal y la probable participación (en amplio sentido) del imputado 
en el hecho, y no ya la acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del 
inculpado, que exige valorar las pruebas aportadas desde el inicio del proceso y no en el 
juicio, que es donde corresponde.  

Definición de flagrancia  

El concepto de flagrancia en el delito, como justificación de la detención de una persona, 
sin mandato judicial, es universalmente utilizado, sólo que el alcance de ese concepto es lo 
que encuentra divergencias en las diversas legislaciones. Es aceptado internacionalmente 
que la flagrancia no sólo consiste en el momento de la comisión del delito, sino también el 
inmediato posterior, cuando se genera una persecución material del sujeto señalado como 
interviniente en el delito, de manera que si es detenido en su huida física u ocultamiento 
inmediato, se considera que aplica la flagrancia y por tanto, se justifica la detención.  

Este alcance de la flagrancia no genera mayores debates, pero existe otra visión de la citada 
figura, que es la conocida como flagrancia equiparada, consistente en la extensión de la 
oportunidad de detención para la autoridad durante un plazo de cuarenta y ocho o hasta 
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setenta y dos horas siguientes a la comisión de un delito calificado como grave por la ley, y 
una vez que formalmente se ha iniciado la investigación del mismo, cuando por 
señalamiento de la víctima, algún testigo o participante del delito, se ubica a algún sujeto 
señalado como participante en el ilícito penal, o se encuentran en su rango de disposición 
objetos materiales del delito u otros indicios o huellas del mismo, situación que los 
legisladores secundarios han considerado como justificante para detener a la persona sin 
orden judicial, y retenerlo para investigación hasta cuarenta y ocho horas, antes de decidir 
si se le consigna al juez competente o se le libera con las reservas de ley.  

Si bien se entiende que la alta incidencia delictiva que aqueja a nuestro país ha generado la 
necesidad de nuevas herramientas legales para la autoridad, de manera que pueda 
incrementar su efectividad en la investigación y persecución de los delitos, se estima que se 
ha incurrido en excesos en la regulación del concepto de flagrancia, al permitir la referida 
flagrancia equiparada, toda vez que posibilita detenciones arbitrarias por parte de las 
autoridades policiales, cuando el espíritu de nuestra Constitución es que la flagrancia sólo 
tiene el alcance al momento de la comisión del hecho y el inmediato siguiente, cuando se 
persigue al indiciado.  

Bajo esta premisa, se juzga adecuado explicitar el concepto de flagrancia, señalando su 
alcance, que comprendería desde el momento de la comisión del delito, es decir el iter 
críminis, hasta el período inmediato posterior en que haya persecución física del 
involucrado. Consecuentemente, el objetivo es limitar la flagrancia hasta lo que 
doctrinariamente se conoce como "cuasiflagrancia", a fin de cerrar la puerta a posibles 
excesos legislativos que han creado la flagrancia equiparada, que no es conforme con el 
alcance internacionalmente reconocido de esta figura.  

Lo expuesto se justifica si consideramos que el espíritu de la reforma es precisar a todos los 
habitantes del país los casos en que pueden ser detenidos por cualquier persona, sin tener 
una orden judicial y sin una orden de detención por caso de urgencia expedida por la 
autoridad administrativa, con la finalidad de no dejar resquicios para posibles 
arbitrariedades, más aún cuando se ha incrementado la posibilidad de obtener una orden 
judicial de aprehensión al reducir el nivel probatorio del hecho y de la incriminación.  

En ese orden de ideas, se determina procedente delimitar el alcance de la flagrancia como 
justificante de la detención del involucrado en un hecho posiblemente delictivo, de forma 
que sólo abarque hasta la persecución física del indiciado inmediatamente después de la 
comisión del hecho con apariencia delictiva.  

Arraigo  

Una propuesta novedosa, sin duda, es la de incorporar a la Constitución una medida 
cautelar para evitar que el imputado pueda evadirse de la autoridad ministerial en un primer 
momento y de la judicial ulteriormente, o bien, que pueda obstaculizar la investigación o 
afectar la integridad de las personas involucradas en la conducta indagada.  

Es claro que la creciente organización de la delincuencia, incluso transnacional, ha puesto 
en algún nivel de riesgo las clásicas instituciones jurídico-procesales, por lo que el 
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legislador ha ampliado el espectro de medidas eficaces para contrarrestar su impacto en la 
percepción de inseguridad pública, una de éstas es el arraigo.  

Esta figura consiste en privar de la libertad personal a un individuo, por orden judicial, 
durante un período determinado, a petición del ministerio público, durante la investigación 
preliminar o el proceso penal, a fin de evitar que el imputado se evada del lugar de la 
investigación o se oculte de la autoridad, o afecte a las personas involucradas en los hechos 
materia de la indagatoria. Existe el arraigo en el domicilio físico del investigado o el que se 
cumple en un lugar distinto, inclusive de la demarcación donde reside, el primero se ha 
utilizado para delitos calificados como graves por la ley y el segundo sólo para presuntos 
miembros de la delincuencia organizada, siempre con autorización judicial previa.  

La medida es de suma utilidad cuando se aplica a sujetos que viven en la clandestinidad o 
no residen en el lugar de la investigación, pero sobremanera cuando pertenecen a complejas 
estructuras delictivas que fácilmente pueden burlar los controles del movimiento migratorio 
o exista una duda razonable de que en libertad obstaculizarán a la autoridad o afectarán a 
los órganos y medios de prueba, y contra los que no puede obtenerse aún la orden de 
aprehensión, por la complejidad de la investigación o la necesidad de esperar la recepción 
de pruebas por cooperación internacional.  

No obstante, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió ejecutoria en la acción de 
inconstitucionalidad 20/2003 promovida por legisladores del Estado de Chihuahua en 
contra del Congreso y el gobernador de aquél Estado, por la cual declaró la invalidez del 
artículo 122 bis del otrora vigente Código de Procedimientos Penales local, argumentando 
en lo esencial que constituye una restricción de la garantía de libertad personal, no prevista 
en la Constitución General de la República, lo que resulta inadmisible, en atención al 
principio previsto por el artículo 1° de la misma, el cual prescribe que las excepciones a las 
garantías deben contenerse en la propia Constitución.  

En ese sentido, se propone que se incorpore en el artículo 16 constitucional el arraigo 
exclusivamente para casos donde se investigue el delito de delincuencia organizada, fijando 
los casos de procedencia, la autoridad que lo solicita y quién lo autoriza, la temporalidad 
por la que puede ser otorgado, la opción de que el juez determine el lugar y demás 
condiciones de ejecución, la posibilidad de prórroga hasta por un término igual, y la 
justificación para ello, con lo cual se satisfacen los extremos de una excepción a la garantía 
individual de libertad personal.  

De ahí que se dictamina procedente la propuesta de incorporar la figura del arraigo para 
investigaciones y procesos seguidos por el delito de delincuencia organizada, en este último 
caso, cuando no subsista la prisión preventiva, en los términos y condiciones que el juez 
establezca, de conformidad con la ley de la materia, así como por la temporalidad de hasta 
cuarenta días y con opción a prórroga hasta por otros cuarenta días, siempre que sigan 
vigentes las circunstancias que justificaron su autorización inicial.  

Definición de delincuencia organizada  
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Desde la década de los años noventa, cuando se incorporó por primera ocasión el concepto 
"delincuencia organizada" en la Constitución, se tuvo el objetivo de establecer reglas 
particulares y en ocasiones excepciones a las disposiciones aplicables a la generalidad de 
los sujetos a procedimientos penales, derivado de la necesidad de contar con nuevas y más 
contundentes herramientas jurídicas que permitiesen a las autoridades responsables de la 
investigación, persecución y sanción de los miembros de verdaderas empresas delictivas, 
que venían adquiriendo mucho mayor influencia y poderío que las clásicas asociaciones 
delictivas.  

Por desgracia, ese fenómeno delictivo ha seguido creciendo exponencialmente, no sólo en 
México, sino a nivel global, lo que impulsó a la comunidad internacional a generar una 
convención que estableciera, homologara y coordinara los mecanismos de combate a ese 
tipo de delincuencia, que pone en riesgo la soberanía y viabilidad de los Estados; así se 
convino y ha entrado en vigor la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Internacional, también conocida como Convención de Palermo, 
por la ciudad en que fue realizada la misma. México ha ratificado esta Convención y es un 
Estado parte.  

La referida Convención contempla medidas de diferente naturaleza, pero específicamente 
reglas para la investigación, persecución y sanción de esa delincuencia que por su fortaleza 
implican modalidades y acotaciones a las tradicionales libertades conferidas a un imputado 
en un proceso penal, en la legislación procesal, por lo que nuestro país optó por establecer 
la mayoría de las reglas particulares para ese delito en la ley especial que el Congreso de la 
Unión expidió, y sólo en algunos casos las elevó a nivel constitucional.  

Aun cuando la interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de 
algunos artículos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada ha sido en el sentido 
de que se ajustan a las garantías individuales, por tanto constitucionales, es cierto que al 
acentuarse de manera notable el carácter acusatorio del procedimiento penal delineado, al 
incorporarse explícitamente diversos principios y derechos fundamentales, que hasta ahora 
sólo se advertían implícitamente en la Carta Magna, es necesaria la incorporación de 
algunas reglas particulares aplicables a los casos de delincuencia organizada, que vienen a 
constituir alguna restricción a las garantías, a efecto de atender puntualmente lo previsto 
por el artículo 1° de la Constitución en el sentido de que las excepciones a los derechos 
fundamentales reconocidos por ella deben contenerse en la misma, consecuentemente se 
incrementan las referencias a la delincuencia organizada a lo largo de los artículos de la 
parte dogmática, así que es pertinente, en aras de la claridad que debe tener la norma 
suprema, para hacerla asequible a cualquier habitante del país y entonces generar seguridad 
jurídica, establecer de manera general qué se entiende por delincuencia organizada.  

Se incorpora, por tales motivos, una definición que en esencia es una sustracción de los 
principales elementos de las concepciones contenidas en el marco jurídico vigente, misma 
que viene a delimitar el ámbito de aplicación de las limitaciones a las garantías 
individuales, desde luego con la posibilidad de que la legislación secundaria pueda otorgar 
mayor amplitud a las garantías restringidas en principio por la definición constitucional, en 
razón de que, como es sabido, en la Constitución se establecen las garantías, pero las 
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normas de inferior jerarquía pueden ampliarlas como podría ser el caso de una definición 
legal que contuviese más elementos de los que prevé el citado párrafo constitucional.  

Es importante considerar que la definición contiene elementos que permiten distinguir este 
tipo de delito respecto de los tradicionales de asociación delictuosa, puesto que la finalidad 
de ésta es cometer los delitos previstos por la ley de la materia, no cualquier delito.  

Facultad de acceder a información clasificada en casos de delincuencia organizada  

Las organizaciones delictivas utilizan todos los avances del saber humano para sus propios 
fines, que adicionalmente buscan ocultar sus ganancias y en su caso, blanquear sus fondos 
para cerrar el círculo de productividad, de manera que mediante complicadas ingenierías 
financieras hacen aparecer como lícitos recursos que en realidad tienen una procedencia 
ilegal.  

En esa dinámica, es obvio que las autoridades responsables de la lucha contra esas 
organizaciones deben tener la información indispensable para, en su oportunidad, 
comprobar los cargos que les formulen a sus miembros; no obstante, desde hace años se ha 
venido extendiendo la idea de que la información pública y privada de diversas materias 
sólo puede mostrarse al ministerio público de la Federación, pero no a cualquier agente de 
la institución, sino a aquéllos que tengan calidad profesional, ética y humana, a fin de darle 
el uso correcto; en ese sentido, la propuesta que se formula pretende evitar valoraciones 
subjetivas que permitan que información tan sensible como la contenida en documentación 
fiscal, financiera, fiduciaria, bursátil, electoral y aquélla que por ley tenga el carácter de 
reservada, sea conocida por cualquier ministerio público, por lo que se propone que sólo el 
Procurador General de la República tenga acceso directo a la misma, cuando se encuentre 
relacionada con la investigación de un delito, como una útil herramienta para la oportuna 
toma de decisiones, que incremente las posibilidades de éxito.  

Es así que por el carácter central de las investigaciones en esta materia y lo delicado de 
acceder a registros confidenciales y personales se estima pertinente establecer que será el 
ministerio público de la Federación, autorizado en cada caso por el Procurador General de 
la República, el único en poder acceder de manera inmediata a la información, con el deber 
de los poseedores de esa información de brindarla en forma inmediata, siempre que los 
requerimientos sean conforme a la normatividad aplicable. Esta regla particular prevalecerá 
sobre alguna genérica de restricción de la información.  

En razón de lo considerado, se dictamina procedente la incorporación del párrafo décimo al 
artículo 16 de la Constitución federal, a fin de que el ministerio público de la Federación, 
autorizado en cada caso por el Procurador General de la República actuando en la 
investigación de delitos de delincuencia organizada pueda acceder de inmediato a la 
información necesaria para el cumplimiento de sus atribuciones, bastando para ello la 
recepción del requerimiento, que contenga los datos disponibles para la búsqueda y 
localización de la información, sin perjuicio de que las leyes correspondientes mantengan 
las reglas de atención indirecta para el ministerio público, aplicables en otros asuntos.  

Solicitud de órdenes de cateo  
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Una de las preocupaciones es la celeridad en la resolución de los pedimentos del ministerio 
público al juez en materia de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de 
investigación, para no perder la oportunidad en su ejecución, pero sobresale de entre éstas 
la orden de cateo, que generalmente se ha tramitado mediante el tradicional procedimiento 
escrito, el cual en ocasiones dilata en demasía las acciones del ministerio público, con el 
consecuente riesgo de desaparición, alteración o destrucción de las evidencias buscadas.  

A fin de dar pauta a una regla especial que permita la solicitud de dichas órdenes y su 
resolución por cualquier medio, dejando siempre registro de las comunicaciones, se 
propone suprimir la obligación específica de que ese procedimiento sea por escrito, lo cual, 
vinculado a otros cambios, como la creación de jueces específicos para la atención pronta y 
expedita de los pedimentos de las citadas medidas cautelares y otras mencionadas, 
posibilitará que, ya sea de forma presencial o por medios indirectos, el ministerio público le 
formule la petición y el juez le responda de manera inmediata, si es en sentido afirmativo, 
el agente de la representación social proceda de inmediato a ejecutar la medida, sin 
perjuicio de que el documento respaldo de la autorización pueda enviarse al mismo tiempo 
o de forma diferida para constancia.  

Adicionalmente, al establecerse que las audiencias judiciales deben regirse por los 
principios del sistema acusatorio, deberán ser de carácter oral y es factible que la 
legislación procesal precise el procedimiento para esto.  

En ese orden de ideas es procedente la modificación del párrafo décimo primero del 
artículo 16 de la Constitución consistente en suprimir la regla especial de que las órdenes 
de cateo deban solicitarse por escrito, habida cuenta de que con la asignación de jueces de 
control que realicen los poderes judiciales, los cuales estarán abocados a la inmediata 
resolución de los pedimentos de mérito, se visualiza que pueda ser en forma oral, en 
beneficio de la eficacia de las autoridades en la materia.  

Ingreso a domicilio sin orden judicial  

Uno de los reclamos más sentidos de la sociedad es que las autoridades policiales no son 
oportunas en el auxilio a las víctimas del delito, sobremanera, cuando éstas se ven 
violentadas en la intimidad de su domicilio. Tradicionalmente se ha tutelado el derecho a la 
privacidad de su domicilio, incluso por encima de garantías como el derecho a la vida, que 
ciertamente tienen una jerarquía superior a la de la inviolabilidad del domicilio.  

Este criterio generó que por años, los policías no ingresaran a un domicilio salvo que 
tuviesen orden judicial o en su defecto la autorización expresa del poseedor de la vivienda, 
a efecto de no arriesgarse a incurrir en infracciones y delitos, pero tal omisión coadyuvó al 
explosivo incremento de la impunidad e inseguridad.  

Internacionalmente, incluso países latinoamericanos que han adoptado legislaciones 
reconocidas como protectoras de los derechos fundamentales, como las Repúblicas de 
Chile, Costa Rica, etcétera , autorizan que en casos de flagrancia la policía pueda accesar a 
un inmueble, para hacer cesar el delito, para detener al imputado o para auxiliar a las 
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víctimas o habitantes, de manera que nuestro país sentaría las bases para no sólo alcanzar 
sino adelantarse en materia de justicia respecto de los citados países hermanos.  

En el caso de México, a principios del año 2007 una jurisprudencia por contradicción de 
tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que en casos de delito 
flagrante y cuando la demora en el acceso a la vivienda ponga en riesgo o incremente el 
mismo, respecto de bienes jurídicos de mayor jerarquía, es procedente que aún sin 
consentimiento de los poseedores, la policía ingrese al domicilio, sin orden judicial, en 
razón de que se debe privilegiar el interés general de hacer cesar la comisión de delitos de 
los que la autoridad tenga conocimiento, desde luego que sancionándose severamente 
cualquier exceso, por las vías administrativa y penal.  

Debemos aceptar que aún cuando existe ya la jurisprudencia 23/2007 del Pleno, que declara 
constitucionales los allanamientos policiales conforme a la normatividad aplicable, la 
inmensa mayoría de la gente desconoce dicha jurisprudencia, comenzando por los propios 
policías, por lo que a fin de mejorar en la seguridad pública, pero sobre todo para impulsar 
la protección efectiva de los habitantes del país, debe clarificarse ese tema, que es de suma 
utilidad no sólo en casos de violencia intrafamiliar, sino en todo tipo de delitos violentos, 
incluso en delitos graves y de delincuencia organizada, que de improviso los conoce la 
policía y existe peligro en la demora.  

Desde luego que el presente dictamen también pone énfasis en la profesionalización de los 
cuerpos de seguridad pública de los 3 órdenes de gobierno, especialmente los policías, a fin 
de que en los hechos éstos estén a la altura de las necesidades y retos que implica su 
función, con objeto de que apliquen correctamente y con la sensibilidad correspondiente 
esta atribución.  

De lo señalado se desprende la procedencia de la propuesta de incorporar en el párrafo 
décimo segundo del artículo 16 de la norma suprema, la permisión para que en caso de 
delito flagrante la policía pueda ingresar al domicilio de alguna persona, con fines de 
auxilio o de detención del participante.  

Grabación de comunicaciones entre particulares  

Constantes debates genera la actual posibilidad tecnológica de que alguno de los 
participantes en una comunicación privada la grabe y posteriormente la utilice, al no tener 
el consentimiento de su interlocutor para esa publicidad. Pero es diferente cuando uno de 
los participantes graba una conversación en la que se incluye información sobre un evento o 
conducta delictiva, ya que en tal caso es la voluntad de uno de los propios intervinientes la 
que divulga la conversación, sin que ningún tercero la intercepte, y más aún cuando el 
contenido es ilícito o proporciona información para conocer o esclarecer un evento 
posiblemente delictivo, donde existen disposiciones de orden público e interés social que 
prescriben la denuncia o la colaboración del sujeto que participó en la conversación.  

Bajo esa premisa, los tribunales federales han aceptado que en delitos, por ejemplo de 
privación ilegal de la libertad en su modalidad de secuestro, los familiares de la víctima que 
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graban las conversaciones con los probables secuestradores las aporten como prueba al 
procedimiento penal, y que sean objeto de los dictámenes correspondientes.  

De manera que podría considerarse que eso es suficiente para tener por salvado el 
problema, pero lo cierto es que al igual que en el allanamiento policial, esa medida para el 
público en general es ilícita, por la creencia generalizada de que invariablemente las 
comunicaciones privadas son confidenciales, aunado a que como es del dominio de los 
juristas, la jurisprudencia de los tribunales es una interpretación de un determinado texto en 
un momento histórico que en cualquier momento puede interrumpirse y quedar sin efectos, 
por lo que es necesario establecer la licitud de esa conducta en las circunstancias 
precisadas, con carácter general y permanente.  

Es importante precisar que el supuesto de mérito tendría límites, ya que no todas las 
conversaciones donde se reconozca la comisión de delitos o información referente a su 
comisión puede ser divulgada por alguno de los participantes, ya que existen impedimentos 
justificables, como sería el caso del abogado defensor de un procesado, que grabara las 
conversaciones con su defendido y posteriormente las aportara como prueba en su contra, 
situación inaceptable porque violentaría no sólo el deber ético inherente a su cargo, sino la 
evidente obligación jurídica que tiene el defensor de no revelar sus conversaciones privadas 
con su cliente, o bien, caso similar sería el de los sacerdotes que reciban la confesión de sus 
feligreses.  

Considerando lo expuesto, es procedente establecer la restricción a la garantía de 
inviolabilidad de las comunicaciones privadas, salvo disposición judicial, en caso de que 
uno de los participantes sea quien grabe la comunicación sin autorización de su interlocutor 
y siempre que no se viole con ello un deber de confidencialidad previsto en las leyes.  

Jueces de control  

Una propuesta de impacto transversal, por estar vinculada a varias modificaciones del 
artículo 16 de la ley fundamental es el de establecer jueces federales y locales, 
denominados de control, que se aboquen fundamentalmente a resolver los pedimentos 
ministeriales de medidas cautelares, providencias precautorias, técnicas de investigación 
para resolverlos de forma inmediata, para minimizar los riesgos de la demora en la 
ejecución de la diligencia.  

Conscientes de la realidad compleja que vive nuestro país y particularmente de la rapidez 
con que varían las circunstancias propicias para la realización de una diligencia de las antes 
mencionadas, coincide con la preocupación de apoyar el Estado de Derecho y de manera 
sobresaliente el combate a la delincuencia de alto impacto, por lo que sin perjuicio de la 
responsabilidad del ministerio público y ahora, con motivo del presente dictamen, que 
tendrían las policías en la investigación de los delitos, se estima necesario establecer la 
existencia de jueces de control que se aboquen a resolver las medidas provisionales y 
demás diligencias que requieran control judicial, en forma acelerada y ágil, sin que ello 
implique dejar de fundar y motivar concretamente sus resoluciones, que podrán ser 
comunicadas por cualquier medio fehaciente y contengan los datos requeridos.  
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Debe aclararse que no se trata del antiguo juez de instrucción que existió en nuestro país 
como una consecuencia de la influencia española, hasta 1917, cuando la nueva 
Constitución otorgó la investigación del delito al ministerio público; tampoco se visualiza 
que exista una figura igual en las recientes reformas latinoamericanas, habida cuenta de que 
seguirá siendo responsabilidad del ministerio público la retención de los detenidos, hasta 
que sean presentados ante el juez de la causa con motivo de la acusación, caso en el cual 
éste determinará la legalidad de la detención y el mérito necesario para la vinculación al 
proceso.  

Viene bien recordar que cada sociedad tiene sus propias características y peculiaridades que 
deben observarse al momento de legislar o de cambiar sistemas legales existentes, a fin de 
armonizarlos y evitar traspolaciones inconvenientes; hemos estado atentos a los procesos de 
reforma procesal en otros países, especialmente los latinoamericanos y compartimos sus 
inquietudes y objetivos, pero desde luego que México debe transitar por su propia reforma, 
acorde a su idiosincrasia, costumbres y posibilidades, lo que implica reconocer también 
nuestras diferencias, como el ser una república federal, con 3 órdenes de gobierno y 33 
sistemas de justicia penal, a diferencia de los países con régimen central o unitario, donde 
existe un solo código de procedimientos penales y un único fuero. Esta distinción conlleva 
múltiples diferencias de operación, como la existente en el fuero federal, donde sólo en 
algunos circuitos hay jueces especializados, pero en la mayoría son jueces de distrito 
mixtos y con funciones de legalidad y control de la constitucionalidad de los actos de todas 
las autoridades de su distrito, cambiar esta realidad implica una reestructuración del poder 
judicial, con las dificultades presupuestales, temporales, organizacionales, de capacitación 
y operación, que esto conlleva.  

De manera que no se visualiza a corto plazo la posibilidad de que en cada ciudad haya 
jueces de distrito especializados en materia penal, como para asignar al menos uno a la 
función de control, otro a la función preparatoria del juicio, uno más para los juicios y un 
último para la ejecución de sanciones penales, cuando ahora hay un solo juez federal mixto; 
entonces debemos establecer un marco constitucional flexible que posibilite diversas 
formas de organización, sobre la base del sistema acusatorio oral, tanto para el fuero federal 
como para el común, para estados con amplia extensión territorial y entidades federativas 
con extensión pequeña, estados con recursos económicos disponibles y entidades con 
escasos recursos.  

Otra atribución del citado juez sería conocer las impugnaciones de las resoluciones de 
reserva, no ejercicio de la acción penal, el desistimiento y la suspensión de la acción penal, 
para controlar su legalidad y en todos los casos señalados resguardar los derechos de los 
imputados y las víctimas u ofendidos.  

Este tipo de jueces podrán ser los que substancien las audiencias del proceso, preliminares 
al juicio, las cuales desde luego que se regirán por los principios del proceso, previstos en 
el artículo 20 propuesto en el presente dictamen, ya que dependerá de la organización que 
las leyes establezcan pero también de las cargas laborales y los recursos disponibles, en 
razón de que seguramente en circuitos judiciales de alta incidencia delictiva, se requerirá de 
algún o algunos jueces que se aboquen sólo a resolver las medidas, providencias y técnicas 
señaladas, otros jueces que se constriñan a revisar las impugnaciones contra las 
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determinaciones del ministerio público, que pueden ser miles, y otros jueces más que se 
responsabilicen de substanciar el proceso hasta antes del juicio, incluso los procesos 
abreviados.  

De manera que a nivel constitucional sólo deben establecerse las atribuciones 
fundamentales y remitir el desarrollo de las garantías a la legislación secundaria, para no 
sobrerregular en nuestra Constitución.  

Por todo lo señalado, se determina procedente incluir jueces denominados de control, que 
se responsabilizarán de la resolución rápida de las solicitudes ministeriales de cateos, 
arraigos, intervenciones de comunicaciones privadas, ordenes de aprehensión, y las demás 
que requieran control judicial, asimismo, resolver las impugnaciones contra las 
determinaciones del ministerio público, y realizar las audiencias procesales preliminares al 
juicio conforme los principios del sistema acusatorio, de conformidad con las reglas de 
organización que al efecto se emita por cada poder judicial.  

Artículo 17  
Mecanismos alternativos de solución de controversias  

La regulación necesaria que permitiera un efectivo acceso a la justicia para toda la 
población, principalmente la más desprotegida, es otra de las aportaciones que se encuentra 
reflejada en el texto propuesto para la modificación del artículo 17. Convencidos de que el 
derecho del enemigo, donde se busca etiquetar con conceptos predefinidos y artificiales de 
peligrosidad a quienes se oponen a las decisiones de los grupos de poder, no es la solución 
para una vida pacífica y democrática de nuestra sociedad; se promovió a la Defensoría de 
Oficio como una institución que salvaguarde los derechos individuales y colectivos de toda 
la nación mexicana.  

La evolución progresiva de los derechos humanos ha derivado en la conclusión de que la 
obligación de los Estados de garantizar el libre ejercicio de los mismos no se limita 
únicamente a una cuestión formal, sino que además impone la obligación al Estado de 
proporcionar todos los medios necesarios para que el sujeto de dichos derechos pueda 
hacerlos efectivos. Esta conclusión tiene su origen en el sistema interamericano que nos 
rige, específicamente en el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, donde se fija el compromiso de los Estados Partes respecto de la aplicación de 
dicho instrumento internacional. Es decir, se trata de la obligación del Estado de garantizar, 
como señaló puntualmente hace ya 30 años el notable jurista italiano Mauro Cappelletti, el 
acceso efectivo a la justicia.  

Hoy más que nunca, la concepción de Cappelletti cobra vigencia, pues mientras las elites 
políticas, sociales o económicas poseen múltiples canales informales para solucionar 
problemas relacionados con el ejercicio de sus derechos, sin tener que acudir a los 
mecanismos institucionales de justicia; los más desprotegidos económicamente se 
encuentran en franca minusvalía ante muchas de las entidades públicas o privadas con las 
que interactúan. Por ello, el acceso a la justicia debe servir para compensar esta desigualdad 
y asegurar la vigencia de los derechos y la legalidad, incluyendo la actuación de las 
instituciones encargadas de proporcionarla.  
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Ésta es una forma eficaz de garantizar el acceso de la población a la justicia, atendiendo las 
desigualdades de la sociedad mexicana, en la que un alto porcentaje se encuentra sometido 
a la pobreza extrema y con la finalidad de que se garantice, por parte del Estado, que los 
servicios jurídicos en defensa de los más débiles sean de calidad. Ya que si el sistema de 
justicia es altamente aceptable únicamente en los órganos de la acusación y de juzgamiento, 
pero no en el de la defensa de los más débiles, el resultado es la injusticia social, tan 
costosa para todos.  

Por ello, esta institución de defensa deberá ser de calidad, con personal profesional, 
capacitado, de carrera y con un ingreso total igual al de los ministerio públicos, que tenga la 
misión de defender a cabalidad a la población que así lo solicite y la visión de ser el garante 
del respeto de los derechos de las personas en controversias con otros individuos o en 
conflicto con la ley.  

Además de lo anterior, en el texto que se propone del artículo 17, se establecen los 
mecanismos alternativos de solución de controversias que son una garantía de la población 
para el acceso a una justicia pronta y expedita. Estos mecanismos alternos a los procesos 
jurisdiccionales para la solución de controversias, entre otros la mediación, conciliación y 
arbitraje, permitirán en primer lugar cambiar al paradigma de la justicia restaurativa, 
propiciarán una participación más activa de la población para encontrar otras formas de 
relacionarse entre sí, donde se privilegie la responsabilidad personal, el respeto al otro y la 
utilización de la negociación y la comunicación para el desarrollo colectivo; también 
servirán para despresurizar las altas cargas de trabajo de los órganos jurisdiccionales y para 
que las víctimas obtengan de forma más rápida la reparación del daño, que es una 
asignatura pendiente de nuestro sistema de derecho.  

En materia penal será necesario regular su aplicación por parte de los operadores de la ley, 
en atención a la naturaleza de los derechos tutelados y los que pueden ser renunciables; y en 
todos los casos, de forma ineludible, será necesario que se cubra previamente y en su 
totalidad la reparación del daño para que proceda, ya que como se dijo, este es un reclamo 
social añejo que debe ser atendido. Y en atención a las dos características antes anotadas, 
las formas de justicia alternativa de índole penal necesitarán la revisión de la autoridad en 
su cumplimiento, en beneficio de las víctimas y los ofendidos, y por ello se considera 
prudente la creación de un supervisor judicial que desarrolle dichas funciones.  

Artículo 18  
Cambio de denominación de pena corporal  

El primer párrafo del artículo 18 constitucional se modifica con el objeto de ajustar el 
término pena corporal a la actual regulación de la Carta Magna. En efecto, antes de la 
reforma a diversos dispositivos constitucionales para erradicar la pena de muerte, la 
expresión pena corporal, es decir, la que el imputado puede sufrir en su propio cuerpo, 
comprendía tanto la pena privativa de la libertad como la pena de muerte. Dado que ahora 
la Constitución sólo admite la pena privativa de la libertad, se requiere adecuar su 
redacción para hacerla consecuente con esa realidad. Por ese motivo, se usará en lo 
sucesivo únicamente el término pena privativa de la libertad.  
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Se considera que la reforma al artículo 18 constitucional es urgente dado que las prisiones 
en México no han sido consideradas un rubro sustantivo o relevante tanto dentro de la 
agenda legislativa como de las políticas de asignación de recursos. Las prisiones son vistas 
como un gasto que siempre sería deseable poder economizar. Esta posición ha provocado 
que las prisiones se conviertan en lugares donde sistemáticamente se violan los derechos 
humanos de los reclusos. A pesar de que por mandato constitucional se precisa que los 
reclusos tienen derecho a la educación, al trabajo y a la capacitación para el mismo, en las 
prisiones no existen las condiciones necesarias para que los reclusos ejerzan ninguno de 
esos derechos.  

Los internos de nuestras prisiones tampoco tienen acceso al derecho a la salud. La 
precariedad económica existente en los servicios médicos provoca que, en ocasiones, los 
médicos no puedan siquiera atender lo elemental. Por lo anterior, se considera un acierto 
incluir el derecho a la salud de las personas privadas de su libertad, pues ello provocará que 
cada vez se respeten los derechos humanos de los reclusos en mayor medida.  

Cambio de denominación de reo por sentenciado  

En concordancia con lo anterior y con la finalidad de adecuar la terminología de nuestra 
carta Magna a los Tratados Internacionales de los cuales México forma parte, se propone 
quitar la palabra, por considerarla infamante y denigrante, para usar en su lugar 
sentenciado.  

Cambio de denominación: readaptación por reinserción  

Por otro lado, se estima que "readaptación social" es inadecuado para nombrar al momento 
en que los sentenciados terminan sus condenas y se insertan nuevamente en su entorno 
social. Si tomamos como referente la esencia misma de la prisión, como una institución 
total y excluyente, inferiremos que no es posible que los sentenciados logren durante su 
estancia en ella una readaptación social. Una institución cuya característica principal es la 
exclusión no puede incluir o readaptar a nadie a la sociedad. Por lo anterior, se apoya que 
se cambie el término "readaptación social" por el de "reinserción social" y que se tenga 
como un nuevo objetivo el procurar que los reclusos no vuelvan a delinquir.  

Centros de alta seguridad para delincuencia organizada y otros internos que 
requieran seguridad especial  

Ahora bien, la pena de prisión afecta a uno de los mayores bienes que tiene el ser humano: 
su libertad. Sin embargo, en ocasiones, el ciudadano que viola la ley debe ser sancionado 
restringiéndole ese preciado bien. Los penales de máxima seguridad deben estar reservados 
para aquellos procesados o sentenciados por delincuencia organizada y otros internos que 
requieran medidas especiales de seguridad. Con este último supuesto, nos referimos a los 
casos en que el delito no sea de los previstos para el régimen de delincuencia organizada, 
pero que tal medida pueda justificarse dada la capacidad del interno para evadirse de la 
acción de la justicia o para seguir delinquiendo desde los centros penitenciarios, así como 
cuando exista peligro evidente de terceros hacia el propio interno –como en el caso de ex 
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miembros de instituciones policíacas– o que haya una afectación psicológica que pueda 
poner en riesgo al resto de la comunidad penitenciaria, entre otros supuestos.  

Excepción en casos de delincuencia organizada  

Se juzga conveniente prohibir que los indiciados y sentenciados por delitos de delincuencia 
organizada puedan compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su 
domicilio, y por otra parte, que se destinen centros de reclusión especiales para estos 
mismos internos. De igual manera, es acertado avalar restricciones a las comunicaciones de 
estos internos con terceros, salvo con su defensor, e imponerles medidas de vigilancia 
especial, dada su alta peligrosidad.  

Ahora bien, estas Comisiones consideran pertinente transformar el sistema penitenciario 
pero, esto no será posible si permanecen las prisiones bajo el control absoluto del Poder 
Ejecutivo, es por tanto, que se acepta limitar la facultad del Ejecutivo únicamente a la 
organización de las prisiones y otorgar la facultad de ejecutar las sentencias al Poder 
Judicial.  

Con esta división se le dará a cada ámbito de poder lo que le corresponde: al Poder 
Ejecutivo la administración de las prisiones y al Poder Judicial la de ejecutar las sentencias, 
que implica salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos, desviaciones y 
cumplimiento de los preceptos que en el régimen penitenciario puedan producirse.  

Artículo 19  
Cambio de denominación: auto de vinculación  

En esta reforma se modifica el nombre del tradicional auto de sujeción a proceso para 
sustituirlo por el de auto de vinculación a proceso. La idea de sujeción denota justamente 
una coacción que por lo general lleva aparejada alguna afectación a derechos; en cambio, 
vinculación únicamente se refiere a la información formal que el ministerio público realiza 
al indiciado para los efectos de que conozca puntualmente los motivos por los que se sigue 
una investigación y para que el juez intervenga para controlar las actuaciones que pudiera 
derivar en la afectación de un derecho fundamental. Se continuará exigiendo, no obstante, 
acreditar el supuesto material.  

Estándar para el supuesto material  

Al igual que en el caso del artículo 16 constitucional, la nueva redacción del artículo 19 
constitucional se prevé modificar el estándar probatorio para el libramiento del auto de 
vinculación a proceso. La razón de ello es fundamentalmente la misma que ya se expuso en 
su oportunidad al abordar el artículo 16. En este punto habría que agregar que el excesivo 
estándar probatorio que hasta ahora se utiliza, genera el efecto de que en el plazo de 
término constitucional se realice un procedimiento que culmina con un auto que 
prácticamente es una sentencia condenatoria. Ello debilita el juicio, única fase en la que el 
imputado puede defenderse con efectivas garantías, y fortalece indebidamente el 
procedimiento unilateral de levantamiento de elementos probatorios realizado por el 
ministerio público en la investigación, el cual todavía no ha sido sometido al control del 
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contradictorio. La calidad de la información aportada por el ministerio público viene 
asegurada por el control horizontal que ejerce la defensa en el juicio, en tal sentido, no es 
adecuado que en el plazo de término constitucional se adelante el juicio.  

Medidas cautelares y prisión preventiva  

Para los efectos de evitar los excesos cometidos hasta ahora con la prisión preventiva, se 
acordó establecer el principio de subsidiariedad y excepcionalidad para la procedencia de 
este instituto. La aplicación de medidas cautelares, las cuales son auténticos actos de 
molestia, procederá únicamente cuando exista la necesidad de cautela del proceso o de 
protección de las víctimas. Esto quiere decir que sólo cuando exista necesidad de garantizar 
la comparecencia del imputado en el juicio; el desarrollo de la investigación; la protección 
de la víctima, de los testigos o de la comunidad; cuando el imputado esté siendo procesado 
o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso, procederá la 
aplicación de alguna medida cautelar de las que prevea la ley. La prisión preventiva sólo 
procederá cuando ninguna otra medida cautelar sea suficiente para el logro de los 
propósitos indicados.  

Este nuevo diseño es acorde con el principio de presunción de inocencia. Diversos 
procesalistas clásicos y contemporáneos han hecho notar, con razón, la inevitable antinomia 
que supone afectar los derechos de las personas sometiéndolas a prisión preventiva, sin que 
antes se haya derrotado su presunción de inocencia en un juicio en el que se respeten todas 
las garantías del debido proceso. La antinomia es de por sí insalvable, pero para paliarla en 
alguna medida se prevé que la procedencia de tales afectaciones sea excepcional.  

Otro de los elementos que se debe tener en cuenta es que las medidas cautelares sean 
proporcionales, tanto al delito que se imputa, como a la necesidad de cautela. Los riesgos 
mencionados con anterioridad admiten graduación y nunca son de todo o nada, dependerán 
de cada caso concreto. Por ello es que la necesidad de cautela siempre deberá ser evaluada 
por el ministerio público y justificada por él ante el juez, con la posibilidad de que tanto el 
imputado como su defensor ejerzan su derecho de contradicción en una audiencia.  

Finalmente, la procedencia de las medidas cautelares deberá estar regida por el principio de 
subsidiariedad, de modo tal que siempre se opte por aquella medida cautelar que sea lo 
menos intrusiva para la esfera jurídica de los particulares. El propósito en este caso será 
provocar la menor afectación posible.  

Prisión preventiva y delitos graves  

A la regulación de las medidas cautelares en aquellos casos en los que se trate de delitos 
graves y de delincuencia organizada se le da un tratamiento diverso. Se pretende evitar que 
se produzca con el tema de los delitos graves y la delincuencia organizada, lo que hasta 
ahora ha venido sucediendo, es decir, que sea el legislador ordinario el que en definitiva 
decida a qué casos se aplica la Constitución y cuáles requieren un tratamiento excepcional 
por tratarse de delitos graves o delincuencia organizada. Debe apreciarse que se requiere 
una regulación especial de las medidas cautelares cuando se trate de estos casos, sin 
embargo, las excepciones tienen que estar previstas en el propio texto constitucional, ya 
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que si se hace un reenvío a la ley, inevitablemente se debilita el principio de supremacía 
constitucional.  

Cuando por primera vez se creó el sistema de delitos graves para la procedencia de la 
libertad provisional bajo caución, se tenía el propósito de que éstos fueran excepcionales. 
No obstante, la experiencia estatal y federal ha mostrado que este sistema excepcional ha 
colonizado el resto del ordenamiento. Hoy por hoy existe un enorme abuso de la prisión 
preventiva, toda vez que la mayoría de los delitos están calificados como graves por la 
legislación ordinaria. Con la finalidad de superar este estado de cosas se impone que sea la 
propia Constitución la que determine aquellos casos excepcionales, para los que bastará 
acreditar el supuesto material para que en principio proceda la prisión preventiva.  

El propio artículo 19 constitucional establece la posibilidad de que los ordenamientos 
procesales de las entidades federativas y de la Federación, incorporen una excepción al 
diseño normativo de las medidas cautelares y de la prisión preventiva recién explicado. Se 
prevé que el juez aplique prisión preventiva para los casos de delincuencia organizada, 
homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios especialmente 
violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra 
de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud, si el 
ministerio público logra acreditar, en audiencia, las condiciones exigidas para vincular a 
proceso por esos delitos.  

La decisión sobre medidas cautelares es evidentemente revisable, tan es así que 
expresamente se prevé que se podrá revocar la libertad de los individuos ya vinculados a 
proceso, cuando se acrediten los extremos previstos en la propia Constitución y de 
conformidad con lo que disponga la ley.  

Suspensión del plazo de prescripción de la acción penal y del proceso en delincuencia 
organizada  

Para evitar que los procesados por delincuencia organizada se sustraigan con facilidad a la 
acción de la justicia se prevé la suspensión de la prescripción de la acción penal y del 
proceso, si ya se hubiere dictado el auto de vinculación por dicho delito.  

Artículo 20  
Proceso acusatorio  

Un elemento clave para alcanzar la plena realización del objeto de esta reforma es crear las 
bases para un modelo procesal de corte plenamente acusatorio, disciplinado por los 
principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad, inmediación e 
imparcialidad.  

Una de las características más importantes del proceso de corte acusatorio es la estricta 
separación que debe existir entre el órgano de investigación y de persecución con el de 
jurisdicción. Dicho principio está ya reconocido por el artículo 21 constitucional y también 
por el 18 por lo que hace al Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, sin embargo, 
nuestra tradición legislativa configuró un proceso mixto que se alejó de este importante 



35 
 

principio. Por este motivo, el primer párrafo del artículo 20 constitucional reafirma la 
naturaleza acusatoria del proceso.  

Este dictamen plantea que el proceso será acusatorio y oral. La oralidad propiamente dicha 
no es un principio procesal, sin embargo, es el instrumento que permite actualizar y dar 
eficacia al resto de los principios que se explicarán a continuación. No es imaginable un 
proceso público si las actuaciones se desarrollan por escrito, en este tipo de procesos los 
jueces y el público se enteran al mismo tiempo de todas las actuaciones. Tampoco sería 
posible una adecuada continuidad en el desarrollo de las audiencias y la concentración en el 
desahogo de las pruebas si las actuaciones no se desarrollan oralmente. Sin la oralidad, 
tampoco cabe la existencia de interrogatorios ágiles que hagan posible la contradicción.  

Cabe asimismo aclarar que la oralidad no sólo es una característica del juicio, sino de todas 
las actuaciones en las que deban intervenir todos los sujetos procesales. La oralidad 
presupone abandonar el sistema o la metodología de formación de un expediente hasta 
ahora en vigor, para sustituirla por una metodología de audiencias.  

La metodología de audiencias, propia de este nuevo proceso, implica que las decisiones 
judiciales, sobre todo si afectan derechos, se adopten siempre frente a las partes, una vez 
que se les ha dado la oportunidad de contradecir la prueba y de ser escuchadas. Así pues, la 
oralidad no es una característica únicamente del juicio, sino de todo el proceso en general, 
incluidas las etapas preparatorias del juicio. Queda a salvo, por supuesto, la posibilidad de 
que el ministerio público solicite, sin presencia del imputado o su defensor, órdenes de 
aprehensión, cateo, intervención de comunicaciones privadas y reserva de actuaciones, 
entre otras diligencias que por su naturaleza requieran sigilo.  

Estructura del artículo 20  

La creación del proceso acusatorio exige la reestructuración del artículo 20 para dar cabida 
a los principios del debido proceso legal. Con el objeto de concentrar al máximo las reglas 
que disciplinan este tipo de procesos se decidió estructurar el artículo en tres apartados.  

El apartado A comprende el diseño y las reglas generales del proceso penal en sus distintas 
fases, investigación sometida a control judicial, etapa de preparación de juicio oral, 
audiencias que requieren contradicción y juicio. Los apartados B y C prevén, 
respectivamente, los derechos de la persona imputada, y los de la víctima u ofendido.  

Apartado A. Principios del proceso  

La fracción I prevé el objeto del proceso penal que no es sino el esclarecimiento de los 
hechos, la protección del inocente, procurar que el culpable no quede impune y que el daño 
sea reparado.  

Además de lo ya expuesto sobre la metodología de audiencias cabe indicar que los 
principios del proceso penal no sólo son aplicables al juicio propiamente dicho, sino a todas 
las audiencias en las que con inmediación de las partes se debata prueba. La fracción II de 
este apartado establece los principios de inmediación y de libre valoración de la prueba.  
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El principio de inmediación presupone que todos los elementos de prueba que son vertidos 
en un proceso y que servirán para la toma de decisiones preliminares en el proceso y la 
determinación de la responsabilidad penal de una persona, sean presenciados sin 
mediaciones o intermediarios por el juez en una audiencia, de modo tal que éste esté en 
aptitud de determinar, previa una valoración libre de la prueba ofrecida, la decisión en 
cuestión. Este método eleva enormemente la calidad de la información con la que se toma 
la decisión, toda vez que además de permitir un contacto directo con la fuente de prueba, la 
resolución se adopta después de escuchar a las dos partes.  

El principio de libre valoración de la prueba es el que se asume para la toma de decisiones. 
Se adopta este principio porque los otros sistemas que han sido reconocidos históricamente 
para la valoración de la prueba en el derecho moderno, son notoriamente ineficaces para 
garantizar el carácter racional de la actividad jurisdiccional. En efecto, el sistema de la 
íntima convicción es propio de los sistemas en los que los juzgadores de hecho y los de 
derecho están separados, es decir, en aquellos sistemas que prevén el juicio por jurado. En 
esas tradiciones, el jurado no está obligado a motivar sus decisiones. Tal no será el caso en 
México, puesto que las decisiones de hecho serán adoptadas por jueces profesionales que 
estarán obligados a fundar y motivar sus decisiones, tal como lo ordena ya el artículo 16 
constitucional.  

El sistema de prueba tasada conduce a resultados insatisfactorios. En tales sistemas 
prevalece una valoración legislativa preconstituida de la prueba por encima de la 
determinación judicial –prueba plena y semiplena. A pesar de la pretendida objetividad de 
este sistema sus resultados son francamente pobres desde el punto de vista de la calidad de 
la información usada para la toma de decisiones. Esta apariencia de objetividad se deriva de 
su carácter enmascaradamente deductivo, que rehúsa una auténtica motivación desde los 
hechos. El conocimiento empírico en el derecho es primordialmente inferencial inductivo. 
Por tal motivo, los sistemas basados en la libre valoración y la sana crítica son los idóneos 
para hacer más fiable el conocimiento obtenido por medio del proceso penal.  

La fracción III del Apartado A prevé la prohibición de dictar sentencias si las pruebas no 
son desahogadas en el juicio. El propio artículo prevé la excepción de la prueba anticipada 
que, aunque conservando todas las formalidades propias del juicio, se desahoga ante el juez 
de control antes de que el juicio tenga verificativo.  

La prueba anticipada procede en aquellos casos en los que la prueba corra el riesgo de 
perderse si no se recaba anticipadamente. Una vez realizada la diligencia judicial de 
anticipo de prueba el resultado de la misma se incorpora por lectura al juicio oral.  

Se prevé también una excepción a este principio para el caso en el que el imputado renuncia 
expresamente a su derecho a un juicio oral y acepte el hecho que se le imputa a cambio de 
algún beneficio legal. En esos casos será juzgado por el juez de control con los 
antecedentes que arroje la investigación del ministerio público.  

Se prevé, finalmente, una tercera excepción a este principio para los casos de delincuencia 
organizada en los que no sea posible reproducir la prueba en juicio, ya sea porque el testigo 
murió por causa imputable al procesado o porque exista riesgo acreditado para testigos o 
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víctimas. Esta posibilidad no obsta para que el imputado pueda objetar e impugnar la 
prueba ofrecida.  

Para los efectos de garantizar la imparcialidad judicial y evitar que los jueces se contaminen 
con información que no haya sido desahogada en el juicio, se prevé que éste se desarrolle 
ante un juez o tribunal distinto al que haya conocido del caso previamente, en la fracción 
IV. Se trata de la separación de los órganos de jurisdicción de la primera instancia.  

Una vez que se ha cerrado la investigación y se ha formulado una acusación, el juez de 
control que dicta el auto de vinculación y la resolución de apertura a juicio, deja de ser 
competente para conocer del juicio. La idea con esta previsión es que el juez o el tribunal 
del juicio no tenga sino el auto de apertura en el que se indique cuál es la acusación y la 
prueba que será desahogada en el juicio y que el órgano de decisión escuchará por primera 
vez.  

En la fracción V se dispone un principio fundamental del proceso acusatorio que consiste 
en que el onus probandi corresponde a la parte acusadora y al principio de igualdad entre 
partes.  

La fracción VI dispone la prohibición de que el juzgador tenga contacto con alguna de las 
partes sin que esté presente la otra. La idea de este planteamiento es nuevamente evitar que 
el juez sólo tenga información unilateral y que ello sesgue su criterio. Por supuesto se 
exceptúan de este dispositivo aquellas diligencias que solicite el ministerio público y que 
sean necesarias para garantizar la efectividad de la investigación.  

La fracción VII señala que una vez iniciado el proceso penal, se podrá decretar su 
terminación anticipada, si el inculpado no se opone, en las condiciones que establezca la 
ley para tal efecto. En caso de que admita su participación en el delito, aunado a que existan 
medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez deberá citar a 
audiencia para dictar sentencia. Se remite a la ley para establecer los beneficios que podrán 
otorgarse por ello.  

La fracción VIII dispone el estándar de prueba para la condena, que no es otro sino la 
convicción motivada para la condena. No se trata, como ya se expresó con anterioridad, de 
una convicción intima, sino de aquélla que pueda ser justificada a partir los elementos 
fácticos que el ministerio público logre probar.  

La fracción IX se refiere a la cláusula de exclusión de prueba ilícitamente obtenida. La 
prohibición de prueba ilegal resulta fundamental para preservar la lealtad procesal de la 
policía y del ministerio público, así como para la profesionalización de la investigación.  

La redacción que se eligió obedece a la necesidad de dimensionar adecuadamente esta 
figura procesal. Frente a otras alternativas que se encontraban en discusión se decidió 
adoptar aquella que refiere que será nula toda prueba que sea recabada con violación a 
derechos fundamentales, y no tan solo a violaciones legales. Ello es así porque algunas 
violaciones de dispositivos legales pueden ser saneados y corregidos en el curso del 
proceso, sin que ello se traduzca en la afectación de los derechos. Ampliar la exclusión de 
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prueba a supuestos que no suponen indefensión o vulneración de otras garantías podría 
llegar a producir la repetición de actos procesales inútiles o la anulación de decisiones sobre 
la base de puros formalismos, lo cual puede afectar una efectiva procuración de justicia.  

Finalmente, la fracción X dispone que todos los principios detallados en líneas que 
anteceden, deberán observarse también en las audiencias preliminares al juicio.  

Apartado B. Derechos del imputado  

En el Apartado B se establecen ahora los derechos de la persona imputada. A continuación 
se da cuenta de ellos. En primer lugar se reconoce expresamente el derecho a la presunción 
de inocencia.  

El principio permite enmarcar el proceso como una práctica para obtener la prueba de que 
un sujeto ha cometido un delito, y mientras no se satisfaga, ningún sujeto puede ser 
considerado culpable ni sometido a pena. La culpa y no la inocencia debe ser demostrada.  

En el orden jurídico mexicano ya está reconocido el principio en virtud de que el país ha 
suscrito diversos instrumentos internacionales que expresamente lo consagran como 
garantía. El principio de presunción de inocencia ha sido recogido por diversos 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos, unos de carácter directamente 
vinculante y otros de vía indirecta. Entre los documentos internacionales con obligatoriedad 
jurídica que incluyen dicho principio se cuentan: Las Declaraciones Universal (articulo 11, 
párrafo 2) y Americana (artículo XXVI) de Derechos Humanos, del 10 de diciembre y 2 de 
mayo de 1948, respectivamente; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
19 de diciembre de 1966 (artículo 14.2); la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 22 de noviembre de 1969 (artículo 8.2), así como por las Reglas Mínimas para 
el Tratamiento de Reclusos (artículo 84, párrafo 2), adoptadas por el Primer Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado 
en Ginebra en 1955. A pesar de su amplio arraigo en el marco internacional de los derechos 
humanos, en nuestro medio su reconocimiento se ha verificado con muchas dificultades, de 
hecho, hasta el año de 1983, el entonces Código Penal Federal preveía justamente el 
principio inverso, es decir, la presunción de dolo.  

Pero además de un principio fundamental para el procesamiento, la presunción de inocencia 
representa una obligación de trato hacia los imputados, de ahí que la regulación de las 
medidas cautelares se haya diseñado como se expuso más arriba.  

La fracción II prevé el derecho a declarar o a guardar silencio. La garantía de la declaración 
preparatoria tradicionalmente ha sido la figura empleada en nuestro entorno para permitir 
que el imputado pueda contestar al cargo formulado por la parte acusadora. Se considera 
necesario rediseñar este derecho para los efectos de darle un alcance más genérico, no 
sujeto a limitaciones de tiempo –las tradicionales 48 horas cuando existía consignación con 
detenido-, ni con las formalidades tan excesivas que ahora se exigen. El derecho consiste en 
declarar, en el momento en que el imputado lo desee, o a guardar silencio, sin que este 
último pueda ser usado como indicio de culpabilidad en contra del imputado. El momento 
específico que se haga exigible este derecho es precisamente la detención.  
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La fracción III establece la garantía de dar a conocer al imputado el hecho que se le imputa 
desde el momento en que es detenido o en su primera comparecencia ante el ministerio 
público o el juez, los hechos que se le imputan y los derechos que le asisten. Se prevé 
además una excepción para el caso de delincuencia organizada, en esos casos, podrá 
autorizarse mantener en reserva el nombre del acusador. Se prevé asimismo la posibilidad 
de otorgar beneficios a quienes colaboren eficazmente en la persecución de la delincuencia 
organizada.  

La fracción IV establece el ya existente derecho a ofrecer la prueba pertinente. Una de las 
piezas centrales del derecho a la defensa lo constituye el derecho al ofrecimiento de prueba. 
El modo como se diseña este derecho consiste en establecer la condición de oportunidad 
para el ofrecimiento de prueba y también el auxilio que se pudiera requerir para obtener la 
comparecencia de testigos.  

La fracción V prevé el derecho de ser juzgado en audiencia pública por un órgano 
jurisdiccional unitario o colegiado. El juicio oral es el horizonte último de toda la estructura 
del sistema de justicia penal. Sólo la existencia y efectividad de las garantías del juicio 
hacen viable y legítimo, desde una perspectiva democrática, la existencia de otras 
instituciones como las salidas alternas, las formas anticipadas de terminación de casos y la 
procedencia del procedimiento abreviado. Sin la existencia del juicio oral sería válida la 
crítica que muchos enderezan en contra de la denominada justicia negociada o por 
consenso, en el sentido de que admite un proceso penal sin prueba y sin verdad. No 
obstante, la posibilidad de un juicio con garantías como derecho fundamental del imputado 
permite hacer una anticipación de lo que en él ocurrirá y determinar la mejor forma en que 
se quiere enfrentar la persecución penal. Quien se sepa inocente optará siempre por un 
juicio oral para que se le absuelva.  

La publicidad puede no obstante limitarse. En ocasiones es necesario limitar la publicidad 
de los juicios para los efectos de proteger bienes de superior jerarquía, es decir, cuando ello 
sea indispensable para la protección de las víctimas, de los testigos o de menores de edad. 
La restricción de la publicidad no debe por supuesto traducirse en la afectación del derecho 
a la defensa.  

La protección de datos personales de terceros, como el caso de los secretos industriales, 
podrá también ser considerada para los efectos de restringir la publicidad de los juicios.  

Debe finalmente señalarse que al ser la restricción de la publicidad una excepción a una 
regla general con contenido de garantía, deberá a su vez ser decretada limitadamente, es 
decir, en el grado estrictamente necesario para cumplir con la finalidad de protección.  

La fracción VI prevé el derecho a la información. Como ya se señaló más arriba el derecho 
a la información es un derecho absolutamente fundamental. La regla general es que al 
imputado se le proporcione oportunamente toda la información necesaria para que ejerza su 
derecho a la contradicción y a la defensa. La información de la investigación cumplida 
deberá revelarse al imputado si éste es detenido; en el momento de ser citado en calidad de 
probable responsable; o bien cuando se le vincule a proceso. A partir de esos momentos se 
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le deberán proporcionar todos los datos que el imputado solicite para su defensa y que 
obren en los registros de la investigación.  

Uno de los presupuestos fundamentales de esta reforma constitucional es que la protección 
a los derechos humanos y las herramientas para una efectiva persecución penal son 
perfectamente compatibles. El hecho de que el imputado tenga derecho al acceso a toda la 
información no puede traducirse en que se abra una puerta para la destrucción de indicios y 
de medios de prueba necesarios para el éxito de las investigaciones delictivas. En este 
orden de ideas, esta Comisión considera indispensable introducir en la redacción de la 
fracción VI, la posibilidad de decretar la reserva de la investigación, incluso cuando ya se 
haya vinculado al imputado a proceso al imputado.  

La reserva procedería únicamente con la finalidad de salvaguardar el éxito de la 
investigación y cuando ello resulte imprescindible para ese objeto. El juez de control sería 
el funcionario encargado de autorizar la reserva de la investigación a solicitud del 
ministerio público. Al igual que cualquier otra excepción a una garantía constitucional, su 
procedencia debe ser restrictiva y proporcional a las condiciones particulares del caso. La 
información no obstante tendrá que proporcionarse con tiempo suficiente antes del juicio 
para que el imputado ejerza su derecho de defensa.  

La fracción VII se refiere al plazo razonable para el juicio. Se preserva la regla de que el 
inculpado será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no 
exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo 
que solicite mayor plazo para su defensa.  

La fracción VIII prevé la regla del derecho a una defensa adecuada. Se considera 
indispensable asumir la propuesta objeto de este dictamen para los efectos de prever como 
un derecho constitucional irrenunciable, el derecho a la defensa adecuada por abogado, 
eliminando la tradicional figura de la persona de confianza. La persona de confianza no 
constituye en realidad garantía de nada y la posibilidad de que participe activamente en la 
defensa sólo se ha traducido en prácticas de corrupción y falta de profesionalismo.  

La fracción IX establece nuevas reglas para limitar la prisión preventiva. Se prevé, además 
de la limitación de que no podrá exceder el máximo de pena privativa de libertad del delito 
de que se trate, que ya existe, una nueva regla de duración máxima de esta medida cautelar 
consistente en que la prisión preventiva no dure más de dos años si la demora es imputable 
al Estado.  

Apartado C. Derechos de la víctima o del ofendido  

El Apartado C del artículo 20 constitucional confiere ahora nuevos derechos a las víctimas 
de los delitos. Fundamentalmente, una participación más activa en el proceso mediante la 
introducción de novedosas figuras.  

En esta reforma se conservan importantes derechos que ya han sido reconocidos con 
anterioridad. Tal es el caso de la garantía de la víctima para recibir asesoría jurídica por 
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parte del ministerio público, a ser informado de los derechos y a recibir información del 
curso del caso durante su tramitación, si así lo solicita.  

Se preservan también los derechos a recibir atención médica y psicológica, así como a 
contar otras medidas de protección y auxilio.  

Se establece una nueva dimensión constitucional de la coadyuvancia para los efectos de que 
la víctima pueda intervenir directamente en el juicio e interponer los recursos en los 
términos que establezca la ley. Diversas entidades federativas como Baja California, 
Chihuahua, Morelos, Oaxaca y Zacatecas, han incorporado en sus ordenamientos 
procesales el instituto del acusador coadyuvante. Se trata de dar reconocimiento a la 
víctima como un auténtico sujeto procesal, es decir, permitir que pueda adherirse a la 
acusación del ministerio público. En aquellos ordenamientos se prevé la posibilidad de que 
la víctima nombre un representante legal para que litigue directamente en el juicio oral. 
Esta figura se incorpora ahora como una nueva garantía constitucional, con el objeto de que 
exista la posibilidad para las víctimas de defender directamente sus intereses. Ello no 
significa por supuesto que el ministerio público no esté obligado a dar un efectivo servicio 
de calidad a las víctimas y a representar sus intereses.  

Se prevén, como nuevas garantías para las víctimas, la posibilidad de resguardar su 
identidad cuando se trate de menores de edad, o bien cuando se trate de víctimas de 
violación, secuestro, delincuencia organizada; siempre que el juzgador estime que es 
necesario para su protección.  

Se establece, asimismo, la obligación del ministerio público para diseñar estrategias para la 
protección de las víctimas y los ofendidos, testigos y todos los demás intervinientes en el 
proceso.  

Además de lo anteriormente indicado se amplía el alcance del derecho a impugnar las 
resoluciones de no ejercicio de la acción penal para los efectos de que comprenda todas las 
formas en que ello puede suceder, es decir, cuando se trate del desistimiento y de la reserva. 
Diversos criterios jurisprudenciales ya preveían esos extremos, los cuales ahora se 
reconocen expresamente en la Constitución.  

Artículo 21  

En la redacción que se propone para el artículo 21, se considera procedente la existencia de 
una nueva regulación nacional y general de bases de coordinación de los elementos que 
componen el Sistema Nacional de Seguridad Pública; donde expresamente se contemple la 
coordinación del ministerio público y las instituciones policiales de los tres órdenes de 
gobierno, para lograr la integración nacional de los esfuerzos de seguridad pública pero 
siempre en el marco del respeto al federalismo.  

Así, la ley que se emita en la materia, donde se sienten las bases de coordinación del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, deberá establecer específicamente, cuando menos, 
varios elementos. El primero deberá regular la selección, ingreso, formación, permanencia, 
evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de 
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seguridad pública. El segundo, deberá establecer, como elemento básico, la carrera policial 
a nivel nacional con carácter homogéneo. Así también, se deberá regular específicamente la 
certificación de los elementos de policías y agentes del ministerio público, que no implica 
solamente su registro en el sistema para evitar que ingresen aquellos que hayan cometido 
delitos o formen parte de la organizaciones ilícitas; sino también, y fundamentalmente, que 
existan certificaciones para que los elementos policíacos tengan los conocimientos y 
habilidades necesarias para realizar su función, siempre en un marco de irrestricto respeto a 
los derechos humanos. Así, por ejemplo, para que un elemento de policía municipal, estatal 
o federal, que no esté adscrito a las agencias estatales o federal de investigaciones, pueda 
realizar funciones de investigación preventiva o coadyuvar con el ministerio público, 
deberá estar plenamente certificado que cuenta con los conocimientos jurídicos y de respeto 
a los derechos humanos, así como con las habilidades y destrezas que le permitirán hacer 
efectivamente sus trabajos.  

Esto significa que, en el espíritu federalista que inspira a esta reforma, las leyes generales 
establecidas por el Congreso de la Unión, deberán ser adecuadas y adaptadas a cada uno de 
las realidades y situaciones de la geografía nacional mediante leyes que los órganos 
legislativos de los estados harán en los términos del sistema.  

Por otra parte, el artículo 21 de la Constitución ha sido reformado para establecer la 
relación entre el ministerio público y las policías en torno a la investigación de los delitos 
además de la investigación de inteligencia y preventiva.  

De la misma manera que en la mayoría de los países del mundo la conducción y mando de 
las policías en el ejercicio de la función de investigación de delitos estará a cargo del 
ministerio público. Estas policías podrán realizar funciones de análisis e investigación, pero 
de manera taxativa en el momento en que la policía encuentre un delito deberá notificarlo y 
denunciarlo ante el ministerio público de manera inmediata. Este primer párrafo del artículo 
21 debe leerse de manera integral con los últimos párrafos del artículo 21 y en 
consecuencia los policías que realicen la función de investigación deberán estar 
certificados, y tener no solo los conocimientos y habilidades para desarrollar técnicamente 
la función sino en la regulación jurídica y el respeto irrestricto a los derechos humanos en 
funciones de investigación. La tesis sostenida por el constituyente permanente para aprobar 
estos cambios implica la necesidad absoluta de coordinarse para los fines de la seguridad 
pública entre los agentes del ministerio público y los elementos de policías. Coordinarse 
para lograr la investigación, significa que cada uno de ellos deberá ejercitar sus atribuciones 
de manera tal que se logre el objetivo de la investigación pero siempre cuado se trata de la 
investigación de delitos bajo la conducción y mando del ministerio público en ejercicio de 
la función.  

Esta dirección y mando de la investigación por parte del ministerio público representa una 
dirección funcional de las labores de investigación y es independiente de la jerarquía de la 
cual depende la policía, pudiendo estar administrativamente asignada a otros órganos, 
secretarías o incluso municipios o bien como en las agencias de investigación de delitos, 
policías ministeriales o judiciales, según corresponda, de las procuradurías estatal o federal. 
Esto significa que será el legislador estatal o federal el que determinará como será esta 
relación.  
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Acción penal privada  

En otro orden de ideas, la posibilidad de ejercer directamente la acción penal la tendrá la 
víctima en el nuevo sistema, sin perjuicio de que el ministerio público pueda intervenir en 
estos supuestos para salvaguardar el interés público. Se prevén dos modalidades, la relativa 
a la posibilidad de que se adhiera a la acusación del ministerio público, la cual ya fue 
explicada al abordar el tema de la intervención en juicio, y el ejercicio autónomo de esa 
facultad para determinado casos previstos en la ley. El ejercicio de la acción penal en estos 
supuestos será evidentemente excepcional, sólo en aquellos casos en los que el interés 
afectado no sea general. Al igual que en el caso de la coadyuvancia, esta posibilidad no 
debe traducirse en que el ministerio público desatienda los casos, deberá tener la 
intervención que ya de por sí le confiere el artículo 21. Tales posibilidades permitirán hacer 
más transparente la procuración y la administración de justicia, toda vez que se da pauta 
para la existencia de un control ciudadano sobre las funciones de procuración de justicia.  

Criterios de oportunidad  

El deber de racionalizar y de generar una política coherente de persecución penal es ya 
ineludible como directriz para la eficaz administración de recursos públicos, sortear los 
problemas económicos y maximizar hasta el máximo los recursos disponibles y la 
consecución de los objetivos político-criminales deseados.  

La aplicación irrestricta del principio de oficiosidad en la persecución penal genera una 
sobrecarga del sistema de justicia con delitos menores que en nada afectan el interés 
público pero que las autoridades de persecución penal se ven precisados a perseguir, en 
virtud de una mal entendida inderogabilidad de la persecución penal, que provoca costos 
constantes de persecución en asuntos que no lo ameritan. En esa tesitura es que se considera 
necesario conferir al Ministerio Público la facultad para aplicar criterios de oportunidad, 
que le permitan administrar los recursos disponibles de persecución y aplicarlos a los 
delitos que más ofenden y lesionan a los bienes jurídicos de superior entidad.  

Es claro que los criterios de oportunidad no serán aplicables cuando se trate de intereses 
públicos de capital importancia. Asimismo, se preserva la posibilidad de impugnación del 
no ejercicio de la acción penal ante las autoridades judiciales.  

Artículo 22  

En el actual primer párrafo del artículo 22 se propone establecer el principio de que toda 
pena debe ser proporcional al delito que se sancione y al bien jurídico afectado. Con lo 
anterior se pretende que el legislador secundario, al momento de determinar las penas, 
busque la congruencia entre la sanción y la importancia del bien jurídico que se tutela. Así, 
entre mayor sea la afectación, la pena deberá ser mayor, y viceversa.  

Por otra parte, se estima indispensable reestructurar el resto del artículo en comento, a fin 
de clarificar y ordenar las figuras que nuestra Constitución prevé como una excepción a la 
confiscación de bienes, tales como la aplicación de bienes para el pago de multas e 
impuestos; el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito; el 
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decomiso en caso de enriquecimiento ilícito; la aplicación de bienes asegurados que causen 
abandono, y la extinción de dominio.  

Con la extinción de dominio se buscó crear una figura más novedosa y menos complicada 
en su aplicación, que permita al Estado aplicar a su favor bienes respecto de los cuales 
existan datos para acreditar que son instrumento, objeto o producto de actividades de 
delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de 
personas, o que están destinados a ocultar o mezclar bienes producto de tales delitos.  

Dicha modificación tiene como objetivo el enfrentar a la delincuencia de manera sistémica, 
afectando directamente a la economía del crimen, aumentando sus costos y reduciendo sus 
ganancias, así como el ataque frontal a los factores que causan, asocian, propician o 
promueven el comportamiento delictivo.  

Cabe señalar que, en la actualidad, la suerte de los bienes instrumento, objeto o producto de 
un delito depende, en primer término, de que exista un aseguramiento. Asimismo, es 
indispensable esperar la declaratoria de responsabilidad penal plena de una o varias 
personas. Sin embargo, en ocasiones los bienes pueden no tener una relación directa con los 
procesados, aún cuando haya elementos para determinar que son instrumento, objeto o 
producto del delito, o están destinados a ocultar o mezclar bienes producto de un delito.  

En este sentido, con la finalidad de encontrar una herramienta eficaz que coadyuve a 
desmembrar las organizaciones delictivas y limitar sus efectos nocivos, impedir que se 
reproduzcan, pero principalmente decomisar sus activos, se considera necesario crear un 
procedimiento jurisdiccional y autónomo del proceso penal.  

Esta vía procederá para declarar la extinción del dominio de los bienes que:  

a) Sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya dictado la 
sentencia que determine responsabilidad penal, pero siempre y cuando existen 
elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió.  

b) Sean instrumento, objeto o producto del delito pero que hayan sido utilizados o 
destinados a ocultar o mezclar bienes producto del delito.  

c) Estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño 
tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para impedirlo.  

d) De aquellos que estén siendo registrados en su titularidad a nombre de terceros, 
pero existan suficientes elementos para determinar que son producto de delitos 
patrimoniales o de delincuencia organizada y el acusado se comporte como dueño. 

Por último, a fin de respetar la garantía de audiencia de cualquier persona que se considere 
afectada, se estima pertinente señalar que en contra del procedimiento de extinción de 
dominio procederán los recursos para acreditar la procedencia lícita de los bienes y la 
actuación de buena fe, así como que existía la imposibilidad de conocer su utilización 
ilícita.  
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Artículos 73 y 115  

La primera reforma que se propone es a la fracción XXI del artículo 73 constitucional, a 
efecto de que sea facultad exclusiva del Congreso de la Unión legislar en materia de 
delincuencia organizada, lo que significa que sólo la Federación conocerá de delitos de esta 
naturaleza. En el régimen de transitoriedad, que se analiza más adelante, se prevé que las 
legislaciones en dicha materia de las entidades federativas, continuarán en vigor hasta en 
tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad que ahora se le confiere.  

Por otra parte, el Sistema Nacional de Seguridad Pública, contemplado en las reformas 
contenidas a los artículos 21, 73 fracción XXIII, y 115 de esta Constitución, permitirá la 
coordinación de acciones en la materia con una visión federal, estatal y municipal, y 
elementos básicos de control por parte del Sistema Nacional. Esta reforma permitirá la 
evolución del Sistema creado en 1995, que no ha garantizado a cabalidad que el servicio 
público de Seguridad Pública se preste con calidad, a pesar de la amplia inversión 
presupuestal realizada.  

Para la reforma del Sistema Nacional de Seguridad Pública se valoró el estado actual tanto 
del sistema como de las policías municipales, estatales y federales. Se identificó que existen 
diversas calidades y cualidades que varían por regiones e incluso por procesos de desgaste, 
corrupción y, en algunas ocasiones, como se ha reconocido, por la infiltración del 
narcotráfico en sus estructuras. Así, mientras hay Estados y municipios que tienen cuerpos 
policíacos bien capacitados y formados, existen otros en situación menos favorable. A 
pesar de avances innegables, las propias Instituciones federales de policía no han logrado 
consolidarse como instituciones profesionales y de vanguardia. La Policía Federal 
Preventiva, a pesar de haber sido constituida hace más de diez años, todavía esta intentando 
consolidarse en un plan de acción para lograr eficiencia.  

Es necesario por tanto revisar el conjunto del sistema de seguridad pública a efecto de que 
sea congruente con la realidad de nuestro país, dotando a las instituciones de las 
atribuciones necesarias para cumplir su cometido. Ello, desde luego, con un equilibrio 
indispensable que evite cualquier abuso o peor aún la violación de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos.  

Así, en el primer párrafo del artículo 21 se hace la precisión de que la función de 
investigación de los delitos corresponde, tanto a las policías, como al ministerio público. 
Esto es una necesidad, si se considera que el monopolio de la investigación, al menos en la 
literalidad del texto, corresponde exclusivamente en la actualidad a las Procuradurías. Esto 
ha traído como consecuencia el interpretar que las policías, aún las ministeriales, no pueden 
realizar absolutamente ninguna de las fases dentro de la investigación.  

Esta apreciación es incorrecta, si se piensa que, conforme a los modelos más avanzados de 
investigación, corresponde a la policía realizar tareas fundamentales, como la conservación 
de la escena del crimen, el recopilar en los instantes inmediatos posteriores a la comisión de 
aquél, datos o evidencias que serán imprescindibles para asegurar un proceso penal exitoso.  
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Es importante dejar muy claro que la actuación de las policías, en el ejercicio de la función 
investigadora, será siempre bajo la dirección y conducción del ministerio público, es decir, 
éste no pierde con la reforma su carácter de controlador y eje rector de la fase 
investigadora.  

Otro avance, sin duda fundamental, consiste en que el nuevo texto propuesto no prejuzga 
sobre la adscripción orgánica de la policía investigadora. Esto significa que corresponderá 
tanto a la Federación como a los estados, decidir, en su propia legislación, la ubicación que 
consideren óptima para esta policía: bien dentro de la propia Institución investigadora 
(procuradurías), bien en otra dependencia de la administración pública como sucede en la 
mayoría de los países.  

Independientemente de todo lo anterior, estas Comisiones han considerado que es necesario 
desarrollar con amplitud un sistema de seguridad, basado en la coordinación, pero que 
establezca bases mínimas para la regulación de las instituciones policiales en todo el país. 
Al efecto, se propone conformar un Sistema Nacional de Seguridad Pública.  

Este sistema estaría concebido, en primer lugar, para prever la regulación del servicio de 
carrera policial, es decir, la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública. 
Desde luego que la operación y desarrollo de la carrera policial se desarrollará 
fundamentalmente en los municipios, estados y Distrito Federal, pero ello con sujeción a 
estas bases.  

En segundo lugar, se pretende que abarque los aspectos relativos a las bases criminalísticas 
y de personal.  

De particular importancia, resulta la prevención en el sentido de que, a partir de que 
empiece a funcionar el sistema, ninguna persona podrá ingresar a las instituciones si no ha 
sido debidamente certificado y registrado.  

La participación social es un elemento imprescindible para el éxito del sistema. Por ello, se 
ha considerado pertinente incluir que las bases del sistema deben imperativamente tomar en 
cuanta la participación de la sociedad, para que ésta pueda coadyuvar, entre otros aspectos, 
en la evaluación de las políticas de prevención del delito, así como de los resultados de las 
propias instituciones.  

Finalmente, se considera llevar al texto de la Constitución una norma ahora vigente en las 
disposiciones presupuestarias en el sentido de precisar que los fondos que la Federación 
entregue a entidades y municipios para la seguridad pública, no podrán ser destinados a un 
fin distinto.  

Para efectos de dar congruencia al sistema, se propone una reforma adicional al texto del 
artículo 115, en su fracción VII, para especificar que será una ley de las legislaturas de los 
estados la que regirá a las policías preventivas, con el propósito de que exista un mínimo de 
homologación, al menos al interior de cada uno.  
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Es importante señalar que con esta modificación queda intacta la norma que señala que la 
policía preventiva esté al mando del presidente municipal, lo que quiere decir, que tal y 
como sostiene la jurisprudencia de la Suprema Corte, la facultad de nombramiento del 
mando de la policía municipal seguirá estando a cargo de dicho funcionario.  

Artículo 123  

Los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, constituyen el 
pilar sobre el cual debe conducirse todo servidor público. Ello es particularmente 
importante tratándose de los miembros de las instituciones policiales, de la procuración de 
justicia y la investigación de los delitos.  

La intención de contar con agentes ministeriales y policías eficientes, honestos y 
confiables, que puedan combatir de forma profesional, ética y efectiva la delincuencia, es 
una preocupación que dio origen a la reforma al artículo 123 constitucional de fecha 3 de 
marzo de 1999. En esa ocasión el constituyente pretendió incorporar mecanismos más 
eficientes para separar de la función a los elementos que, por cualquier circunstancia, se 
apartaran de los principios rectores de la carrera policial. Al efecto, se señaló que: "…Los 
buenos elementos de las instituciones policiales y de seguridad pública deben contar con 
sistemas que les permitan hacer una carrera profesional, digna y reconocida por la sociedad. 
Sin embargo estos sistemas deben también permitir a las autoridades separar 
oportunamente a los elementos que abusen de su posición y, corrompan las instituciones…"  

Lo anterior buscaba remover de las instituciones de seguridad pública y de procuración de 
justicia a los malos elementos, sin que procediese su reinstalación, cualquiera que hubiera 
sido el sentido de la resolución jurisdiccional respecto del juicio o medio de defensa 
promovido y, en caso de que aquélla resultara favorable para los quejosos, sólo tendrían 
derecho a una indemnización.  

Sin embargo, posteriormente diversos criterios judiciales permitieron, de hecho, la 
reinstalación de dichos elementos a sus cargos. Ello debido a que, las sentencias de amparo, 
aún y cuando sean sólo para efectos, producen como consecuencia que las cosas regresen al 
estado en que se encontraban y, por consecuencia, a que el mal servidor público 
permanezca en la institución.  

Ante ello, la intención de la presente reforma a la fracción XIII del Apartado B, del artículo 
123, es determinar que en caso de incumplir con las leyes que establezcan las reglas de 
permanencia o al incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones, los agentes 
del ministerio público, los peritos, y los miembros de las instituciones policiales de la 
federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios serán separados o removidos de 
su cargo sin que proceda, bajo ningún supuesto, la reinstalación o restitución en sus cargos. 
Esto es, que aún y cuando el servidor público interponga un medio de defensa en contra de 
su remoción, cese o separación, y lograra obtener una sentencia favorable, tanto por vicios 
en el procedimiento que propicien la reposición del procedimiento como por una resolución 
de fondo, el Estado podrá no reinstalarlo. En cambio, en tales supuestos, sí estará obligado 
a resarcir al afectado con una indemnización.  
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Se ha considerado importante incluir a los agentes del ministerio público y peritos en ésta 
previsión constitucional, en la medida que son elementos fundamentales en el proceso de 
procuración de justicia e investigación y se requiere mantener su desempeño en los 
principios de profesionalismo, la ética y eficiencia plena en sus ámbitos laborales.  

La confiabilidad de los dictámenes periciales constituye un elemento trascendental para las 
resoluciones del órgano jurisdiccional en su ámbito de competencia, y en su caso, le 
permite a la autoridad ministerial perfeccionar la integración de las indagatorias para una 
mejor persecución de delitos, en tanto que a la persona imputada le otorga mayores 
mecanismos de defensa ante una posible imputación infundada.  

Por todo lo anterior, se propone hacer aplicable a los servicios periciales, los cuales ya 
cuentan con la motivación de un servicio de carrera, el régimen constitucional previsto para 
ministerios públicos y policías, en cuanto a los sistemas de separación, cese o remoción.  

Como medida de combate a la corrupción en las instituciones policiales y de procuración 
de justicia, la reforma es contundente al señalar que elementos que han incurrido en 
incumplimiento o falta grave prevista en sus ordenamientos disciplinarios o laborales, no 
podrán ser restituidos en sus cargos por significar una falta a los valores institucionales de 
rectitud y alto valor ético que se requiere en el sistema de seguridad pública e impartición 
de justicia, que es pieza fundamental en el espíritu de la reforma.  

Como podrá observarse, esta reforma propicia un sano equilibrio entre, por un lado, la 
necesidad de mantener un servicio de carrera, necesario para motivar al personal a tener 
una expectativa de profesionalización y crecimiento y, por el otro, el imperativo de contar 
con mecanismos eficientes de depuración de los elementos que se apartan de los principios 
de ética y ensucian y dañan a las instituciones.  

Finalmente, de conformidad con la iniciativa de reforma a la fracción XIII del apartado B 
del artículo 123 constitucional, presentada el pasado 15 de noviembre, ante el pleno del 
Senado de la República, se retoma como prioridad elevar el nivel de calidad de vida de los 
agentes del ministerio público, miembros de corporaciones policiales y peritos, así como de 
sus familias y dependientes, mediante sistemas complementarios de seguridad social que 
podrán establecer las autoridades del gobierno federal, de las entidades federativas y de los 
municipios a favor de ellos.  

Régimen de transitoriedad  

La reforma en materia de justicia es sin duda una tarea de enorme envergadura y que, por 
tanto, demanda un enorme esfuerzo, pero también un cuidado extremo. Las fallas en su 
instrumentación pueden ocasionar problemas graves que incluso han llevado al fracaso a 
reformas similares en otras latitudes.  

El sistema federal acentúa la necesidad de cuidar el aspecto temporal de instrumentación, 
ya que, a diferencia de los Estados con un régimen unitario o centralista, en nuestro país un 
cambio como el propuesto requiere la actuación del Congreso de la Unión, las legislaturas 
de los estados y el órgano legislativo del Distrito Federal.  
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Lo anterior debe hacerse, además, de manera gradual, de tal manera que se permita a los 
integrantes de la Unión avanzar a su propio ritmo. Desde luego, con un plazo máximo que 
garantice a todos los mexicanos que al, agotarse éste, México contará con un procedimiento 
penal más justo, más eficiente, más expedito. Por ello, esta Soberanía plantea un régimen 
transitorio detallado que recoja los imperativos apuntados.  

Así, se establece en primer término la regla general que dispone que el Decreto de reforma 
entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. No 
obstante, se aclara enseguida que habrá una serie de excepciones que se explican de la 
manera siguiente:  

a) El nuevo sistema procesal penal acusatorio, entraría en vigor cuando lo establezca la 
legislación secundaria (federal o local), pero sin que en ningún caso se pueda exceder un 
plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación del Decreto de 
reforma a la Constitución Federal.  

b) Como consecuencia de lo anterior, se prevé en el propio segundo transitorio la 
obligación de la Federación, de los Estados y del Distrito Federal, de expedir y poner en 
vigor, en el ámbito de sus respectivas competencias, las modificaciones -o incluso nuevos 
ordenamientos legales- que sean necesarios para la adopción del nuevo sistema.  

Una consideración importante, consiste en la prevención de que los distintos niveles de 
gobierno podrán adoptar dicho sistema de manera gradual, ya sea con una aplicación por 
regiones, o bien, que el nuevo proceso se vaya aplicando a determinadas conductas 
delictivas hasta que pueda aplicarse a la totalidad de los tipos penales.  

c) Debido a la complejidad de las reformas, es necesario dotar a los diferentes actores que 
intervienen en el proceso penal, es decir, ministerios públicos, jueces, inculpados y 
víctimas, entre otros, de total certeza jurídica frente a la adopción de un proceso penal que 
efectivamente vendrá a modificar ancestrales tradiciones y comportamientos, así como a 
redefinir o incrementar las garantías previstas en esta materia.  

Para ello, se propone que, en el momento en que se publiquen los ordenamientos legales 
que instrumentarán la reforma constitucional, los poderes legislativos competentes deberán 
emitir una declaratoria. Se trata de un acto formal, en el que se señale expresamente el 
momento preciso en que el sistema procesal penal acusatorio cobra vigencia y ha sido 
incorporado en las leyes aplicables. Este acto serviría además para explicar a los 
ciudadanos, en cada entidad federativa, los principios y garantías que regularán la forma y 
términos en que se substanciarán los procedimientos penales. Desde luego que esta 
declaratoria se publicaría en los órganos de difusión oficiales.  

d) No escapa a esta Soberanía el hecho de que algunas entidades federativas del país han 
puesto en marcha reformas tendientes a establecer un sistema acusatorio en el ámbito 
territorial correspondiente. Para estos casos, se considera necesario que la Constitución 
prevea, en un artículo tercero transitorio, una fórmula que les permita mantener sus propias 
reformas y que, adicionalmente, tengan la garantía de que las actuaciones procesales y 
juicios que han llevado a cabo son plenamente válidos y no se afectan por la entrada en 
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vigor de la reforma a la Constitución Federal. Con ello, se elimina cualquier riesgo de 
combatir tales procesos y juicios bajo el argumento de que no había sustento constitucional 
para celebrarlos.  

Por otra parte, algunas de estas entidades están a la espera de la reforma que ahora se 
aprueba, con el objeto de hacer ajustes a sus ordenamientos y completar o impulsar sus 
propias reformas. Esto lo podrán hacer dentro del plazo de ocho años ya descrito.  

e) El punto de partida para la aplicación del nuevo sistema acusatorio es un aspecto crucial 
en la reforma que ahora nos ocupa, ya que consiste en definir a partir de qué momento se 
aplicará el nuevo régimen.  

Al respecto, las experiencias internacionales en esta misma materia dan cuenta de que no es 
aconsejable aplicar el nuevo sistema a procedimientos penales en curso. En efecto, lo 
óptimo en este tipo de medidas es empezar con un factor cero, es decir, que la reforma sólo 
sea aplicable a los procedimientos iniciados una vez que entró en vigor el mencionado 
sistema. Esta aclaración, prevista en el transitorio cuarto, es además sin duda necesaria, 
para evitar a toda costa que los inculpados sujetos a proceso obtengan la aplicación en su 
favor de reglas posteriores que consideren más benéficas, previstas en el nuevo sistema. 
Dicho de otra manera, el éxito de la reforma implica hacer una excepción al principio de 
retroactividad, en beneficio, en materia penal.  

f) En otro orden de ideas, y dado que la reforma que ahora se aprueba traslada al ámbito del 
Congreso Federal la facultad de legislar en materia de delincuencia organizada, también es 
necesario hacer dos precisiones importantes: En primer lugar es pertinente mantener la 
vigencia de las legislaciones locales en esta materia hasta en tanto el Congreso de la Unión 
ejerza la facultad conferida en el artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución, con el 
objeto de evitar lagunas legales que propiciarían la imposibilidad de perseguir a la 
delincuencia organizada. En segundo lugar, es imprescindible dejar claro que los procesos 
penales iniciados con fundamento en dichas legislaciones, así como las sentencias emitidas 
con base en las mismas, no serán afectados por la entrada en vigor de la legislación federal. 
Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme a las disposiciones 
vigentes antes de la entrada en vigor de esta última.  

Independientemente de todo lo anterior, esta representación popular ha considerado 
necesario poner un plazo máximo de seis meses para que el Congreso Federal discuta y 
apruebe la ley que establezca el Sistema Nacional de Seguridad Pública. Lo propio deberán 
hacer las entidades federativas, contado para ello con un plazo de un año contado a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto.  

Lo anterior es un imperativo dada la importancia de los contenidos previstos para estas 
leyes y el impacto que tendrán en el desarrollo futuro de las instituciones policiales de todo 
el país y considerando la imperiosa necesidad de avanzar en los procesos homogéneos de 
reclutamiento, selección, promoción, certificación y profesionalización, así como en la 
creación e interconexión de bancos de datos como herramientas imprescindibles para 
mejorar la lucha contra la delincuencia en todo el territorio nacional.  
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Por otra parte, la experiencia internacional también ha demostrado que una reforma de esta 
envergadura requiere una cantidad significativa de recursos financieros. Sin éstos, la 
reforma estaría condenada el fracaso, ya que se requiere invertir, señaladamente, en la 
capacitación de ministerios públicos, jueces, magistrados, defensores públicos, entre otros, 
así como la inversión en infraestructura inmobiliaria para la adecuación al desarrollo de las 
audiencias. Por ello, en un artículo séptimo transitorio, se plasma la obligación de 
Federación y de las Legislaturas de las entidades federativas de destinar los recursos 
necesarios para la reforma del sistema de justicia penal.  

De igual importancia resulta también el contar con una instancia coordinadora de los 
esfuerzos nacionales para llevar a buen puerto la reforma, tanto a nivel federal como de las 
entidades federativas. En esta instancia deben de participar, además de los Poderes de la 
Unión, otras instancias, como las organizaciones sociales o académicas que puedan aportar 
su conocimiento, trabajos estadísticos y experiencia en el litigio que enriquezcan la 
implantación del nuevo proceso penal.  

Esta instancia se crea en el artículo octavo transitorio del Decreto y prevé su 
establecimiento dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor de la reforma. 
Desde luego se prevé dotar a esta instancia de una secretaría técnica que actúe como la 
parte ejecutiva u operativa para promover y apoyar a los distintos poderes, dependencias o 
entidades en el largo camino que ahora se inicia.  

Finalmente, y como un aspecto independiente de los relativos al régimen de transición para 
la aplicación del nuevo sistema, se prevé un artículo décimo transitorio dedicado a regular 
el arraigo domiciliario.  

El carácter de transitoriedad de esta medida cautelar, estriba en el hecho de que su 
existencia es considerada como incompatible o innecesaria dentro de los sistemas penales 
acusatorios.  

No obstante, es necesario reconocer que su desaparición inmediata privaría a las 
autoridades de procuración de justicia, federal y locales, de una herramienta que 
actualmente está prevista en la mayoría de los códigos adjetivos y, por tanto, debe subsistir 
al menos hasta que entre en vigor el sistema procesal acusatorio.  

Para evitar que la utilización indiscriminada de esta medida, se ha considerado pertinente 
establecer en el propio transitorio las hipótesis precisas para su procedencia, así como el 
máximo de su duración.  

Por lo anteriormente expuesto, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 
Justicia, sometemos a la consideración de esta Asamblea, el siguiente proyecto de:  
   

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
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Único. Se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 
motive la causa legal del procedimiento.  

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que preceda 
denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito, sancionado con pena 
privativa de libertad y obren datos que establezcan que se ha cometido ese hecho y que 
exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.  

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá poner al inculpado a 
disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más estricta responsabilidad. La 
contravención a lo anterior será sancionada por la ley penal.  

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un 
delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a 
disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del ministerio 
público. Existirá un registro inmediato de la detención.  

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el 
riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre y 
cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o 
circunstancia, el ministerio público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, 
fundando y expresando los indicios que motiven su proceder  

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá 
inmediatamente ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.  

La autoridad judicial, a petición del ministerio público y tratándose de delitos de 
delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las 
modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta 
días, siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de 
personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se 
sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el 
ministerio público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, 
la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días.  

Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más 
personas, para cometer delitos en forma permanente o reiterada, en los términos de la 
ley de la materia.  

Ningún indiciado podrá ser retenido por el ministerio público por más de cuarenta y ocho 
horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad 
judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia 
organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal.  
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En los casos de delincuencia organizada, el Ministerio Público de la Federación, 
autorizado en cada caso por el Procurador General de la República tendrá acceso 
directo a la documentación fiscal, financiera, fiduciaria, bursátil, electoral y aquélla 
que por ley tenga carácter reservado, cuando se encuentre relacionada con la 
investigación del delito.  

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del 
ministerio público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas 
que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse 
la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos 
testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la 
autoridad que practique la diligencia.  

La policía podrá ingresar sin orden judicial a un domicilio cuando exista una amenaza 
actual o inminente a la vida o a la integridad corporal de las personas, así como en el 
caso de flagrancia cuando se esté persiguiendo materialmente al inculpado, en los 
términos del párrafo cuarto de este artículo.  

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará penalmente cualquier acto 
que atente contra la libertad y privacía de las mismas, excepto cuando sean aportadas de 
forma voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas. El juez 
valorará el alcance de éstas, siempre y cuando contengan información relacionada con 
la comisión de un delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el 
deber de confidencialidad que establezca la ley.  

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte 
la ley o del titular del ministerio público de la entidad federativa correspondiente, podrá 
autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad 
competente deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, 
el tipo de intervención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal 
no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter electoral, 
fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del 
detenido con su defensor.  

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma 
inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias 
precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control 
judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. 
Deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y 
ministerio público y demás autoridades competentes.  

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes. 
Los resultados de las intervenciones que no cumplan con éstos, carecerán de todo valor 
probatorio.  

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para 
cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la 



54 
 

exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las 
disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las 
formalidades prescritas para los cateos.  

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará libre de todo registro, y 
su violación será penada por la ley.  

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa particular contra la 
voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares podrán 
exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que establezca 
la ley marcial correspondiente.  

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho.  

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.  

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la 
materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y 
establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial.  

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en 
audiencia pública previa citación de las partes.  

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la 
independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.  

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un 
servicio de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las 
condiciones para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las 
percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los 
agentes del ministerio público.  

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.  

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión 
preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se destinare para la extinción de las penas y 
estarán completamente separados.  

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación y la salud como medios para lograr la reinserción del sentenciado a 
la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para 
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él prevé la ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados 
a los hombres para tal efecto.  

La Federación, los Estados y el Distrito Federal podrán celebrar convenios para que los 
sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan las penas en 
establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa.  

La Federación, los Estados y el Distrito Federal establecerán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, un sistema integral de justicia que será aplicable a quienes se 
atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes penales y tengan 
entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, en el que se garanticen los 
derechos fundamentales que reconoce esta Constitución para todo individuo, así como 
aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 
reconocidos. Las personas menores de doce años que hayan realizado una conducta prevista 
como delito en la ley, solo serán sujetos a rehabilitación y asistencia social.  

La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de instituciones, 
tribunales y autoridades especializados en la procuración e impartición de justicia para 
adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de orientación, protección y tratamiento que 
amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y el interés superior del adolescente.  

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, 
siempre que resulte procedente. En todos los procedimientos seguidos a los adolescentes se 
observará la garantía del debido proceso legal, así como la independencia entre las 
autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser 
proporcionales a la conducta realizada y tendrán como fin la reintegración social y familiar 
del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. El internamiento 
se utilizará solo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá 
aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión 
de conductas antisociales calificadas como graves.  

Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando penas en 
países extranjeros, podrán ser trasladados a la República para que cumplan sus condenas 
con base en los sistemas de reinserción social previstos en este artículo, y los sentenciados 
de nacionalidad extranjera por delitos del orden federal o del fuero común, podrán ser 
trasladados al país de su origen o residencia, sujetándose a los Tratados Internacionales que 
se hayan celebrado para ese efecto. El traslado de los reclusos sólo podrá efectuarse con su 
consentimiento expreso.  

Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán compurgar sus 
penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su 
reintegración a la comunidad como forma de reinserción social. Esta disposición no 
aplicará en caso de delincuencia organizada y respecto de otros internos que 
requieran medidas especiales de seguridad.  

Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en materia de delincuencia 
organizada se destinarán centros especiales. Las autoridades competentes podrán 
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restringir las comunicaciones de los inculpados y sentenciados por delincuencia 
organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor, e imponer medidas de 
vigilancia especial a quienes se encuentren internos en estos establecimientos. Lo 
anterior podrá aplicarse a otros internos que requieran medidas especiales de 
seguridad.  

Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta 
y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique 
con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se impute al 
acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que 
establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la 
probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión.  

El ministerio público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras 
medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del 
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de 
los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado o 
haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez 
ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia 
organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en 
contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la 
salud.  

La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá revocar la libertad de los 
individuos vinculados a proceso.  

El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá prorrogarse únicamente a 
petición del indiciado, en la forma que señale la ley. La prolongación de la detención en su 
perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad responsable del establecimiento en 
el que se encuentre internado el indiciado, que dentro del plazo antes señalado no reciba 
copia autorizada del auto de vinculación a proceso y del que decrete la prisión preventiva, 
o de la solicitud de prórroga del plazo constitucional, deberá llamar la atención del juez 
sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia 
mencionada dentro de las tres horas siguientes, pondrá al indiciado en libertad.  

Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados en el 
auto de vinculación a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha 
cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto de investigación separada, 
sin perjuicio de que después pueda decretarse la acumulación, si fuere conducente.  

Si con posterioridad a la emisión del auto de vinculación a proceso por delincuencia 
organizada el inculpado evade la acción de la justicia o es puesto a disposición de otro 
juez que lo reclame en el extranjero, se suspenderá el proceso junto con los plazos 
para la prescripción de la acción penal.  
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Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda molestia que se infiera sin 
motivo legal, toda gabela o contribución, en las cárceles, son abusos que serán corregidos 
por las leyes y reprimidos por las autoridades.  

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.  

A. De los principios generales:  

I. El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al 
inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el 
delito se reparen;  

II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda delegar en 
ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual deberá realizarse 
de manera libre y lógica.  

III. Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas que 
hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las excepciones y 
los requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza 
requiera desahogo previo.  

IV. El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del caso previamente. La 
presentación de los argumentos y los elementos probatorios se desarrollará de manera 
pública, contradictoria y oral;  

V. La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad procesal 
para sostener la acusación o la defensa, respectivamente.  

VI. Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con cualquiera 
de las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo momento el principio de 
contradicción, salvo las excepciones que establece esta Constitución;  

VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del 
inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos y bajo las 
modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, 
voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su participación en el delito 
y existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez 
citará a audiencia de sentencia. La ley establecerá los beneficios que se podrán 
otorgar al inculpado cuando acepte su responsabilidad.  

VIII. El juez sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad del 
procesado;  

IX. Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula; y  
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X. Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las audiencias 
preliminares al juicio.  

B. De los derechos de toda persona imputada:  

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante 
sentencia emitida por el juez de la causa.  

II. A declarar o a guardar silencio. Desde el momento de su detención se le harán 
saber los motivos de la misma y su derecho a guardar silencio, el cual no podrá ser 
utilizado en su perjuicio. Queda prohibida y será sancionada por la ley penal, toda 
incomunicación, intimidación o tortura. La confesión rendida sin la asistencia del 
defensor carecerá de todo valor probatorio.  

III. A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su 
comparecencia ante el ministerio público o el juez, los hechos que se le imputan y los 
derechos que le asisten. Tratándose de delincuencia organizada, la autoridad judicial 
podrá autorizar que se mantenga en reserva el nombre y datos del acusador.  

La ley establecerá beneficios a favor del inculpado, procesado o sentenciado que 
preste ayuda eficaz para la investigación y persecución de delitos en materia de 
delincuencia organizada;  

IV. Se le recibirán los testigos y demás pruebas pertinentes que ofrezca, concediéndosele el 
tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para obtener la comparecencia 
de las personas cuyo testimonio solicite, en los términos que señale la ley;  

V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo podrá 
restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de seguridad 
nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y menores, cuando se 
ponga en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos, o cuando el tribunal 
estime que existen razones fundadas para justificarlo.  

En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación podrán 
tener valor probatorio, cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exista riesgo 
para testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o 
impugnarlas y aportar pruebas en contra.  

VI. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en el 
proceso.  

El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la investigación cuando el 
primero se encuentre detenido y cuando pretenda recibírsele declaración o 
entrevistarlo. Asimismo, antes de su primera comparecencia ante juez podrán 
consultar dichos registros, con la oportunidad debida para preparar la defensa. A 
partir de este momento no podrán mantenerse en reserva las actuaciones de la 
investigación, salvo los casos excepcionales expresamente señalados en la ley cuando 
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ello sea imprescindible para salvaguardar el éxito de la investigación y siempre que 
sean oportunamente revelados para no afectar el derecho de defensa;  

VII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no 
exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo 
que solicite mayor plazo para su defensa;  

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá libremente 
incluso desde el momento de su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, 
después de haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor público. 
También tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y éste 
tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera, y  

IX. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta de pago de 
honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de 
responsabilidad civil o algún otro motivo análogo.  

La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije la 
ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo 
que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si 
cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el imputado será puesto en 
libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer 
otras medidas cautelares.  

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la 
detención.  

C. De los derechos de la víctima o del ofendido:  

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la 
Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal;  

II. Coadyuvar con el ministerio público; a que se le reciban todos los datos o elementos de 
prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se 
desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los 
recursos en los términos que prevea la ley.  

Cuando el ministerio público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, 
deberá fundar y motivar su negativa;  

III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia;  

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el ministerio público 
estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u 
ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de 
dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.  
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La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del 
daño;  

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: 
cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, secuestro o 
delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su 
protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa.  

El ministerio público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y 
en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar 
el buen cumplimiento de esta obligación;  

VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y 
restitución de sus derechos;  

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del ministerio público en la 
investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, 
desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté 
satisfecha la reparación del daño.  

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al ministerio público y a las 
policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de 
esta función.  

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al ministerio público. 
La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal 
ante la autoridad judicial.  

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la 
autoridad judicial.  

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los 
reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto 
hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no 
pagaré la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto 
correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas.  

Si el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, obrero o 
trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de 
un día.  

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se imponga por infracción de los 
reglamentos gubernativos y de policía, no excederá del equivalente a un día de su 
ingreso.  



61 
 

El ministerio público podrá considerar criterios de oportunidad para el ejercicio de la 
acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley.  

El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la 
jurisdicción de la Corte Penal Internacional.  

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y 
persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones 
administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta 
Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por 
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.  

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y 
profesional. El ministerio público y las instituciones policiales de los tres órdenes de 
gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad 
pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a 
las siguientes bases mínimas:  

a) La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública. La operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios en el ámbito de sus 
respectivas atribuciones.  

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las 
instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones 
de seguridad pública si no ha sido debidamente certificado y registrado en el sistema.  

c) La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos.  

d) Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en 
los procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito así como de las 
instituciones de seguridad pública.  

e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán 
aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente 
a estos fines.  

Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, 
los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de 
bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado.  

No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea 
decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete una autoridad 
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judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. 
Tampoco se considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de 
los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los 
términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos bienes cuyo dominio se 
declare extinto en sentencia. En el caso de extinción de dominio se establecerá un 
procedimiento que se regirá por las siguientes reglas:  

I. Será jurisdiccional y autónomo del de materia penal.  

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, 
secuestro, robo de vehículos y trata de personas, respecto de los bienes siguientes:  

a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya 
dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero existan elementos 
suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió.  

b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan 
sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes producto del delito, siempre y 
cuando se reúnan los extremos del inciso anterior.  

c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su 
dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para 
impedirlo.  

d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero existan suficientes 
elementos para determinar que son producto de delitos patrimoniales o de 
delincuencia organizada, y el acusado por estos delitos se comporte como dueño.  

III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recursos respectivos 
para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actuación de buena fe, así como 
que estaba impedida para conocer la utilización ilícita de sus bienes.  

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I. a XX. ...  

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Federación y fijar los castigos que por 
ellos deban imponerse, así como legislar en materia de delincuencia organizada.  

XXII. …  

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la Federación, el 
Distrito Federal, los Estados y los Municipios, así como para establecer y organizar a las 
instituciones de seguridad pública en materia federal, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 21 de esta Constitución.  
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XXIV. a XXIX-N. …  

Artículo 115. Los Estados adoptarán…  

I. a VI. …  

VII. La policía preventiva estará al mando del presidente municipal en los términos de la 
Ley de Seguridad Pública del Estado. Aquélla acatará las órdenes que el Gobernador del 
Estado le transmita en aquellos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración 
grave del orden público.  

…  

VIII. ...  

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 
promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.  

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre 
el trabajo, las cuales regirán:  

Apartado A….  

Apartado B…  

I. A XII.  

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del ministerio público, 
peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.  

Los agentes del ministerio público, los peritos y los miembros de las instituciones 
policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser 
separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el 
momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por 
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad 
jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra 
forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a 
pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún 
caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio 
o medio de defensa que se hubiere promovido.  

Las autoridades del orden federal, estatal, del Distrito Federal y municipal, a fin de 
propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del ministerio 
público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y 
dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social.  
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El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y 
Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este 
apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad 
social de los componentes de dichas instituciones.  

XIII bis. a XIV. …  

Transitorios  

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en los artículos transitorios 
siguientes.  

Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos 
segundo y decimoquinto; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, 
de la Constitución, entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria 
correspondiente, sin exceder el plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la 
publicación de este Decreto.  

En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u 
ordenamientos legales que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal 
acusatorio. La Federación, los Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal 
acusatorio en la modalidad que determinen, sea regional o por tipo de delito.  

En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo 
anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una 
declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale 
expresamente que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos 
ordenamientos y, en consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución 
empezarán a regular la forma y términos en que se substanciarán los procedimientos 
penales.  

Tercero. No obstante lo previsto en el artículo transitorio segundo, el sistema procesal 
penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimoquinto; 17, párrafos 
tercero, cuarto y sexto; 19,; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor al 
día siguiente de la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación, 
en las entidades federativas que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales 
vigentes, siendo plenamente válidas las actuaciones procesales que se hubieren practicado 
con fundamento en tales ordenamientos, independientemente de la fecha en que éstos 
entraron en vigor. Para tal efecto, deberán hacer la declaratoria prevista en el artículo 
transitorio segundo.  

Cuarto. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del 
nuevo sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y 
decimoquinto; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la 
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Constitución, serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a 
dicho acto.  

Quinto. El nuevo sistema de reinserción previsto en el párrafo segundo del artículo 18, así 
como el régimen de modificación y duración de penas establecido en el párrafo tercero del 
artículo 21, entrarán en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria 
correspondiente, sin que pueda exceder el plazo de tres años, contados a partir del día 
siguiente de la publicación de este Decreto.  

Sexto. Las legislaciones en materia de delincuencia organizada de las entidades federativas, 
continuarán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad conferida en 
el artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos penales iniciados con 
fundamento en dichas legislaciones, así como las sentencias emitidas con base en las 
mismas, no serán afectados por la entrada en vigor de la legislación federal. Por lo tanto, 
deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme a las disposiciones vigentes 
antes de la entrada en vigor de esta última.  

Séptimo. El Congreso de la Unión, a más tardar dentro de seis meses a partir de la 
publicación de este Decreto, expedirá la ley que establezca el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. Las entidades federativas expedirán a más tardar en un año, a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto, las leyes en esta materia.  

Octavo. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los estados y el órgano legislativo del 
Distrito Federal, deberán destinar los recursos necesarios para la reforma del sistema de 
justicia penal. Las partidas presupuestales deberán señalarse en el presupuesto inmediato 
siguiente a la entrada en vigor del presente decreto y en los presupuestos sucesivos. Este 
presupuesto deberá destinarse al diseño de las reformas legales, los cambios 
organizacionales, la construcción y operación de la infraestructura, y la capacitación 
necesarias para jueces, agentes del ministerio público, policías, defensores, peritos y 
abogados.  

Noveno. Dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto se 
creará una instancia de coordinación integrada por representantes de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, además del sector académico y la sociedad civil, así como de las 
Conferencias de Seguridad Pública, Procuración de Justicia y de Presidentes de Tribunales, 
la cual contará con una secretaría técnica, que coadyuvará y apoyará a las autoridades 
locales y federales, cuando así se lo soliciten.  

Décimo. La Federación creará un fondo especial para el financiamiento de las actividades 
de la secretaría técnica a que se refiere el artículo transitorio octavo. Los fondos se 
otorgarán en función del cumplimiento de las obligaciones y de los fines que se establezcan 
en la Ley.  

Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema procesal acusatorio, los agentes del 
ministerio público que determine la ley podrán solicitar al juez el arraigo domiciliario del 
indiciado tratándose de delitos graves y hasta por un máximo de cuarenta días.  
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Esta medida será procedente siempre que sea necesaria para el éxito de la investigación, la 
protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el 
inculpado se sustraiga a la acción de la justicia.  

Palacio Legislativo de San Lázaro; diciembre 10 de 2007.  

La Comisión de Justicia  

Diputados: César Camacho Quiroz (rúbrica), presidente; Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Violeta del 
Pilar Lagunes Viveros, Carlos Alberto Navarro Sugich, Miguel Ángel Arellano Pulido, Jorge Mario Lescieur 
Talavera (rúbrica), Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, Faustino Javier Estrada González, secretarios; 
Mónica Arriola, Alliet Mariana Bautista Bravo (rúbrica), Liliana Carbajal Méndez (rúbrica), Rogelio Carbajal 
Tejada (rúbrica), Raúl Cervantes Andrade (rúbrica), Jesús de León Tello (rúbrica), José Manuel del Río 
Virgen, Antonio de Jesús Díaz Athié, Rutilio Cruz Escandón Cadenas, Arturo Flores Grande, Silvano Garay 
Ulloa (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Omeheira López Reyna, Andrés Lozano Lozano 
(rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbrica), Mario Eduardo Moreno 
Álvarez, Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Yadhira Yvette Tamayo 
Herrera (rúbrica).  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero Torres (rúbrica), 
Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernández Balboa (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres, 
José Jesús Reyna García, Patricia Obdulia de Jesús Castillo Romero (rúbrica), Silvano Garay Ulloa, 
secretarios; Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Rogelio 
Carbajal Tejada (rúbrica), Leticia Díaz de León Torres, José Luis Espinosa Piña, Lizbeth Evelia Medina 
Rodríguez, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica), Juan José Rodríguez 
Prats, Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), Juan Nicasio Guerra 
Ochoa, Andrés Lozano Lozano (rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz 
Magallón, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Arely Madrid Tovilla, Juan 
Francisco Rivera Bedoya (rúbrica), Víctor Samuel Palma César, Raúl Cervantes Andrade, Francisco Elizondo 
Garrido (rúbrica).  
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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 69 Y 93 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

México, DF, a 19 de junio de 2008.  

Secretarios de la Cámara de Diputados  
Presentes  

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artículo 72 constitucional, me permito 
devolver a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto de decreto que reforma los 
artículos 69 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Atentamente  
Senador José González Morfin (rúbrica)  
Vicepresidente  

Minuta  
Proyecto de Decreto  

Que reforma los artículos 69 y 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos  

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo, y se adiciona un párrafo segundo al artículo 
69; se reforma el párrafo segundo y se adicionan los párrafos cuarto y quinto al artículo 93, 
ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue:  

Artículo 69. En la apertura de sesiones ordinarias del primer periodo de cada año de 
ejercicio del Congreso, el presidente de la república presentará un informe por escrito, en el 
que manifieste el estado general que guarda la administración pública del país. En la 
apertura de las sesiones extraordinarias del Congreso de la Unión, o de una sola de sus 
Cámaras, el Presidente de la Comisión Permanente informará acerca de los motivos o 
razones que originaron la convocatoria.  

Cada una de las Cámaras realizará el análisis del informe y podrá solicitar al presidente de 
la república ampliar la información mediante pregunta por escrito y citar a los secretarios 
de Estado, al procurador general de la República y a los directores de las entidades 
paraestatales, quienes comparecerán y rendirán informes bajo protesta de decir verdad. La 
Ley del Congreso y sus reglamentos regularán el ejercicio de esta facultad.  

Artículo 93. Los secretarios del despacho, luego que esté abierto el periodo de sesiones 
ordinarias, darán cuenta al Congreso del estado que guarden sus respectivos ramos.  

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secretarios de Estado, al procurador 
general de la República, a los directores y administradores de las entidades paraestatales, 
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así como a los titulares de los órganos autónomos, para que informen bajo protesta de decir 
verdad, cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concerniente a sus respectivos 
ramos o actividades o para que respondan a interpelaciones o preguntas.  

…  

Las Cámaras podrán requerir información o documentación a los titulares de las 
dependencias y entidades del gobierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual 
deberá ser respondida en un término no mayor a 15 días naturales a partir de su recepción.  

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de conformidad con la Ley del Congreso y sus 
reglamentos.  

Artículos Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan el presente decreto.  

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.- México, DF, a 19 de junio de 
2008.  

Senador José González Morfín (rúbrica)  
Vicepresidente  

Senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (rúbrica)  
Secretario  

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Junio 19 de 2008.)  
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DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON PROYECTO DE 
DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 4o. Y 73 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Puntos Constitucionales, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45, 
numeral 6, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos; 55, 56, 60,87 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de los integrantes de 
esta honorable asamblea el presente dictamen.  

I. Antecedentes del proceso legislativo  

1. En sesión de fecha 9 de diciembre de 1999, correspondiente al primer periodo ordinario 
del tercer año de la LVII Legislatura, la diputada federal María de Lourdes Rojo e 
Incháustegui, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática, presentó iniciativa que reforma y adiciona el artículo 3o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada, para su estudio, análisis y 
dictamen, a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con opinión de la 
Comisión de Cultura; se considera para efectos de dictamen por coincidir con la materia.  

2. En sesión de fecha 2 de abril del 2002, correspondiente al segundo periodo ordinario del 
segundo año de la LVIII Legislatura, el diputado federal José Manuel Correa Ceseña, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó 
iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para establecer constitucionalmente el derecho a la cultura, la cual fue turnada, 
para su estudio, análisis y dictamen, a la Comisión de Puntos Constitucionales, con opinión 
de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos; se considera para efectos de 
dictamen por coincidir con la materia.  

3. En sesión de fecha 28 de abril del 2003, correspondiente al segundo periodo ordinario 
del tercer año de la LVIII Legislatura, el diputado federal Luis Miguel Barbosa Huerta, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó 
iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para reconocer el derecho a la cultura y a la creación cultural como garantías 
fundamentales del individuo, la cual fue turnada para su estudio, análisis y dictamen a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, se considera para efectos de dictamen por coincidir 
con la materia.  

4. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 27 de abril de 2004, correspondiente 
al segundo periodo ordinario del primer año legislativo, el diputado federal Inti Muñoz 
Santini, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 
presentó iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona un párrafo noveno y uno 
décimo al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
reconocer el derecho a la cultura, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos 
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Constitucionales, con opinión de la Comisión de Cultura, se considera para efectos de 
dictamen por coincidir con la materia.  

5. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 29 de abril de 2004, correspondiente 
al segundo periodo ordinario del primer año legislativo, la diputada federal Carla Rochín 
Nieto, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se adicionan diversos artículos (sic) a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de establecer el derecho a la cultura y la 
facultad del Congreso para legislar a favor de la materia cultural, la cual fue turnada a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, con opinión de la Comisión de Cultura; se considera 
para efectos de dictamen por coincidir con la materia.  

6. En sesión ordinaria del 26 de abril de 2007, el diputado José Alfonso Suárez del Real y 
Aguilera, integrante del Grupo Parlamentario del PRD, presentó iniciativa que reforma el 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para establecer 
dentro de las facultades expresas del Congreso de la Unión el legislar en materia de 
derechos de autor, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, con 
opinión de la Comisión de Cultura; se considera para efectos de dictamen por coincidir con 
la materia.  

7. En sesión ordinaria del 16 de mayo de 2007, el diputado José Alfonso Suárez del Real y 
Aguilera, presentó una iniciativa con proyecto de decreto para reformar el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, con una fracción undécima, en la 
que se establece el "derecho al acceso a la cultura, el libre ejercicio de los derechos 
culturales y el respeto a la diversidad cultural y a la libertad creativa", la cual fue turnada a 
la Comisión de Puntos Constitucionales; se considera para efectos de dictamen por 
coincidir con la materia.  

8. En sesión del 27 de junio de 2007, los diputados Humberto Zazueta Aguilar y Emilio 
Ulloa Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 
presentaron iniciativa que reforma la fracción V y adiciona la fracción IX al artículo 3o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos relativa al derecho a la cultura, la 
cual fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales; se considera para efectos de 
dictamen por coincidir con la materia.  

9. En sesión ordinaria del 16 de octubre de 2007, el diputado Ramón Ignacio Lemus Muñoz 
Ledo, en nombre de los integrantes de Comisión de Cultura de la LX Legislatura por el 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y por el Grupo Parlamentario de Nueva 
Alianza presentó iniciativa para reformar los artículos 4 y 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de cultura. La iniciativa fue publicada en la 
Gaceta Parlamentaria número 2358-II el 09 de octubre de 2007 y turnada a la Comisión de 
Puntos Constitucionales con opinión de la Comisión de Cultura; se considera para efectos 
de dictamen por coincidir con la materia.  

10. En sesión ordinaria de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el 10 de 
septiembre de 2008, se sometió a consideración de los integrantes de la misma y fue 
aprobado por unanimidad de los presentes.  
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II. Materia de las iniciativas  

1. Contenido de las iniciativas referidas que proponen reformar los artículos 3o. y 4o. 
constitucionales para establecer el derecho a la cultura en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos1  

La propuesta de la diputada María Rojo Incháustegui, presentada en la LVII Legislatura, 
propone una modificación al artículo 3o. constitucional en su fracción V, argumentando lo 
siguiente: "la cultura es el atributo por excelencia de la condición humana en sus relaciones 
con el cosmos, la naturaleza y su diversidad de vidas, con el mundo material y del espíritu. 
Nacemos y nos desarrollamos en ella y le da sentido a la vida a partir de sus diversos 
elementos que infunden cohesión a la organización social y propician la libertad humana".  

Desde este punto de vista, la diputada proponente estima que existen algunos aspectos de la 
cultura que aún no se encuentran establecidos en un marco jurídico propio y es necesario 
considerar su definición y vinculación con otras garantías como la de la libertad de 
expresión, que tiene como referente la cultura y la libertad creativa, en ese sentido, dicha 
libertad funda nuestro imaginario social y define nuestra identidad.  

La iniciativa propone una reforma amplia de la fracción V del artículo 3o. constitucional en 
los siguientes términos:  

V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria, señaladas en el 
primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades educativos, 
incluyendo la educación inicial y a la educación superior. El desarrollo cultural de la 
Nación mexicana es una actividad prioritaria del Estado. La Ley protegerá, 
promoverá e incentivará a las industrias culturales y toda manifestación cultural, en 
especial las relacionadas con el arte y las ciencias y garantizará el libre acceso de todo 
individuo a las mismas.  

Por otra parte, el 2 de abril del 2002 el diputado federal José Manuel Correa Ceseña 
presentó iniciativa que busca adicionar la fracción V del artículo tercero constitucional para 
establecer que la cultura debe entenderse como un derecho fundamental de todos los 
mexicanos, en vista de su papel como factor esencial de la identidad nacional.  

El 28 de abril de 2003 el diputado Luis Miguel Barbosa Huerta, presentó un proyecto más 
que busca adiciona un párrafo al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para reconocer el derecho a la cultura y a la creación cultural y a 
participar en la vida cultural como una garantía fundamental del individuo.  

El 27 de abril de 2004, correspondiente al segundo periodo ordinario del primer año 
legislativo de la LIX Legislatura, el diputado Inti Muñoz presentó iniciativa para adicionar 
un párrafo noveno y décimo al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para reconocer en el marco jurídico constitucional el derecho de las 
personas a la cultura y a la creación cultural.  
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En ese mismo sentido, la entonces diputada Carla Rochín Nieto propuso también en la LIX 
Legislatura iniciativa con proyecto de decreto en la que pone a consideración la adición de 
diversos artículos a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: una fracción 
IX al artículo 3o. y una fracción XXIX-L al artículo 73, para reconocer que "toda persona 
tiene derecho al acceso, participación y disfrute de los bienes, servicios, manifestaciones y 
expresiones culturales, históricas, arqueológicas y artísticas, tangibles e intangibles". 
Sostiene además que el Estado promoverá y tutelará este derecho, con apego a la plena e 
irrestricta libertad de las personas en el ejercicio del mismo. Al mismo tiempo que estará 
obligado a proteger, conservar, restaurar y fomentar el patrimonio cultural, histórico, 
arqueológico y artístico de la nación  

Ya en la LX Legislatura los diputados José Alfonso Suárez del Real, Emilio Ulloa Pérez y 
Aurora Cervantes, presentaron un proyecto en el que, además de señalar el rezago en la 
legislación cultual del país, sostienen que el derecho a la cultura no se consigna en la 
Constitución Política. "Esta falta de certeza jurídica limita los alcances de la cultura como 
motor económico y factor del desarrollo social". En ese sentido, proponen la siguiente 
redacción: "Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y a ejercer plenamente sus 
derechos culturales. El Estado mexicano es garante de estos derechos". Además la 
iniciativa expone la necesidad de armonizar el texto constitucional con la objetivación de 
los convenios internacionales, en particular los relativos a los derechos culturales y el 
derecho al acceso a la cultura.  

Por su parte los diputados Emilio Ulloa Pérez y Humberto Zazueta Aguilar, presentaron un 
proyecto de decreto más que busca reformar la fracción V del artículo tercero la cual 
sostiene que, "Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria señaladas 
en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades 
educativos -incluyendo la educación inicial y la educación superior- necesarios para el 
desarrollo de la nación, apoyará la investigación científica, tecnológica, cultural y artística". 
Así mismo propone una adicionaría la fracción IX del mismo artículo en el que se 
establezca que todos los mexicanos, residentes o no en territorio nacional, tienen el derecho 
universal, indivisible e interdependiente de acceder y disfrutar de todos los bienes tangibles 
e intangibles de la cultura nacional, así como de los servicios que el Estado provea para su 
difusión y promoción. Establece además que el Estado garantizará el ejercicio de éste 
derecho de manera justa y equitativa, en igualdad de condiciones y oportunidades, 
permitiendo a los particulares participar de manera libre en la política y en los programas 
elaborados para tal efecto en los tres órdenes de gobierno, asegurando transparencia y pleno 
ejercicio del derecho a la información pública, en los términos y condiciones que 
determinen las leyes de la materia.  

La iniciativa presentada por el diputado Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo, a nombre de 
los diputados integrantes de Comisión de Cultura de la LX Legislatura por el Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional y por el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza 
propone adicionar un párrafo noveno al artículo 4o. y la fracción XXIX-O al artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señalando en su exposición de 
motivos que desde el inicio de la pasada administración, el Ejecutivo Federal, a través del 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, tenía claro que uno de los requerimientos 
normativos para situar la política cultural como prioridad en la agenda nacional y darle 
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medios necesarios para el logro de sus objetivos era promover una reforma constitucional 
para garantizar el derecho de todo mexicano al acceso y disfrute de los bienes y servicios 
culturales, así como la promulgación de una ley en materia cultural que estableciera el 
marco para la formulación de las políticas culturales y la distribución de competencias en 
cada uno de los principales campos de acción.  

El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 establece: "El Gobierno de la República prestará 
especial atención a las políticas públicas que inciden en el arte, la cultura, el deporte y la 
recreación, al considerarlas actividades centrales para la salud y vitalidad de la sociedad. Se 
realizaran esfuerzos importantes para ampliar el alcance y la profundidad de la acción 
pública en materia de cultura y arte".  

En ese mismo sentido, tanto el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 como el Programa 
Nacional de Cultura 2007-2012, coinciden en que las manifestaciones de la cultura no son 
sólo expresiones íntimas y naturales del ser de los pueblos, sino que su conservación y 
recreación las convierten en activos que contribuyen al desarrollo social y económico de la 
Nación. Por ello proponen garantizar que los mexicanos cuenten con oportunidades 
efectivas para ejercer a plenitud sus derechos ciudadanos y para participar activamente en 
la vida política, cultural, económica y social de sus comunidades y del país. En ambos 
documentos existe el compromiso de impulsar una legislación integral que garantice el 
derecho a la cultura y disfrute de los bienes y servicios artísticos para todos los mexicanos, 
que fomente la difusión y promoción nacional e internacional de nuestra riqueza cultural y 
que, a la vez, garantice la protección del patrimonio histórico y artístico de México.  

Ahora bien, pese al reconocido papel positivo que el Estado mexicano ha desempeñado en 
diversos organismos internacionales, muchos de los resolutivos y de las disposiciones 
internacionales en torno de la cultura y la política cultural aún no alcanzan a expresarse con 
precisión en nuestra sociedad, ni a plasmarse completamente en el marco normativo de la 
materia.  

En ese sentido son necesarias reformas de las leyes secundarias del sector, pero si no se 
concreta la reforma constitucional, difícilmente se contará con el sustento de dichas 
reformas y los principios que reflejen y contengan las políticas culturales.  

Es importante señalar que aunque, en la fracción V, del artículo 3o. constitucional se 
encuentra establecida la obligación del Estado en materia de difusión cultural no se 
encuentra establecido el derecho al acceso a la cultura, ni el ejercicio de los derechos 
culturales.  

2. Contenido de las iniciativas referidas que proponen reformar el artículo 73 
constitucional para establecer la facultad del Congreso para legislar en materia de 
derechos de autor y de expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la 
federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal coordinen acciones en 
materia de cultura y los mecanismos de participación de los sectores social y privado  

Por lo que toca al artículo 73 constitucional, la iniciativa de la diputada Carla Rochín 
propone que el Congreso tenga la facultad, mediante la adición de una fracción XXIX-L, de 
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expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la Federación, estados, municipios 
y el Distrito Federal, coordinarán sus acciones en materia de cultura, y los mecanismos de 
participación de los sectores social y privado, con el objeto de dar cabal cumplimiento a lo 
establecido en la fracción IX del artículo 3o. de la Constitución.  

Por su parte, la iniciativa de reforma al artículo 73 constitucional presentada por el diputado 
Suárez del Real y Aguilera señala en su exposición de motivos que en la defensa de los 
derechos de autor, faltan muchos aspectos para legislar. Que si bien se han contemplado en 
la legislación vigente, los llamados derechos vecinos o conexos, respecto de la protección 
de los artistas, intérpretes o ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de 
radiodifusión; han quedado pendientes algunas de las disposiciones que protegen a los 
productores de fonogramas, como las contenidas en el artículo 12 de la Convención de 
Roma, no han sido integradas a la legislación nacional hasta el momento.  

El diputado proponente señala también que nuestro país ha suscrito y ratificado su adhesión 
a diversas convenciones internacionales en materia de protección del derecho de autor y 
que el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 
en su texto actual: "Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de 
ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren 
por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de 
toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 
tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o 
leyes de los estados".  

Lo que indica de manera evidente, el carácter federal que tiene la legislación en materia del 
derecho de autor; sin embargo entre las facultades del Congreso de la Unión contenidas en 
nuestra Constitución, no existe consignada la facultad expresa del Congreso para legislar en 
materia del derecho de autor.  

En lo que se refiere a la propuesta presentada por el diputado Ramón Ignacio Lemus 
Muñoz Ledo a nombre de diputados del Partido Acción Nacional y Nueva Alianza, en lo 
referente a reformar el artículo 73 de la Constitución, señala que, si bien es cierto que, la 
fracción XXV del artículo 73 constitucional faculta al congreso para legislar en materia de 
vestigios fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos cuya 
conservación sea de interés nacional, también lo es que esta fracción, además de presentar 
una limitación –ya que quedan sin protección otras categorías de patrimonio tangible e 
intangible-, no incluye la facultad para establecer las bases de coordinación en materia de 
cultura entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, ni los 
mecanismos de participación de los sectores social y privado.  

Con ese objetivo, y teniendo en cuenta las observaciones y recomendaciones que los 
organismos internacionales en la materia han realizado en los últimos años, los Diputados 
que suscriben dicha iniciativa proponen adicionar una fracción XXIX-O al artículo 73 para 
que el Congreso tenga la facultad de expedir leyes que establezcan las bases sobre las 
cuales la Federación, los Estados, los Municipios y el Distrito Federal coordinen acciones 
en materia de cultura y los mecanismos de participación de los sectores social y privado.  
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III. Considerandos  

1. Consideraciones de la comisión sobre las propuestas de reforma al artículo 4o. 
constitucional  

Con objeto de realizar un profundo análisis de las propuestas presentadas, la comisión 
proponente del presente dictamen se abocó al estudio de diversos documentos sobre el tema 
presentados en los últimos años por reconocidos organismos internacionales, los cuales han 
sostenido de manera reiterada la importancia de que las naciones enfrenten el desafío de 
construir sociedades incluyentes en términos culturales, para lo cual resulta necesario 
realizar modificaciones al marco jurídico a fin de crear las condiciones precisas para que 
los ciudadanos puedan acceder a los bienes y servicios culturales. Por esta razón se abordan 
las siguientes citas, a efecto de sustentar el dictamen.  

Al reunirse en México en 1982 la Conferencia Mundial sobre las Políticas Culturales, 
expresó su esperanza en la convergencia última de los objetivos culturales y espirituales de 
la humanidad, conviniendo en la Declaración de México sobre Políticas Culturales lo 
siguiente:  

a) Que en su sentido más amplio, la cultura puede considerarse actualmente como el 
conjunto de los rasgos distintivos, espirituales y materiales, intelectuales y afectivos 
que caracterizan a una sociedad o un grupo social. Ella engloba, además de las artes 
y las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales al ser humano, los 
sistemas de valores, las tradiciones y las creencias;  

b) Que la cultura da al hombre la capacidad de reflexionar sobre sí mismo. Es ella la 
que hace de nosotros seres específicamente humanos, racionales, críticos y 
éticamente comprometidos. A través de ella discernimos los valores y efectuamos 
opciones. A través de ella el hombre se expresa, toma conciencia de sí mismo, se 
reconoce como un proyecto inacabado, pone en cuestión sus propias realizaciones, 
busca incansablemente nuevas significaciones, y crea obras que lo trascienden. 

La declaratoria también refiere que "la cultura constituye una dimensión fundamental del 
proceso de desarrollo y contribuye a fortalecer la independencia, la soberanía y la identidad 
de las naciones. Así el crecimiento de la culturase ha concebido frecuentemente en términos 
cuantitativos, sin tomar en cuenta que detrás de las cifras debe considerarse una evaluación 
de los programas culturales: la formación de públicos, los hábitos de consumo cultural, los 
hábitos de lectura, etc. Por ello el auténticodesarrollo persigue el bienestar y la satisfacción 
constante de cada uno y de todos".  

En ese mismo sentido, la Declaración Universal de Derechos Humanos aprobada el 10 de 
diciembre de 1966 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, establece en su 
artículo 15 que:  

Artículo 15  
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"1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:  

a) Participar en la vida cultural;  

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;  

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas 
de que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar 
para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la 
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.  

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.  

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales." 

Por su parte, el artículo 6 de la Declaración Universal de la UNESCO sobre la Diversidad 
Cultural (Adoptada por la 31 a sesión de la Conferencia General de la UNESCO el 2 de 
noviembre de 2001), señala: "al tiempo que se garantiza la libre circulación de las ideas 
mediante la palabra y la imagen, hay que procurar que todas las culturas puedan expresarse 
y darse a conocer. La libertad de expresión, el pluralismo de los medios de comunicación, 
el multilingüismo, la igualdad de acceso a las expresiones artísticas, al saber científico y 
tecnológico —comprendida su forma electrónica— y la posibilidad, para todas las culturas, 
de estar presentes en los medios de expresión y de difusión, son los garantes de la 
diversidad cultural".  

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, en su informe sobre desarrollo 
humano 2004, afirma que "si el mundo desea lograr los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
y erradicar definitivamente la pobreza, primero debe enfrentar con éxito el desafío de 
construir sociedades inclusivas y diversas en términos culturales".  

La Convención sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones 
Culturales de la UNESCO celebrada en 2005, reconoce la doble índole -económica y 
cultural- de las actividades, los bienes y los servicios relativos a la cultura, y por 
consiguiente, considera que no deben tratarse como elementos dotados de un valor 
exclusivamente comercial. De ahí que se trate de crear un marco jurídico en el que se tenga 
en cuenta esa doble característica.2  

La Convención trata de:  
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1. Reafirmar el derecho soberano de los Estados en la elaboración de las políticas 
culturales;  

2. Reconocer la naturaleza específica de los bienes y servicios culturales como 
vectores de transmisión de identidad, valores y sentido; y  

3. Reforzar la cooperación y la solidaridad internacional con vistas a favorecer las 
expresiones culturales de todos los países. 

Esta convención constituye –junto con la de 1972, relativa a la Protección del Patrimonio 
Mundial, Cultural y Natural, y la de 2003 para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial– uno de los tres pilares de la conservación y promoción de la diversidad 
creativa.  

En estrecha relación con los planteamientos de los organismos internacionales que han sido 
expuestos, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en 2004 presentó 48 recomendaciones para México entre las cuales destaca la 
necesidad de precisar la naturaleza jurídica y el carácter del órgano que determina la 
política cultural del país; lograr que las empresas culturales cuenten con un régimen fiscal 
propio, regular la protección jurídica del patrimonio intangible, así como aumentar el 
presupuesto de las dependencias culturales.  

La política cultural mexicana, señala el documento, es discontinua, padece ausencias 
legales, y en ella predomina un esquema de carácter estatista. Además, en términos del 
informe, nuestro país sufre los efectos de la tensión social y la discriminación en los 
diversos sectores sociales, de programas educativos ineficientes y la falta de mecanismos 
para impulsar sus industrias culturales. Señala el documento, que nuestra Constitución 
Política no establece el principio general de acceso, participación y disfrute de los bienes y 
servicios culturales.  

De acuerdo diversos organismos internacionales, el acceso y la participación en la vida 
cultural son un derecho inherente de las personas de toda comunidad, y los gobiernos están 
obligados a crear las condiciones necesarias para ejercer el pleno goce de este derecho, 
planteamiento compartido por todos los integrantes de la Comisión de Cultura.  

Cabe destacar, y partiendo de los argumentos descritos en los párrafos anteriores que la 
construcción de un Estado social y de derecho, democrático, tiene como principio una 
organización de los derechos humanos y su traducción en derechos fundamentales.3 Por ello 
dentro de este horizonte, los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales 
(DESCA por sus siglas), constituyen uno de los pilares de la labor del Estado como 
constructor y tutelar del Estado de Derecho, en materia de cultura.  

Hay así una distinción entre las generaciones de los derechos de primera generación y de 
segunda generación, es decir; mientras que la tutela del Estado consiste más en una 
vigilancia administrativa (derechos de primera generación), los DESCA, como derechos 
humanos de segunda generación, se definen como derechos de participación y requieren 
una política activa de los poderes públicos. Esta participación activa del Estado tiene como 
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finalidad garantizar el acceso de los servicios y prestaciones de las instituciones públicas y 
la de crear el marco jurídico desde el cual se garantice el ejercicio de los derechos 
humanos, traducidos en garantías constitucionales.  

Asimismo nos encontramos en la gestación de una tercera generación de derechos 
humanos, los cuales se refieren a la denominada "comunicación de libertades" por lo que 
muchos juristas opinan que la definición y precisión de los derechos, es producto del 
desarrollo del estado democrático en su ampliación del horizonte de las libertades. El 
catálogo de las libertades nunca será una obra cerrada.4  

En efecto esta Comisión reconoce que existen deficiencias en el marco jurídico vigente en 
materia de cultura, lo queha ocasionado una regulación incompleta en torno a las 
necesidades y demandas de nuestro país en este sector. La fracción V del artículo tercero, 
establece la obligación del Estado mexicano de alentar el fortalecimiento y difusión de 
nuestra cultura, y si bienes un adelanto importante, adolece de una trascendental 
característica, que es el que dicha disposición jurídica no genera un verdadero derecho 
vinculante. De ahí que la cultura no deba verse exclusivamente bajo la óptica de una 
obligación del Estado, sino que debe considerarse desde la perspectiva de un derecho 
subjetivo de los ciudadanos.5  

Por ello es que no basta con que se encuentre establecida la obligación del Estado en 
materia de difusión cultural en nuestra Carta Magna, dicha disposición no garantiza que los 
ciudadanos accedan y disfruten de los bienes y servicios culturales. En este sentido, para 
garantizar el derecho al acceso y disfrute de los bienes y servicios culturales a todos los 
mexicanos, es necesario establecerlo de manera expresa en la Constitución.  

La observación más importante en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos es que no se establecen aspectos fundamentales para el ejercicio y 
reconocimiento de los derechos culturales:  

"De hecho, la Constitución no establece el principio general de acceso, participación 
y disfrute de los bienes y servicios culturales, las intervenciones en materia de 
cultura son aisladas entre sí y con las otras políticas públicas del Estado Mexicano, 
además de que no se prevé la participación sobre su usufructo, promoción, 
comercialización y repartición de beneficios."6 

En ese orden de ideas, esta Comisión considera que a pesar de que la cultura es un tema 
esencial, no se ha realizado la reforma al marco jurídico en la materia, por lo que resulta 
fundamental contar con el principio constitucional correspondiente. Sin embargo, esta 
comisión dictaminadora considera improcedente una garantía de acceso universal, a las 
manifestaciones culturales y al arte, toda vez que gran parte de la oferta cultural de nuestro 
país es otorgada por industrias culturales y colectivos privados, y que aún las que produce 
el Estado, tienen necesidad de una mínima capitalización.  

2. Consideraciones de la comisión sobre las propuestas de reforma a la fracción XXV 
del artículo 73 constitucional  
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Antecedentes de la fracción XXV del artículo 73 constitucional. El contexto en que se 
promueve la reforma de 1934 al artículo 73 en su fracción XXV, tiene como propósito 
desprender una ley reglamentaria en que se integren diferentes aspectos fundamentales de 
la educación en sus diferentes niveles: elementales, superiores, secundarias y profesionales, 
así como para la educación científica y artística; así como para organizar y sostener 
instituciones culturales como museos, bibliotecas y observatorios. El precedente de esta 
reforma fueron: la "Ley de sobre protección y conservación de Monumentos y Bellezas 
Naturales" del 31 de enero de 1930, y la "Ley sobre protección y conservación de 
Monumentos Arqueológicos e Históricos, poblaciones típicas y lugares de belleza natural", 
del 19 de enero de 1934.  

El 18 de enero de 1934, se publicó en el Diario Oficial de la Federación una reforma al 
artículo 73 constitucional, el cual quedaba como sigue:  

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas rurales, 
elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de 
bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura, de artes y 
oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos concernientes a la 
cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo lo que se refiere a 
dichas instituciones. 

La Federación tendrá jurisdicción sobre los planteles que ella establezca, sostenga y 
organice, sin menoscabo de la libertad que tienen los Estados para legislar sobre el mismo 
ramo educacional. Los Títulos que se expidan por los establecimientos de que se trata 
surtirán sus efectos en toda la República.  

Posteriormente a esta reforma constitucional se promulga una "Nueva Ley de Educación 
Pública" en 1942, reglamentaria de la fracción XXV del artículo 73, que representa la base 
de una ley federal sobre protección y conservación de los monumentos arqueológicos, por 
establecer en su artículo 6o. la alusión a la facultad del Estado en relación a los museos 
arqueológicos e históricos, en forma tal que se define como una facultad exclusiva de la 
federación.  

Es importante considerar la "Ley de Secretarías y Departamentos de Estado", la cual asigna 
a la Secretaría de Educación Pública entre otros asuntos y correspondientes a las fracciones 
XVIII, XIX, XX y XXI de su artículo 13, el de: "…formular y manejar el catálogo de 
monumentos nacionales; organizar y sostener y administrar museos históricos, 
arqueológicos y artísticos, pinacotecas, galerías a efecto de cuidar la integridad, 
mantenimiento y conservación de tesoros históricos y artísticos del patrimonio cultural del 
país; proteger los monumentos arqueológicos, los objetos históricos y artísticos, las ruinas 
prehispánicas y coloniales, las poblaciones típicas y los lugares históricos o de interés por 
su belleza natural"  

Adicionalmente, la Ley General de Bienes Nacionales del 3 de julio de 1942 establece –en 
concordancia con la fracción II del artículo 27 constitucional, - el dominio del la nación de 
los recursos naturales y de las aguas, el dominio de la nación sobre los monumentos 
arqueológicos, artísticos e históricos, en su artículo 2o. en sus numerales  
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"XII. Los monumentos arqueológicos e históricos y las construcciones levantadas 
en los lugares públicos para ornato y comodidad de quienes los visiten; y  

XIII. Los edificios y ruinas arqueológicos e históricos" 

La misma Ley General de Bienes Nacionales de 1942, abunda en el artículo 5o.:  
"Artículo 5. Los bienes de dominio público estarán sometidos a la jurisdicción de 
los poderes federales, en los términos de esta ley…" 

Al disponer esta ley en su artículo 17 que los bienes de dominio público queden sujetos a la 
jurisdicción federal y dado que según esta ley los monumentos históricos y los 
arqueológicos están entre la enumeración de los bienes comprendidos también en su 
artículo 2o., como ya referíamos, resulta que los dichos monumentos arqueológicos e 
históricos por disposición de la Ley General de Bienes Nacionales se encuentran regidos 
por la federación.  

Otra ley importante para entender el proceso que fundamenta la redacción final de la 
fracción XXV del artículo 73, por la que se establece la facultad expresa de la federación 
sobre el resguardo, investigación y protección del patrimonio arqueológico, artístico e 
histórico, es la "Ley de Expropiación" del 25 de noviembre de 1936, la cual considera en su 
fracción IV, causa de utilidad pública:  

"IV. La Conservación de los lugares de belleza panorámica, de las antigüedades y 
objetos de arte, de los edificios y monumentos arqueológicos e históricos, y de las 
cosas que se consideren como características notables de nuestra cultura nacional" 

En 1960, el 29 de diciembre, se aprobó en sesión de la Cámara de Diputados una reforma a 
la fracción XXV del artículo 73 que tiene gran afinidad con la redacción vigente, la 
iniciativa de ley del diputado Antonio Castro Leal, intelectual que motivado por la 
necesidad de proteger nuestro patrimonio cultural, así como de lograr más recursos para su 
conservación proponía una "ley de jurisdicción federal", en la que se estableció la facultad 
expresa de la Federación:  

"Artículo 73…  

XXV. … 

Para legislar sobre monumentos arqueológicos; sobre monumentos artísticos e históricos 
cuya conservación sea de interés nacional y sobre las poblaciones o parte de las poblaciones 
y lugares cuyo aspecto típico, pintoresco o estético sea de interés público proteger y 
conservar." Dicha reforma lleva la rúbrica del diputado Antonio Castro Leal y, entre otras, 
la de Andrés Henestrosa Morales.  

El debate federalista y la redacción final de la fracción XXV del artículo 73 
constitucional.  

El debate en el Senado de la República, recupera de la iniciativa la necesidad de que la 
federación resguardara el patrimonio cultural arqueológico, artístico e histórico por la 
federación pero acota algunos aspectos que pudieran limitar las facultades de municipios y 
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Estados sobre la preservación, resguardo y legislación de sus bellezas típicas y naturales, 
todo esto se encuentra contenido en el dictamen que se aprueba el 18 de diciembre de 1964.  

En el debate de la sesión, el senador Rafael Matos Escobedo enfatizó el sentido de la 
propuesta para privilegiar a la cultura nacional, no a una entelequia denominada "cultura 
universal"; que la pertenencia e identidad nacionales guardan una relación intrínseca con el 
patrimonio cultural. En su argumento destaca el planteamiento federalista, para el cual no 
es válida la limitación de facultades a los Estados y Municipios, a menos que se justifique 
ampliamente su reserva por parte de la federación. "…si no fuera porque desde hace 
muchos años, ha debido de reconocerse y declararse que los monumentos arqueológicos, 
precortesianos, de una parte y de la otra, las construcciones artísticas y edificios coloniales, 
como símbolos de la doble afluencia de nuestra cultura, constituyen un patrimonio 
inalienable de toda la patria mexicana, ya que están vinculados indisolublemente a nuestro 
destino, a nuestra historia y a nuestra propia sangre." Más adelante completa su argumento: 
Monumentos arqueológicos y edificaciones coloniales son un patrimonio común de todos 
los mexicanos. Su guarda, vigilancia y conservación deben estar a cargo de la comunidad 
nacional representada por el gobierno federal."  

Sin embargo modifica la propuesta de reforma al artículo 73 en su fracción XXV, en las 
líneas finales:  

"...y sobre las poblaciones o parte de las poblaciones y lugares cuyo aspecto típico, 
pintoresco o estético sea de interés público proteger y conservar." 

Las razones que motivan que estas líneas se supriman de la redacción, es porque se 
consideró que el otorgamiento de una facultad tan amplia a la Federación implicaba una 
reducción innecesaria a la competencia legislativa de los estados, tal planteamiento se 
sintetiza en la siguiente parte del dictamen del Senado:  

"Tal supresión es, en el siguiente argumento que se estima atinado: No obstante, la 
comisión dictaminadora considera que los autores de la iniciativa conceden tal 
amplitud a la adición propuesta, incluyendo las poblaciones o partes de poblaciones 
cuyo aspecto típico, pintoresco o estéticos debe de conservarse mediante la facultad 
que se concede al Congreso para legislar, que podría ser motivo de alarma para las 
entidades federativas, que en esa forma verían una intromisión indebida de la 
Federación hasta en sus mismas poblaciones. La comisión dictaminadora estima 
que, aún cuando reconoce que existe la necesidad de preservar las poblaciones 
típicas, debe ello quedar al cuidado de las autoridades locales de los Estados que 
correspondan, porque sería peligroso conceder a la Federación tales atribuciones, y 
en consecuencia, propone se supriman del texto del Proyecto las palabras "las 
poblaciones o partes de las poblaciones y" quedando el resto tal como ha sido 
redactado." 

Precedentes jurídicos  

El estado de Oaxaca, expidió una ley el 13 de febrero de 1932, la federación promovió una 
controversia constitucional en la que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, concluía en 
su sentencia dictada, que correspondía a la Federación la facultad de legislar sobre las 
ruinas y monumentos arqueológicos, razón por la cual la entonces vigente Ley sobre 
protección y conservación de de monumentos del 19 de enero de 1934 le da, en su artículo 
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2o., una aplicación federal a sus preceptos relativos a los monumentos arqueológicos. El 
legislador, subsana la ausencia de la facultad expresa a la Federación con la reforma a la 
fracción XXV del artículo 73 constitucional que queda aprobada en su redacción actual al 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación el 13 de enero de 1966, para quedar como 
sigue:  

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la república escuelas 
rurales, elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investigación 
científica, de bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas de 
agricultura y de minería, de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y 
demás institutos concernientes a la cultura general de los habitantes de la 
nación y legislar en todo lo que se refiere a dichas instituciones; para legislar 
sobre vestigios o restos fósiles y sobre monumentos arqueológicos, artísticos e 
históricos, cuya conservación sea de interés nacional; así como para dictar las 
leyes encaminadas a distribuir convenientemente entre la federación, los 
estados y los municipios el ejercicio de la función educativa y las aportaciones 
económicas correspondientes a ese servicio público, buscando unificar y 
coordinar la educación en toda la república. Los títulos que se expidan por los 
establecimientos de que se trata surtirán sus efectos en toda la república. 

La Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos de 
1972  

Es así que gran parte de estos preceptos, producto de un proceso histórico, se integran en la 
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos de 1972, la 
cual define por primera vez los lineamientos de protección y resguardo del patrimonio 
cultural. Esta ley, la ley secundaria que se fundamenta en la fracción XXV del artículo 73 
constitucional, y establece los mecanismos fundamentales de la protección de bienes 
culturales muebles e inmuebles, además de vincularse con las políticas, acciones, y 
competencia de las instituciones federales: Instituto Nacional de Antropología e Historia e 
Instituto Nacional de Bellas Artes. En la Ley se definen conceptos fundamentales como los 
de: monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, los cuales se hallan contenidos en el 
sustento constitucional y que se adoptaron tanto del uso ampliado que reconocía desde 
inicios del siglo XX, el Diccionario de la Real Academia Española, como la legislación 
francesa en su Ley del 31 de diciembre de 1913, firmada por el presidente Poincaré.  

En lo que se refiere a la reforma propuesta al artículo 73 en materia de derechos de autor, 
esta Comisión recibió opiniones por parte de la Secretaría de Educación Pública las cuales 
señalan que, si bien es cierto que constitucionalmente dicha facultad no se encuentra 
expresamente prevista, también lo es que la enunciación de las facultades del artículo 73 
constitucional no debe considerarse como exhaustiva, de acuerdo con la fracción XXX del 
mismo precepto. En ese sentido, el Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades 
implícitas emitió la Ley de Derecho de Autor vigente, reglamentaria del artículo 28 de 
nuestra Carta Magna.  

No obstante, la Dependencia señala que no existe impedimento alguno para que se 
mencione de manera expresa en la Constitución que el Congreso de la Unión tendrá la 
facultad de legislar en dicha materia, siendo importante precisar que la Ley Federal de 
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Derecho de Autor regula otras figuras de propiedad intelectual independientes, tales como 
los derechos conexos que comprenden a los artistas intérpretes o ejecutantes, productores 
de fonogramas y organismos de radiodifusión; la reserva de uso exclusivo, la imagen de 
una persona retratada y la protección de las culturas populares respecto de sus expresiones.  

Por su parte, la reforma propuesta al artículo 73 constitucional por Diputados del Partido 
Acción Nacional y Nueva Alianza, relativa a incorporar la facultad del Congreso de la 
Unión para legislar en la materia, permitirá articular y coordinar los ejes de acción entre las 
autoridades federales, estatales y municipales. Esto, sin duda, impulsará la 
descentralización de la cultura y fortalecerá al sector dando orden y sentido a las políticas 
públicas que se lleven a cabo en la materia.  

Al respecto, el Instituto Nacional de Antropología e Historia señaló su conformidad con la 
propuesta, sin embargo, refirió la importancia de no generar conflicto con lo que establece 
la fracción XXV del artículo 73 constitucional vigente, el cual establece la facultad 
exclusiva del Congreso de la Unión para legislar sobre vestigios o restos fósiles y sobre 
monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de interés 
nacional, y evitar la fractura o disgregación de las estrategias en la conservación unitaria de 
dichos bienes, por lo que sugiere a esta Comisión explicitar en la propuesta que las leyes de 
coordinación que debieran emitirse, en términos de la fracción que se propone en la 
iniciativa, deberán excluir a los bienes mencionados en la fracción XXV referida en líneas 
anteriores.  

Por su parte, en el marco de la Reforma del Estado y la construcción de diálogos y acuerdos 
para alcanzarla, el Grupo de Trabajo sobre Garantías Sociales de la Comisión Ejecutiva de 
Negociación y Construcción de Acuerdos llevó a cabo diversas reuniones de trabajo en las 
cuales se analizaron y discutieron las propuestas presentadas por los diferentes Grupos 
Parlamentarios relativas a la reforma constitucional en materia de cultura.  

El 18 de febrero de 2007 se aprobó finalmente una propuesta de redacción consensuada, 
entre los Grupos Parlamentarios, que sin duda representa un nuevo pacto social y político 
que busca colocar a la política cultural en el lugar central que le corresponde, en los 
siguientes términos:  

Artículo 4….  

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y 
servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos 
culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la 
cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y 
expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La Ley establecerá los 
mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.  

Artículo 73….  

I. a XXIX-N. …  
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XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la 
Federación, los Estados, los Municipios y el Distrito Federal coordinarán sus 
acciones en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción XXV de este 
artículo. Asimismo, establecerán los mecanismos de participación de los sectores 
social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo noveno del 
artículo 4o. de esta Constitución. 

Finalmente para robustecer el dictamen y dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 18 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, cabe destacar que ninguna 
de las propuestas objeto del presente dictamen tiene impacto presupuestal al tratase del 
reconocimiento de derechos, el ejercicio de la garantía de condiciones materiales y técnicas 
previstas en las convenciones internacionales, que prevén incluso del uso de la asesoría y 
solicitud de fondos internacionales concebidos para tales fines, además de la puesta en 
marcha de un proceso de simplificación administrativa, que de hecho ya se lleva a cabo por 
el Gobierno.  

La reforma planteada al artículo 73 en materia del derecho de autor tampoco tiene un 
impacto presupuestal, ya que se refiere a las facultades que reservadas por la Federación, en 
este caso, legislar sobre el derecho de autor y otras figuras de la propiedad intelectual 
relacionadas con la misma.  

Esta comisión dictaminadora hace suyas las observaciones recibidas por las dependencias, 
así como de las propuestas del Grupo de Trabajo sobre Garantías Sociales de la Comisión 
Ejecutiva de Negociación y Construcción de Acuerdos (CENCA), mismas que han quedado 
referidas en párrafos anteriores incorporándolas a la redacción de las propuestas a efecto de 
enriquecer las mismas y presentándolas en el proyecto de decreto que se propone.  

Esta comisión está convencida de que la cultura es un factor central en el proceso de 
desarrollo de un país. Para ello es preciso establecer bases jurídicas claras que den a la 
cultura la dimensión que merece. Por tanto, esta Comisión considera que la defensa y la 
promoción de la cultura no deben determinarse como una responsabilidad exclusiva del 
gobierno sino como un compromiso conjunto con la sociedad, vinculación que permitirá la 
definición de objetivos comunes. La corresponsabilidad y coordinación de los esfuerzos y 
las acciones entre los diversos sectores, es la base que permitirá el adecuado 
funcionamiento de las dinámicas culturales.  

IV. Conclusiones  

Primera. Esta comisión dictaminadora considera pertinente aprobar las iniciativas descritas 
en el apartado de antecedentes del proceso legislativo con el objeto de reformar la fracción 
XXV del artículo 73 de la Constitución para establecer dentro de las facultades expresas del 
Congreso de la Unión el legislar en materia de derechos de autor, así como adicionar un 
párrafo noveno al artículo 4o., y una fracción XXIX-Ñ al artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de establecer en nuestra Carta 
Magna el derecho al acceso a la cultura y el libre ejercicio de los derechos culturales.  
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Segunda. Los integrantes de esta Comisión hemos hecho propio el contenido de la 
exposición de motivos de cada una de las iniciativas contenidas en este documento, así 
como el propósito de que existan una serie de previsiones constitucionales que funjan como 
piedra angular de la construcción de un marco jurídico complementario a lo ya previsto 
para la protección, investigación y resguardo del patrimonio cultural. Porque consideramos 
que México debe reconocer, como lo ha hecho en el ámbito internacional, el respeto a los 
derechos culturales y el derecho al acceso a la cultura, así como la responsabilidad del 
Estado en promover y proteger la difusión y desarrollo de la cultura y crear un marco 
jurídico adecuado, sin menoscabo de lo ya contenido en la Constitución de los Estados 
Unidos Mexicanos en el artículo 73 en su fracción XXV y en el artículo 3o. constitucional 
y que se refiere a la protección del patrimonio arqueológico, artístico, histórico y fósil; 
fundamento de los Institutos Federales de Antropología e Historia y de Bellas Artes y 
Literatura, además de la vinculación de la educación con la formación artística, de públicos 
y de difusión de nuestra cultura.  

Tercera. Con el fin de respetar el ámbito propio de la Constitución, esta Comisión propone 
la redacción de un texto que incluye los aspectos fundamentales consagrados en los 
Proyectos de Decreto objeto de opinión y en los documentos internacionales signados por 
nuestro país, sin restringir los aspectos medulares que conlleva el derecho que se pretende 
reconocer. Por tal motivo, considera fundamental que el Estado mexicano reconozca los 
derechos culturales como garantías individuales; la participación de los sectores social y 
privado en las políticas culturales, así como el derecho al acceso a la cultura en los 
servicios que presta el Estado, de manera armónica como ha quedado establecido en el 
derecho a la educación.  

Por lo anteriormente expuesto y motivado de acuerdo con la Constitución, la Ley Orgánica 
del Congreso General y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, de 
los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión dictaminadora, somete a consideración del 
Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de  

Decreto que reforma y adiciona los artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se adiciona un párrafo noveno al artículo 4o.; se reforma la fracción XXV 
y se adiciona una fracción XXIX-Ñ al artículo 73, todos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 4o. …  

…  

…  

…  

…  
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…  

…  

…  

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que 
presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado 
promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad 
cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. 
La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación 
cultural.  

Artículo 73. …  

I. a XXIV. …  

XXV. Para establecer, organizar y sostener en toda la República escuelas rurales, 
elementales, superiores, secundarias y profesionales; de investigación científica, de 
bellas artes y de enseñanza técnica, escuelas prácticas de agricultura y de minería, 
de artes y oficios, museos, bibliotecas, observatorios y demás institutos 
concernientes a la cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo lo 
que se refiere a dichas instituciones; para legislar sobre vestigios o restos fósiles y 
sobre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación sea de 
interés nacional; así como para dictar las leyes encaminadas a distribuir 
convenientemente entre la Federación, los Estados y los Municipios el ejercicio de 
la función educativa y las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio 
público, buscando unificar y coordinar la educación en toda la República. Los 
Títulos que se expidan por los establecimientos de que se trata surtirán sus efectos 
en toda la República. Para legislar en materia de derechos de autor y otras 
figuras de la propiedad intelectual relacionadas con la misma.  

XXVI. a XXIX-N. …  

XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la 
Federación, los Estados, los Municipios y el Distrito Federal coordinarán sus 
acciones en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción XXV de este 
artículo. Asimismo, establecerán los mecanismos de participación de los 
sectores social y privado, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo 
noveno del artículo 4o. de esta Constitución.  

XXX. … 

Transitorios  
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Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. Todos los actos jurídicos emitidos y fundamentados en las leyes anteriores y en 
la Ley de Derecho de Autor vigente, tales como registros de obras y contratos, reservas de 
derechos otorgadas, resoluciones a procedimientos entre otros, así como los celebrados 
entre particulares, contratos, convenios, sucesiones testamentarias, etcétera, conservarán su 
validez.  

Notas  
1. Es importante considerar y precisar que la enunciación "derecho a la cultura" puede resultar un tanto 
imprecisa; en realidad lo que se busca legislar es el derecho al acceso a los bienes y servicios culturales que 
presta el Estado.  
2. Es importante resaltar que el actual Programa Nacional de Cultura 2007-2012 abraza ya como parte de sus 
anexos, los documentos que se señalan en la presente exposición de motivos, tales como: la Declaración de 
México sobre las Políticas Culturales, la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el 
Desarrollo; la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial UNESCO y la Convención 
sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales.  
3. Véase José Manuel Pureza. El patrimonio común de la humanidad, Madrid, Trotta 2002, págs. 99-131.  
4. Mariano Moreno Villa, et al., Diccionario del pensamiento contemporáneo, Madrid, San Pablo editores, 
1997, págs. 333-340.  
5. Francisco Javier Dorantes. Derecho cultural mexicano. Fundap; 2004  
6. Diagnóstico sobre la situación de los derechos humanos en México, Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México, 2003.  

Cámara de Diputados, a los 10 días del mes de septiembre año 2008.  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero Torres (rúbrica), 
Dora Alicia Martínez Valero (rúbrica), Mónica Fernández Balboa (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres, 
José Jesús Reyna García (rúbrica), Patricia Castillo Romero, Silvano Garay Ulloa (rúbrica), secretarios; 
Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo (rúbrica), Felipe Borrego Estrada (rúbrica), Rogelio Carbajal Tejada, 
Raúl Cervantes Andrade, Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Leticia Díaz de León Torres, Jaime Espejel 
Lazcano (rúbrica), José Luis Espinosa Piña, Juan Nicasio Guerra Ochoa, Francisco Elizondo Garrido, Andrés 
Lozano Lozano (rúbrica), Arely Madrid Tovilla, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez, Victorio Rubén Montalvo 
Rojas (rúbrica), María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz Magallón, Víctor Samuel 
Palma César (rúbrica), Cruz Pérez Cuéllar, Juan Francisco Rivera Bedoya, Juan José Rodríguez Prats, 
Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).  
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE PUNTOS CONSTITUCIONALES Y 
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS 
ARTÍCULOS 75, 115, 116, 122, 123 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  

Honorable Asamblea:  

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la Función Pública de la Cámara 
de Diputados del honorable Congreso de la Unión les fue turnada, para su estudio y 
dictamen, minuta con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 75, 115, 123 
y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72, 73 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 39, 45 numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 57, 60, 87 y 88 del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, se somete a la consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el 
presente dictamen.  

I. Antecedentes del proceso legislativo  

1. En sesión ordinaria celebrada el 20 de febrero de 2002, en la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, el diputado Felipe Calderón Hinojosa, del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó iniciativa con proyecto 
de decreto que reforma los artículos 73, 75, 115, 116 y 127 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se considera en este dictamen por 
coincidir en la materia.  

2. En sesión ordinaria celebrada el 21 de octubre de 2003, la Cámara de Diputados 
del Congreso del Estado de Jalisco, presentó ante la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción 
IV, inciso c), párrafo cuarto del artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; que por coincidir en la materia se incorpora a este 
dictamen.  

3. En sesión ordinaria celebrada el 9 de diciembre de 2003, en la Cámara de 
Diputados el diputado Tomás Cruz Martínez, del Partido de la Revolución 
Democrática, presentó iniciativa que reforma y adiciona los artículos 64,75, 115, 
116, 122 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se 
considera en este dictamen por coincidir en la materia.  

4. En sesión ordinaria celebrada el 19 de octubre de 2004, en la Cámara de 
Diputados el diputado Emiliano Serrano Jiménez, del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, presentó iniciativa que reforma y adiciona 
los artículos 73 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
para crear la Ley Federal de Salario Máximo Mensual para los Servidores Públicos 
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Federales, Estatales, Municipales y Organismos Autónomos, que se considera en 
este dictamen por coincidir en la materia.  

5. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, celebrada el 9 de noviembre de 
2004, el Congreso del estado de Chihuahua presentó iniciativa que adiciona la 
fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que se considera en este dictamen por coincidir en la materia.  

6. En sesión ordinaria celebrada el 13 de octubre de 2005, en la Cámara de 
Diputados el diputado Jorge Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional, presentó iniciativa que adiciona un párrafo 
al artículo 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se 
considera en este dictamen por coincidir en la materia.  

7. En sesión ordinaria celebrada el 10 de noviembre de 2005, en la Cámara de 
Diputados el diputado Iván García Solís, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, presentó iniciativa que reforma los artículos 41 y 75 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se considera en este 
dictamen por coincidir en la materia.  

8. En sesión ordinaria celebrada de la Cámara de Diputados, el 29 de noviembre de 
2005, el Congreso del estado de San Luis Potosí presentó iniciativa que reforma el 
primer párrafo de la fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que se considera en este dictamen por coincidir en la 
materia.  

9. En sesión ordinaria celebrada el 2 de enero de 2006, en la Cámara de Diputados 
el diputado Óscar González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido del 
Trabajo, presentó iniciativa que reforma el párrafo cuarto de la fracción IV del 
artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se 
considera en este dictamen por coincidir en la materia.  

10. En sesión ordinaria celebrada el 21 de febrero de 2006, en la Cámara de 
Diputados el diputado Emiliano Vladimir Ramos Hernández, del Grupo 
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, presentó iniciativa que 
reforma el artículo 75 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

11. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, celebrada el 19 de septiembre 
de 2006, el diputado Raymundo Cárdenas Hernández, del Partido de la Revolución 
Democrática, presentó iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artículos 
73, 75, 90, 123 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que se considera en este dictamen por coincidir en la materia.  

12. En sesión ordinaria celebrada el 26 de octubre de 2006, en la Cámara de 
Diputados la diputada Valentina Valia Batres Guadarrama, del Grupo Parlamentario 
del Partido de la Revolución Democrática, presentó iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma los artículos 64, 73, 94, 115, 122 y 127, y en el que se 
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adicionan los artículos 75, 116 y 127 y se deroga el párrafo noveno del artículo 94 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se considera en 
este dictamen por coincidir en la materia.  

13. En sesión celebrada el 13 de marzo de 2007, en la Cámara de Diputados, los 
diputados Carlos Alberto Torres Torres, Salvador Arredondo Ibarra y Mario Alberto 
Salazar Madera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentaron 
una iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones: el artículo 75, fracción 
IV párrafo octavo del artículo 115 y el artículo 127; se adiciona una fracción VIII al 
artículo 116; un párrafo segundo al inciso B recorriéndose los demás en su orden, de 
la fracción V, de la Base Primera del Apartado C del artículo 122; y los párrafos 
segundo, tercero, cuarto y quinto al artículo 127, todos de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, iniciativa que se considera en este dictamen por 
coincidir en la materia.  

14. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, de fecha 15 de marzo de 2007, 
se recibió minuta que contiene proyecto de decreto que reforma los artículos 75, 
115, 123 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que 
remite la Cámara de Senadores y es turnada para su análisis y dictamen a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la Función Pública de la 
Cámara de Diputados. Posteriormente en fecha 30 de marzo la Presidencia de la 
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dispone ampliar el turno a las 
Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la Función Pública con 
opinión de la Comisión de Gobernación.  

15. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, celebrada el 23 de octubre de 
2008, la diputada Dora Alicia Martínez Valero, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presentó una iniciativa con proyecto de decreto que reforma y 
adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de regulación de salarios de los servidores públicos, la cual 
fue turnada para su análisis y dictamen a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
que se considera en el presente dictamen por coincidir con la materia.  

16. El 17 de abril de 2007, la Comisión de Gobernación envió opinión sobre la 
minuta que contiene proyecto de decreto que reforma los artículos 75, 115, 123 y 
127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que remite la 
Cámara de Senadores, la cual ha sido valorada por estas comisiones dictaminadoras.  

17. En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales celebrada el día 18 de 
marzo se sometió a consideración de los integrantes de la misma el proyecto de 
decreto, y fue aprobado en lo general y en lo particular por unanimidad de los 
presentes.  

18.En reunión de la Comisión de la Función Pública celebrada el día 24 de marzo 
del presente año, se sometió a consideración de los integrantes de la misma el 
proyecto de decreto y fue refrendado por unanimidad el dictamen en lo general y 
con modificaciones en lo particular.  
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19. En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales, celebrada el día 26 de 
marzo del presente año, se sometió a consideración de los integrantes las 
modificaciones propuestas por la Comisión de la Función Pública y fueron 
aprobadas por unanimidad de votos de los presentes.  

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la Función Pública 
aprueban en lo general y en lo particular por unanimidad el decreto que reforma y 
adiciona los artículos 75, 115, 116, 122, 123 y 127 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en materia de Regulación de Salarios a Servidores 
Públicos. 

II. Materia de la minuta  

El tema de los sueldos y remuneraciones que perciben los servidores públicos ha sido 
motivo de discusiones múltiples, sobre todo en tiempos recientes. La percepción que 
respecto de aquéllos tiene la sociedad, es que son –en no pocas ocasiones– fijados arbitraria 
y excesivamente. Debido precisamente a que la discrecionalidad ha sido la nota definitoria 
en muchas ocasiones para fijar la asignación de sueldos en la administración pública, en los 
Poderes Legislativo y Judicial y en sus correlativos de las entidades federativas, es que se 
ha planteado la reforma que recoge esta minuta. Adicionalmente tal como lo indica el 
dictamen, se pretende conformar un justo equilibrio entre la realidad económica que viven 
los gobernados y el eficiente desempeño del cargo con la remuneración que reciben sus 
gobernantes.  

La finalidad que pretende esta minuta es fijar constitucionalmente un tope acerca del sueldo 
máximo anual, teniendo como referente la remuneración del titular del Poder Ejecutivo 
federal, útil para todos los servidores públicos del país. Para tales efectos se propone 
reformar los artículos 75, 115, 123 y 127 constitucionales.  

En el régimen transitorio se establece que las percepciones de los servidores públicos, 
deberán ser disminuidas en los Presupuestos de Egresos correspondientes al siguiente 
ejercicio fiscal (del año 2008). En consonancia, de ser aprobada la minuta en sus términos, 
los distintos órganos legislativos (federal, estatal y del Distrito Federal) deberán adecuar su 
legislación acorde a lo señalado por ésta, en un plazo de 180 días naturales siguientes a su 
entrada en vigor.  

Para efectos de la minuta que se analiza, se entenderá como remuneración toda percepción 
en efectivo o en especie, incluidos aguinaldos, premios, bonos, dietas (para los 
representantes en cámaras legislativas), recompensas, gratificaciones, estímulos, 
comisiones, compensaciones, fondos de retiro o ahorro (siempre que no sean aportaciones 
hechas por el trabajador) y cualquier otra cosa que perciba los servidores públicos de la 
federación, de los estados, del Distrito Federal y de los municipios, de sus entidades y 
dependencias, así como de sus administraciones paraestatales y paramunicipales, 
fideicomisos públicos, instituciones y organismos autónomos y cualquier otro ente público. 
Se exceptúa de ello los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del 
desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales, así como los conceptos 
de jubilaciones y pensiones ya que éstas son un pago que se realiza hasta que termina la 
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relación laboral, son un derecho que se gana con el trabajo, que está regulado con las leyes 
y que no es parte de la remuneración de un servidor público. (Dictamen de las Comisiones 
Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos, Segunda, que contienen 
proyecto de decreto que reforma los artículos 75, 115, 123 y 127 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, página 9.)  

Pero, debido a que también las jubilaciones y pensiones han sido designadas de modo 
arbitrario, discrecional y desmedido, y muchas veces se han otorgado sin cumplir los 
requisitos y la antigüedad para tales efectos, en la minuta se propone que dichos beneficios 
atiendan en todo momento a criterios de generalidad y se respeten los respectivos requisitos 
de antigüedad, edad, asimismo no podrán concederse al margen de la legislación, de un 
decreto de carácter legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de trabajo.  

Esta minuta regula, junto al salario máximo, también el régimen de liquidaciones para 
frenar los excesos cometidos cuando al finalizar sus encargos múltiples funcionarios han 
recibido liquidaciones desproporcionadas, sean de elección popular o sean de la 
administración pública. La propuesta de la minuta en comento de incorporar el régimen de 
liquidaciones, no interferirá en perjuicio de los casos en que la ley defina exactamente los 
procedimientos para la obtención legítima y legal tanto de liquidaciones, como pensiones y 
retiros. En el mismo tenor, se respetarán los laudos que resulten favorables a quienes los 
hayan interpuesto.  

Vale la pena enfatizar la extensión que se hace al artículo 127 respecto a quienes aplicará la 
iniciativa, criterios que según se precisa, valdrán para cualquier función, empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, incluyendo en ello a todo servidor público, funcionario, 
empleado y en general toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza, de la federación, de los estados, del Distrito Federal y de los 
municipios, de sus entidades y dependencias, así como de sus administraciones 
paraestatales y paramunicipales, fideicomisos públicos, instituciones y organismos 
autónomos y cualquier otro ente público.  

Según lo propuesto en la reforma para el artículo 127, que esta minuta refiere, la asignación 
de remuneraciones se hará equitativamente y de acuerdo al desempeño del cargo, 
atendiendo en ello a la fiscalización y la transparencia. En un sentido similar se establece 
según lo propuesto para el artículo 127, que el criterio de proporcionalidad guiará el 
establecimiento de las remuneraciones de los servidores públicos. Dicha proporcionalidad 
se hará no sólo respecto a las responsabilidades que se desarrollen en el cargo o empleo, 
sino también se pretende que ésta se haga en consonancia con los ingresos del erario a cuyo 
cargo corresponden, para que también se guarde proporcionalidad con los ingresos y 
capacidades de todos los órdenes de gobierno.  

Asimismo, la remuneración de los servidores públicos debe responder a criterios del grado 
de responsabilidad y nivel jerárquico, de tal forma que se eviten disparidades inaceptables 
entre cargos de características similares, con fundamento en el legítimo derecho de que a 
trabajo igual corresponde salario igual, por lo que se estima conveniente establecer que a un 
subordinado no le podrá corresponder una remuneración igual o mayor que a la de su 
superior jerárquico. Ahora bien, en los casos en que algunos servidores públicos desarrollen 
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varios empleos si podrán tener una remuneración superior a la de su superior jerárquico, 
siempre que ese excedente se origine precisamente de desempeñar esas funciones y siempre 
que la suma de dichas retribuciones no exceda la mitad de la remuneración establecida para 
el presidente de la República en el presupuesto del ejercicio fiscal que corresponda.  

Debido a que la asignación de los montos de las remuneraciones de los servidores públicos 
en los Presupuestos de Egresos respectivos, será una normatividad que obligará a los tres 
niveles de gobierno (federación, entidades federativas y municipios), el contenido de la 
minuta refiere una modificación tanto al artículo 75 como al 115. En el primero se señala 
que en el Presupuesto de Egresos de cada año se señalará la retribución correspondiente a 
cada empleo público y en el segundo, que los ayuntamientos al aprobar sus Presupuestos de 
Egresos apuntarán las remuneraciones de los servidores públicos en sujeción al mencionado 
artículo 127.  

La minuta se propone, entre otras cuestiones, la de contribuir a transparentar las 
percepciones a las que tengan acceso todos los servidores públicos, medida que sin duda 
nos acerca al establecimiento de mecanismos para la rendición de cuentas en lo tocante a 
cómo los salarios serán proporcionados; es decir, que no sólo los salarios sean públicos sino 
también los tabuladores que sirven de base para calcularlos, tal como lo refiere el contenido 
de la minuta en su artículo 127. Dicha medida es congruente con un tema muy debatido en 
los últimos años (y sobre el cual esta Cámara se pronunció recientemente), y es que la 
ciudadanía tenga acceso a información completa sobre las remuneraciones (en efectivo y en 
especie) a que tienen derecho los servidores públicos en todo el territorio nacional.  

Es de enfatizar las modificaciones propuestas a los artículos 75, 115 y 123 que señalan, 
respectivamente, que las remuneraciones de los entes públicos deberán respetar lo señalado 
en el artículo 127 así como las leyes que en la materia expida el Congreso General (artículo 
75), y que los ayuntamientos realizarán la asignación de las remuneraciones 
correspondientes a los servidores públicos sujetándose también al artículo 127 (artículo 
115) y que se modifique en lo relativo a que los salarios de los servidores públicos no 
podrán ser disminuidos durante su encargo (artículo 123). Se propone además establecer 
que dichos órganos legislativos deberán expedir las leyes para sancionar penal y 
administrativamente el incumplimiento de lo establecido en el artículo 127 constitucional.  

Finalmente la minuta plantea adicionar un párrafo final al artículo 127 en el sentido de que 
éste tendrá preeminencia sobre cualquier otra disposición que norme remuneraciones en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en cualquier otro ordenamiento.  

III. Consideraciones  

Esta comisión dictaminadora coincide con su colegisladora en la voluntad para establecer 
un marco constitucional en los artículos 75, 115, 123 y 127, respecto de los salarios que 
perciben los funcionarios públicos del país y retoma, a su vez, las iniciativas relacionadas 
con esta materia, presentadas ante la Cámara por los diputados y diputadas de diversas 
legislaturas, sin embargo con la finalidad de enriquecer la propuesta de reforma que se 
plantea en este dictamen, hace adiciones que permiten fortalecer la misma, a fin de dar 
certeza de que deberá existir un tope máximo a las remuneraciones de los servidores 
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públicos, que no necesariamente significa que deban de llegar a ese tope máximo los 
servidores públicos, sino que es sólo un referente que permita hacer operativa la reforma a 
fin de que no existan simulaciones.  

Una de las razones por las que se pretende reformar la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en materia de regulación de salarios a servidores públicos, se debe a la 
grave polarización de los ingresos entre la población. Mientras más de diez millones de 
trabajadores, 24 por ciento de la población ocupada, reciben salarios menores al mínimo o 
carecen de salario y, otros logran superar el nivel mínimo, porque desempeñan dos o más 
trabajos y en millones de hogares se ven obligados a mandar al trabajo a sus jubilados o a 
sus niños para completar los ingresos estrictamente indispensables para la subsistencia, una 
gran parte de los funcionarios altos y medios perciben un salario por arriba de los cien mil 
pesos mensuales.  

Resulta indignante que una economía como la mexicana, que dista mucho de ser una de las 
primeras en el mundo, asigne salarios a sus empleados públicos de alto nivel, comparables, 
y en algunas ocasiones superiores con los salarios que en puestos similares ganan los 
funcionarios de las primeras economías del planeta. Debido a que los ingresos de estos 
altos funcionarios son superiores al resto de los trabajadores mexicanos, la disparidad en 
México sólo es proporcionalmente equiparable a la de países que tienen distribuciones de 
ingreso tan polarizadas como la mexicana tales como la brasileña, la peruana o la filipina. 
Este abismo salarial entre unos y otros con justa razón ofende e indigna a la ciudadanía 
mexicana, y por ello se constituye en el motor que hoy impulsa a esta comisión 
dictaminadora a aprobar el contenido de la minuta enviada por el Senado.  

Si bien es cierto, el servicio prestado en su encargo o en su función por los servidores 
públicos es un empleo que debe gozar de un ingreso digno que le permita desempeñar su 
trabajo con eficacia y profesionalismo, también lo es la urgencia de una regulación más 
eficiente, pues la arbitrariedad y el abuso son eventos que recurrentemente han privado en 
torno a la asignación de salarios. Por todos son conocidos los sueldos excesivos y las 
liquidaciones ominosas otorgadas a ciertos funcionarios públicos al término de sus 
encargos. De ahí que se pretenda con esta reforma fijar un tope máximo a los salarios de 
todos los servidores públicos y que ninguno de ellos pueda asignarse un salario como 
producto de su apreciación personal, lo cual redundará en una mejora sustancial de la 
percepción que la ciudadanía tiene de su desempeño, sus decisiones y la justa 
proporcionalidad de su salario respecto a su función, su jerarquía y su responsabilidad.  

El servicio público es, como su nombre lo indica, un trabajo que implica encargarse de la 
cosa pública, por tratarse de los asuntos que interesan al resto de la ciudadanía y de la 
población en general. Permitir que el sueldo del presidente de la República sea referente o 
criterio salarial máximo para todos los funcionarios públicos, redignifica la teleología del 
servicio público, lo despoja de la desviación que ha sufrido al considerarse como una forma 
más de enriquecimiento al amparo del erario.  

A la luz de los criterios antes señalados, no tienen razón de ser las percepciones excesivas y 
fijadas sin la base de ningún lineamiento legal, como lo son las ofensivas pensiones a 
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algunos ex funcionarios al término de su encargo, otorgadas fuera de todo criterio general 
para la asignación de prestaciones como lo es la pensión.  

En este sentido estas comisiones dictaminadoras, queremos resaltar y retomar lo expresado 
en la iniciativa presentado por el entonces diputado Felipe Calderón Hinojosa quien ahora 
como presidente envió otra iniciativa al Senado y que motivan ambas este dictamen al tenor 
de las siguientes consideraciones:  

En la iniciativa presentada, el día 20 de febrero de 2002 en la Cámara de Diputados, 
señalaba claramente y en nombre del partido acción nacional lo siguiente:  

"La democracia se sustenta en el principio de representación, cuya expresión más 
simple es la que define al servidor público como mandatario y a los ciudadanos 
como mandantes. En esa virtud, todo servidor público, sea por elección o 
designación, tiene la obligación de vincular sus decisiones al marco constitucional y 
legal que rige el ejercicio de la función que le ha sido confiada, amén de la 
responsabilidad de actuar con apego a la ley y con sensibilidad y prudencia para que 
se aprovechen de manera eficiente los recursos de un país con rezagos como el 
nuestro.  

Acción Nacional reconoce la necesidad de contar con servidores públicos 
competentes, profesionales y honestos, que accedan a su cargo mediante el voto 
popular o mediante o un proceso de nombramiento basado en criterios de 
honestidad, capacidad, eficiencia y transparencia. Para ello es imposible prescindir 
de una adecuada remuneración de los funcionarios públicos dentro de las 
posibilidades presupuestales del gobierno y en orden a la realidad socioeconómica 
nacional.  

En razón de ello, Acción Nacional considera pertinente revisar el marco 
constitucional que sustenta tales remuneraciones de los servidores públicos, 
incluidas las de los legisladores, en forma tal que permita crear un justo y verdadero 
equilibrio entre la realidad económica que viven los gobernados, y el eficiente 
desempeño del cargo con la remuneración que reciben sus gobernantes.  

Consideramos que el servicio público debe ser remunerado de manera tal que el 
Estado se asegure de que en el desempeño de los cargos públicos se cuente con 
ciudadanos que por su preparación, capacidad y honestidad, puedan desempeñar con 
eficacia y profesionalismo las responsabilidades que les han sido confiadas, al 
tiempo que, quien presta el servicio público, pueda obtener también un ingreso 
digno." 

Señala también que: "Uno de los asuntos que mayormente indigna a la población está 
asociado con los ingresos extremadamente elevados y desproporcionados que con 
frecuencia los servidores públicos se asignan. El problema se agrava dado el enorme 
sacrificio que implica para los ciudadanos el cumplir con sus responsabilidades fiscales, por 
una parte, y por la otra, por la terrible situación económica en la que viven millones de 
mexicanos."  
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La iniciativa también contempla que "Las remuneraciones del presidente de la República de 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de los diputados y senadores al 
Congreso de la Unión y de los demás servidores públicos de elección popular, en los 
ámbitos federal, estatal, municipal, del Distrito Federal y sus delegaciones, serán 
determinadas anualmente en los presupuestos de egresos correspondientes y se sujetarán a 
los lineamientos que establecen esta Constitución y las leyes que expida el Congreso 
General. Ninguna remuneración será superior a la que perciba el presidente de la 
República. Ningún servidor público podrá percibir una remuneración mayor a la establecida 
para su superior jerárquico."  

Tal cual lo señala en la iniciativa: "No puede ignorarse, además, el hecho de que la 
abrumadora mayoría de estos sueldos públicos, aún en los ámbitos locales y municipales, 
son sufragados cada día en mayor medida, con cargo a partidas que tienen su origen en 
fondos de la federación, recaudadas por mandato de este Congreso de la Unión. Se trata, en 
efecto, de un gasto que es aplicado localmente, pero que su origen está determinado por 
esta Soberanía, la cual es responsable de vigilar la adecuada aplicación de dichos recursos 
públicos y que no puede renunciar, de manera alguna, a propiciar su debida aplicación en 
todos los ámbitos. Se trata de consagrar, en una norma eficaz y claramente vinculatoria, el 
compromiso de que la sobriedad republicana será garantizada en la erogación de las 
percepciones de todo servidor público".  

Ahora bien, en la iniciativa presentada por Felipe Calderón Hinojosa ahora como 
Presidente de México se desprenden además de la coincidencia con los argumentos 
anteriormente esgrimidos, los siguientes:  

Primero. La alusión directa a Benito Juárez al tenor de la siguiente expresión: "El 
presidente Benito Juárez, al referirse a la función que desempeñan los servidores 
públicos señalaba que: "...bajo el sistema federativo no pueden gobernar a impulsos 
de una voluntad caprichosa, sino con sujeción a las leyes. No pueden improvisar 
fortunas, ni entregarse al ocio y a la disipación, sino consagrarse asiduamente al 
trabajo, disponiéndose a vivir en la honrosa medianía que proporciona la retribución 
que la ley les señala". Hoy los mexicanos demandan a los servidores públicos el 
eficaz cumplimiento de los principios a los que aludía el Benemérito de las 
Américas."  

Segundo. No escapa a nuestra atención lo previsto en el párrafo noveno del artículo 
94 constitucional que dispone que la remuneración que perciban diversos 
funcionarios judiciales no podrá ser disminuida durante su encargo. 

Sin embargo, es indudable que la ratio legis de dicho principio constitucional está referida 
a los poderes constituidos precisamente para evitar cualquier acto de presión que aquellos 
pudieran intentar en contra de la función jurisdiccional, en otras palabras, el precepto es un 
instrumento que pretende garantizar la autonomía del Poder Judicial.  

No obstante, es indiscutible que si el órgano reformador de la Constitución dicta un 
mandato que autoriza, en su caso, la afectación de algunos funcionarios, ello no vulnera lo 
dispuesto en el citado artículo 94. Además, nuestro máximo tribunal ya ha definido con 
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claridad que sólo el texto constitucional pudiera permitir, en caso de ser necesario, una 
aplicación retroactiva de la norma.  

En este contexto, no obstante el perjuicio que se pueda ocasionar a intereses individuales, 
debe atenderse al bien superior de contar con un régimen de remuneraciones equitativo, 
igualitario y transparente, que dé certeza al ejercicio del gasto público, con el fin de evitar 
arbitrariedad y el abuso en la determinación de los ingresos.  

Al efecto la tesis citada por el iniciante refiere lo siguiente:  

Como se reconoció por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 
jurisprudencial visible con el número 302 en la página 282 del Tomo I del Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, de rubro: "RETROACTIVIDAD DE LA 
LEY, PRECEPTOS CONSTITUCIONALES NO SON IMPUGNABLES POR…", el 
Poder Revisor de la Constitución puede imprimir a una reforma constitucional el ámbito 
temporal de validez que estime conveniente e, incluso, puede darle efectos retroactivos. En 
tal virtud, si de la interpretación de la reforma a un precepto constitucional, mediante la 
cual se restringe algún derecho de los gobernados, se advierte que fue voluntad de la 
expresión soberana fijarle un específico ámbito temporal de validez, las autoridades 
constituidas deben someterse a esa voluntad, con independencia de que ello implique 
afectar derechos adquiridos o, en el extremo contrario, respetar meras expectativas de 
derecho, que a juicio del referido poder, deben preservarse; todo ello, en aras de respetar el 
principio de supremacía constitucional.  

Derivado de lo anterior, estas comisiones coincidimos en lo general con el contenido de la 
minuta, sin embargo consideramos necesarias algunas modificaciones al texto del decreto y 
artículos transitorios en razón de los siguientes argumentos:  

Primero. Respecto de las remuneraciones, estas comisiones consideran necesario 
establecer en el texto de los artículos 75, 115, 116 y 122 a reformar la palabra retribuciones 
y no así la de remuneraciones en virtud de que aquellas son todas las que derivan del 
trabajo y que pueden ser de diferentes tipos según el artículo 5o. Constitucional, además 
que la obligación de la Cámara de Diputados en el texto vigente del artículo 75 así lo 
establece también.  

En razón de lo anterior y al ser los términos remuneraciones o retribuciones utilizados 
indistintamente en el texto constitucional para efectos de esta reforma deberán entenderse 
como sinónimas, como lo considera el artículo 127 de la Constitución.  

Respecto de la reforma planteada para el artículo 75 en el que se adiciona un segundo 
párrafo se estipula que la asignación de remuneraciones en el Presupuesto de Egresos 
deberá respetar las bases previstas para tales efectos en el artículo 127 constitucional, pero 
además, deberá respetar las leyes que en la materia correlativa expida el Congreso General. 
En ello se coincide en los términos propuestos, sin embargo consideramos adecuado que se 
adicione un tercer párrafo en el siguiente sentido:  
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Por su parte, tanto los poderes Legislativo federal, Ejecutivo y Judicial, así como los 
organismos con autonomía reconocida en esta Constitución que ejerzan recursos del 
presupuesto de egresos de la federación, estarán obligados a incluir dentro de sus proyectos 
de presupuestos, tabuladores desglosados en lo que respecta a las remuneraciones que 
perciban sus servidores públicos. Estas propuestas deberán observar el procedimiento que 
para la aprobación del presupuesto de egresos, prevé el artículo 74 fracción IV de esta 
Constitución y demás disposiciones legales aplicables.  

En atención a que el Banco de México no envía proyecto presupuestal para ser considerado 
en el PEF, la redacción propuesta no lo exime de incluir tabuladores dentro de su propio 
presupuesto ni de que las remuneraciones cumplan la normatividad establecida en el 
artículo 127 Constitucional.  

En este sentido, el artículo 75 quedaría de la siguiente manera:  

Artículo 75. …  

En todo caso, dicho señalamiento deberá respetar las bases previstas en el 
artículo 127 de esta Constitución y en las leyes que en la materia expida el 
Congreso General.  

Los poderes federales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los 
organismos con autonomía reconocida en esta Constitución que ejerzan 
recursos del presupuesto de egresos de la federación, deberán incluir dentro de 
sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas 
propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación del 
presupuesto de egresos, prevé el artículo 74 fracción IV de esta Constitución y 
demás disposiciones legales aplicables. 

Segundo. La modificación propuesta al artículo 115 constitucional propone que, por su 
parte, para las remuneraciones que correspondan a los servidores públicos previstas en los 
Presupuestos de Egresos aprobados por los ayuntamientos (previa aprobación de ley de 
ingresos de los municipios hecha por las legislaturas de los Estados) deberá elaborarse un 
tabulador desglosado de las remuneraciones de sus funcionarios públicos municipales, 
sujetándose ante todo a las disposiciones referidas en el artículo 127 de nuestra Carta 
Magna. En principio estamos de acuerdo con la prupuesta del Senado, con la adición de la 
obligación de establecer tabuladores, que es el sentido general del artículo 75 y principio 
que deberán seguir los ayuntamientos en sus presupuestos.  

Así, el artículo 115 quedaría de la siguiente manera:  

Artículo 115. …  

I. a III. ...  
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IV. ...  

a) …  

b) …  

c) ...  

…  

...  

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, 
revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán 
aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán 
incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 
perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución.  

...  

V. a X. ... 

Tercero. En su facultad de hacer cambios a la propuesta de reforma que envía el Senado de 
la República, estas Comisiones, proponemos que la Cámara de Diputados incluya 
modificaciones a los artículos 116 y 122, con la finalidad de que también impacte la 
regulación salarial a los servidores públicos estatales al mismo tiempo que los 
correspondientes al Distrito Federal.  

En lo particular, para el artículo 116 constitucional, se propone hacer explícita, una facultad 
importante que ha estado reservada para los estados, que consiste en que sus legislaturas 
aprueben anualmente el presupuesto de egresos correspondiente y en éste señale los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban sus servidores públicos.  

Bajo este esquema, se proponen dos modificaciones en el mismo sentido con respeto a sus 
facultades, tanto para el artículo 116 como para el 122, en lo relativo al mandato a los 
Poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los organismos con autonomía 
reconocida en sus constituciones locales –para el caso de los estados– y en su Estatuto de 
Gobierno –para el caso del Distrito Federal–, de incluir dentro de sus proyectos de 
presupuestos, tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban sus servidores 
públicos. Dichas propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación de 
sus respectivos presupuestos de egresos, establezcan las disposiciones de su marco jurídico 
aplicable.  

Así pues los artículos 116 y 122 de la Constitución quedarían de la siguiente manera:  
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Artículo 116. ...  

...  

I. …  

II. …  

…  

…  

Corresponde a las legislaturas de los Estados la aprobación anual del 
presupuesto de egresos correspondiente.  

Los Poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los organismos 
con autonomía reconocida en sus constituciones locales, deberán incluir dentro 
de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas 
propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación de los 
presupuestos de egresos de los Estados, establezcan las disposiciones 
constitucionales y legales aplicables.  

III. a VII. …  

Artículo 122. …  

…  

…  

…  

…  

…  

A. ...  

B. ...  

C. …  

Base Primera …  

I. a IV. …  
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V. …  

a) …  

b) …  

Los órganos del Distrito Federal Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los 
organismos con autonomía reconocida en su Estatuto de Gobierno, deberán 
incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de 
las remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas 
propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación del 
Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, establezcan las disposiciones del 
Estatuto de Gobierno y legales aplicables.  

…  

…  

…  

c) a o) …  

Base Segunda a Base Quinta … 

Cuarto. En la modificación al artículo 123 se coincide plenamente con lo propuesto, con la 
finalidad de armonizar los contenidos de las reformas de los artículos 75, 115, 116 y 122. 
Concretamente se refiere al apartado B que trata lo relativo a los trabajadores de los 
poderes de la Unión y del Gobierno del Distrito Federal, y se adiciona en su fracción IV 
que la asignación de salarios en los presupuestos respectivos, se sujetarán a lo dispuesto por 
el artículo 127 constitucional, con la prevención importante de no disminuir su cuantía 
durante la vigencia de los mismos, sin embargo se modifica la sintaxis de la redacción a fin 
de dar claridad al presepto, quedando de la siguiente forma:  

Artículo 123. ….  

…  

A. …  

B. …  

I. a III. …  

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos sin que su cuantía 
pueda ser disminuida durante la vigencia de éstos, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución y en la ley.  
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…  

V. a XIV. … 

Quinto. En coincidencia con la colegisladora, consideramos pertinente que sea el texto del 
artículo 127 constitucional el que prevea bases generales para los efectos de esta reforma 
que apliquen para todos los servidores públicos y regule de manera preeminente en materia 
de remuneraciones de los mismos, como lo dice la minuta del Senado: "la reforma al 
artículo 127 constitucional (…) promueve el control y la transparencia, evitando el 
dispendio en la asignación discrecional de las remuneraciones a los servidores públicos, al 
tiempo que reconoce la proporcionalidad que debe existir entre las remuneraciones y las 
funciones y responsabilidades a los cargos". Sin dejar de atender de manera armónica todos 
los preceptos constitucionales.  

Así pues, aun y cuando estas comisiones coincidimos con la propuesta en lo general, 
creemos necesario que la Cámara de Diputados proponga modificaciones al texto 
propuesto, en las siguientes fracciones:  

En la fracción I, consiste en excluir del concepto de remuneraciones o retribuciones, las 
aportaciones a fondos de retiro o ahorro que puedan realizar los servidores públicos, en 
razón de que aquellas no integran el salario, sino que por su propia naturaleza forman parte 
del régimen de seguridad social a que tiene derecho todo trabajador según lo dispone la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que las aportaciones 
permiten preservar, por un lado la dignidad y el ingreso de los servidores públicos en tanto 
se reincorporan, en su caso, al mercado laboral ante la eventual separación del servicio 
público por cualquier causa, y que en algunos casos la propia ley les impide desempeñar 
otro empleo, cargo o comisión en el servicio público, que no necesariamente es por razón 
de sanción, sino por seguridad de las instituciones del Estado y motivado por el conflicto de 
intereses que se pudiesen generar por éste. Por el otro lado, dichos fondos de ahorro 
fomentan el ahorro de los trabajadores mientras están en servicio en beneficio del sistema 
financiero y su patrimonio de manera transparente y justa.  

La Comisión de la Función Pública estimó procedente incluir en la fracción II del artículo 
127 del proyecto de Decreto la siguiente oración "en términos de la fracción anterior", por 
lo cual se precisa en la fracción II de este artículo que ningún servidor público podrá recibir 
remuneración mayor, en términos de la fracción I (que es la anterior), por el desempeño de 
su función, empleo, cargo o comisión, que a la establecida para el Presidente de la 
República en el presupuesto correspondiente.  

En la fracción III consideramos necesario incluir en el régimen de excepción la posibilidad 
de recibir una remuneración mayor a la del superior jerárquico cuando la misma sea 
consecuencia de trabajos técnicos especializados o que formen parte de un sistema de 
carrera profesional garantizado por la ley.  

En la fracción IV la modificación consiste en adicionar al texto propuesto, la cláusula de 
exlusión respecto de los servicios de seguridad que por razón del cargo desempeñado 
requieran algunos servidores públicos, ya que consideramos que la seguridad de los mismos 
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no debe en ningún momento ser factor para que no se tomen las decisiones que se requieran 
enunciadas en ley y no influenciadas por presiones o amenazas a la vida e integridad 
personal.  

Al tenor del siguiente texto: "… Quedan excluidos los servicios de seguridad que los 
servidores públicos por razón del cargo desempeñado así lo requieran".  

Asimismo, la Comisión de la Función Pública propuso la adición a la fracción IV del 
artículo 127 Constitucional, para establecer en ésta que no se considerarán préstamos o 
créditos sin que estos, entre los demás conceptos que ya prevé la propuesta, se encuentren 
asignados por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de 
trabajo, además de que también se precisa que estos conceptos no formarán parte de la 
remuneración, pues con esto los trabajadores tendrán la certeza de que estos conceptos no 
integrarán o formarán parte de sus remuneraciones, con lo cual se busca evitar conflictos y 
litigios innecesarios.  

En la fracción VI se señala que, los diversos órganos legislativos -el federal, los estatales y 
el del Distrito Federal- promulgarán las leyes necesarias a efecto de concretar el contenido 
del artículo 127 constitucional propuesto, en las cuales, además se deberán prever 
sanciones, penales y administrativas para los órganos que incumplan, eludan o simulen el 
cumplimiento de las limitaciones y previsiones establecidas en este artículo. Y en ello se 
coincide totalmente con lo propuesto en la minuta. Sin embargo respecto de la propuesta 
que señala: "Este artículo tendrá preeminencia sobre cualquier otra disposición que norme 
remuneraciones a servidores públicos en esta Constitución o en cualquier otro 
ordenamiento" se discrepa, en razón de que una norma constitucional no puede estar por 
encima de otra norma constitucional y en su caso ninguna ley puede ser aplicable si 
contraviene lo dispuesto por la Constitución, por lo que consideramos necesario eliminarlo 
del texto del artículo, sin dejar de señalar que la intención del Poder Revisor de la 
Constitución (Constituyente Permanente) es que lo dispuesto por el artículo 127 se aplique 
una vez sea norma vigente, no obstante las disposiciones que pudieran existir en la 
Constitución y que en la interpretación de la misma los órganos encargados de aplicarla 
consideren sea contraria a otra norma del mismo carácter. Ello para efectos de hacer posible 
lo que la Suprema Corte de Justicia de la Unión reconoció en la tesis jurisprudencial visible 
con el número 302 en la página 282 del Tomo I del Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1995, y que a la letra dice: "RETROACTIVIDAD DE LA LEY, 
PRECEPTOS CONSTITUCIONALES NO SON IMPUGNABLES POR.", el Poder 
Revisor de la Constitución puede imprimir a una reforma constitucional el ámbito temporal 
de validez que estime conveniente e, incluso, puede darle efectos retroactivos. En tal virtud, 
si de la interpretación de la reforma a un precepto constitucional, mediante la cual se 
restringe algún derecho de los gobernados, se advierte que fue voluntad de la expresión 
soberana fijarle un específico ámbito temporal de validez, las autoridades constituidas 
deben someterse a esa voluntad, con independencia de que ello implique afectar derechos 
adquiridos o, en el extremo contrario, respetar meras expectativas de derecho, que a juicio 
del referido poder, deben preservarse; todo ello, en aras de respetar el principio de 
supremacía constitucional.  
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Lo anterior forma parte de la preocupación mostrada por algunos legisladores en el 
entendido de lo dispuesto por el párrafo noveno del artículo 94 respecto a que la 
remuneración que perciban por sus servicios los Ministros de la Suprema Corte, los 
magistrados de Circuito, los jueces de Distrito, los consejeros de la Judicatura Federal, y los 
magistrados electorales, no podrá ser disminuida durante su encargo. En este sentido 
podríamos pensar que existen dos normas constitucionales que se contraponen, sin embargo 
y en relación a la tesis de jurisprudencia citada en el párrafo anterior consideramos que la 
presente reforma constitucional no afecta lo dispuesto por dicho artículo 94 y sí en cambio 
obliga a los servidores públicos del Poder Judicial a recibir una retribución por sus servicios 
acorde a lo que establecerá la misma Constitución en el artículo 127. En este sentido 
consideramos que dicha obligación la asuman los órganos administrativos encargados de 
ajustar los salarios de sus servidores públicos del Poder Judicial federal, los poderes 
judiciales de los estados, de los órganismos constitucionales autónomos, y aquellos a los 
que la ley otorgue autonomía, así como los órganos autónomos de los estados.  

En este sentido y para efectos de que se cumpla dicha norma, creemos que la intención de 
la colegisladora de establecer la preeminencia de lo dispuesto en el artículo 127 (motivo de 
esta reforma) sobre cualquiera otra, no está de más resaltarla en la exposición de motivos, 
así como la obligación de aplicarla y respetarla por todos los servidores públicos.  

De esta manera el artículo 127 quedaría de la siguiente forma:  

Artículo 127. Los servidores públicos de la federación, de los estados, del Distrito 
Federal y de los municipios, de sus entidades y dependencias, así como de sus 
administraciones paraestatales y paramunicipales, fideicomisos públicos, 
instituciones y organismos autónomos, y cualquier otro ente público, recibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, 
cargo o comisión, que deberá ser proporcional a sus responsabilidades.  

Dicha remuneración será determinada anual y equitativamente en los presupuestos 
de egresos correspondientes, bajo las siguientes bases:  

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en efectivo o en 
especie, incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recompensas, 
bonos, estímulos, comisiones, compensaciones y cualquier otra, con excepción 
de los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del 
desarrollo del trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales.  

II. Ningún servidor público podrá recibir remuneración, en términos de la fracción 
anterior, por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la 
establecida para el Presidente de la República en el presupuesto correspondiente.  

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que 
su superior jerárquico. Salvo que el excedente sea consecuencia del desempeño 
de varios empleos públicos, que su remuneración sea producto de las 
condiciones generales de trabajo derivado de un trabajo técnico calificado o 
por especialización en su función, la suma de dichas retribuciones no deberá 
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exceder la mitad de la remuneración establecida para el Presidente de la 
República en el presupuesto correspondiente.  

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni 
liquidaciones por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin 
que éstas se encuentren asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o 
condiciones generales de trabajo. Estos conceptos no formarán parte de la 
remuneración. Quedan excluidos los servicios de seguridad que los servidores 
públicos por razón del cargo desempeñado así lo requieran.  

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y 
diferenciar la totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en 
especie.  

VI. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, expedirán las 
leyes para hacer efectivo el contenido del presente artículo y las disposiciones 
constitucionales relativas, y para sancionar penal y administrativamente las 
conductas que impliquen el incumplimiento o la elusión por simulación de lo 
establecido en este artículo. 

Sexto. Estas comisiones queremos esclarecer que cuando en los artículos reformados en 
este Decreto, se refiera a servidores públicos, y en los cuales aplique normas para ellos, 
siempre se deberá entender por éstos de manera amplia a los representantes de elección 
popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, 
los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, 
cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión, en la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal o en la Administración Pública Federal o en el Distrito 
Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución 
otorgue autonomía, y en los mismos términos a los respectivos de los Estados de la 
República.  

Séptimo. Del Régimen transitorio:  

Este se compone de cinco artículos. En el transitorio primero, se coincide en sus 
términos. Se refiere la entrada en vigor de la reforma planteada, esto es: el día siguiente al 
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Así como la cláusula tácita de que 
cualquier disposición que contravenga el contenido de este decreto quedará sin efecto.  

El transitorio segundo establece que las remuneraciones que al momento de la publicación 
del decreto excedan la establecida en el mismo, tendrán que disminuirse en los 
presupuestos de egresos correspondientes al siguiente ejercicio fiscal respecto de aquél en 
que haya entrado en vigor este decreto. Se coincide en sus términos.  

En el transitorio tercero existe una modificación sustancial a la propuesta de la 
Colegisladora ya que la propuesta original respetaba las remuneraciones totales de los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los magistrados del Tribunal 
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Electoral del Poder Judicial de la Federación, los magistrados de Circuito, los jueces de 
Distrito, los consejeros de la Judicatura Federal, los integrantes del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral y los magistrados y jueces de los Poderes Judiciales Estatales, 
durante el tiempo que dure el encargo. Al respecto, estas comisiones consideramos 
prudente hacer una modificación al inciso b) de este artículo transitorio, en el sentido de 
respetar dichas remuneraciones recibidas bajo los conceptos descritos en este inciso b) a los 
servidores públicos antes mencionados, siempre y cuando no rebasen el tope máximo 
establecido para el Presidente de la República (fracción II del artículo 127).  

De esta manera se establece que cualesquiera otras remuneraciones en dinero o en especie, 
que perciban los funcionarios arriba señalados, que sean adicionales a la nominal tales 
como gratificaciones, premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, 
compensaciones, sólo se mantendrán si la remuneración total que los incluye no excede el 
monto máximo referido en la fracción II del artículo 127 constitucional. En este sentido, se 
excluyen las aportaciones a fondos para el retiro o ahorro; por lo que hace necesario 
eliminar también el inciso d) de la propuesta del Senado ya que se refiere a la obligación 
legislativa de regular dichas aportaciones.  

En el mismo sentido se señala que las remuneraciones nominales junto a las adicionales 
podrán incrementarse respetando la fracción II arriba referida, es decir, sólo podrán 
incrementarse si no exceden el monto máximo en ella señalado, en lo cual se coincide con 
lo referido.  

Así pues, el transitorio tercero quedaría de la siguiente manera:  

Tercero. A partir del ejercicio fiscal del año siguiente a aquél en que haya entrado en vigor 
el presente decreto las percepciones de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los 
magistrados de Circuito, los jueces de Distrito, los consejeros de la Judicatura Federal, los 
integrantes del Consejo General del Instituto Federal Electoral y los magistrados y jueces 
de los Poderes Judiciales Estatales, que actualmente estén en funciones, se sujetarán a lo 
siguiente:  

a) Las retribuciones nominales señaladas en los presupuestos vigentes superiores al 
monto máximo previsto en la base II del artículo 127 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se mantendrán durante el tiempo que dure su 
encargo.  

b) Las remuneraciones adicionales a las nominales, tales como gratificaciones, 
premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones, y cualquier 
remuneración en dinero o especie, sólo se podrán mantener en la medida en que la 
remuneración total no exceda el máximo establecido en la base II del artículo 127 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

c) Los incrementos a las retribuciones nominales o adicionales sólo podrán 
realizarse si la remuneración total no excede el monto máximo antes referido. 
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Respecto al transitorio cuarto se coincide totalmente con la propuesta, en el sentido que 
pretende que el Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, en un plazo de 180 días 
naturales siguientes a la entrada en vigor de esta reforma, expidan o adecuen la legislación, 
de conformidad con los términos del presente decreto. Ello con el ánimo de que tanto la 
Federación como las entidades federativas homologuen sus criterios respecto a los topes 
salariales de los funcionarios públicos, lo cual ayudará a corregir el hecho de que por el 
mismo empleo en diferente entidad, el trabajador sea remunerado con una gran diferencia 
en las cantidades salariales.  

El artículo quinto transitorio establece que, para darle fuerza normativa a esta reforma, 
exige tanto al Congreso de la Unión, como a las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, tipifiquen y sancionen penal y administrativamente las 
conductas de los servidores públicos cuya finalidad sea eludir lo dispuesto en el presente 
decreto, dentro de un plazo de 180 días naturales siguientes a su entrada en vigor. Se 
coincide con la propuesta en sus términos.  

Por lo anteriormente expuesto y motivado de acuerdo con la Constitución, la Ley Orgánica 
del Congreso General y el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, de 
los Estados Unidos Mexicanos, estas Comisiones sometemos a consideración del Pleno de 
la Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de  

Decreto que reforma y adiciona los artículos 75, 115, 116, 122, 123 y 127 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforman el párrafo cuarto del inciso c) de la fracción IV del artículo 
115; el primer párrafo del inciso b) de la fracción V de la BASE PRIMERA del artículo 
122; el primer párrafo de la fracción IV del apartado B del artículo 123; el artículo 127, y se 
adicionan los párrafos segundo y tercero al artículo 75; los párrafos cuarto y quinto a la 
fracción II del artículo 116, recorriéndose en su orden los actuales cuarto y quinto; un 
párrafo segundo, recorriéndose en su orden los actuales segundo a quinto, al inciso b) de la 
fracción V de la BASE PRIMERA al artículo 122 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 75. …  

En todo caso, dicho señalamiento deberá respetar las bases previstas en el artículo 127 de 
esta Constitución y en las leyes que en la materia expida el Congreso General.  

Los Poderes federales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los organismos con 
autonomía reconocida en esta Constitución que ejerzan recursos del Presupuesto de 
Egresos de la Federación, deberán incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los 
tabuladores desglosados de las remuneraciones que se propone perciban sus 
servidores públicos. Estas propuestas deberán observar el procedimiento que para la 
aprobación del presupuesto de egresos, prevé el artículo 74 fracción IV de esta 
Constitución y demás disposiciones legales aplicables.  
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Artículo 115. …  

I. a III. ...  

IV. ...  

a) …  

b) …  

c) ...  

...  

...  

Las legislaturas de los estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, 
revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán 
aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán 
incluir en los mismos, los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 
perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución.  

...  

V. a X. … 

Artículo 116. ...  

...  

I. …  

II. …  

…  

…  

Corresponde a las legislaturas de los Estados la aprobación anual del 
presupuesto de egresos correspondiente. Al señalar las remuneraciones de 
servidores públicos deberán sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de 
esta Constitución.  

Los poderes estatales Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los organismos 
con autonomía reconocida en sus constituciones locales, deberán incluir dentro 
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de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las 
remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas 
propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación de los 
presupuestos de egresos de los Estados, establezcan las disposiciones 
constitucionales y legales aplicables.  

…  

…  

III. a VII. … 

Artículo 122. …  

…  

…  

…  

…  

…  

A. ....  

B. …  

C. …  

Base Primera …  

I. a IV. …  

V. …  

a) …  

b) Examinar, discutir y aprobar anualmente el presupuesto de egresos y la ley 
de ingresos del Distrito Federal, aprobando primero las contribuciones 
necesarias para cubrir el presupuesto. Al señalar las remuneraciones de 
servidores públicos deberán sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de 
esta Constitución.  

Los órganos del Distrito Federal Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los 
organismos con autonomía reconocida en su Estatuto de Gobierno, deberán 
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incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de 
las remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas 
propuestas deberán observar el procedimiento que para la aprobación del 
presupuesto de egresos del Distrito Federal, establezcan las disposiciones del 
Estatuto de Gobierno y legales aplicables.  

…  

…  

…  

…  

c) a o) … 

Base Segunda a Base Quinta …  

D. a H. …  

Artículo 123. ….  

…  

A. …  

B. ….  

I. a III. …  

IV. Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos sin que su cuantía 
pueda ser disminuida durante la vigencia de éstos, sujetándose a lo dispuesto en el 
artículo 127 de esta Constitución y en la ley.  

…  

V. a XIV. … 

Artículo 127. Los servidores públicos de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal 
y de los Municipios, de sus entidades y dependencias, así como de sus administraciones 
paraestatales y paramunicipales, fideicomisos públicos, instituciones y organismos 
autónomos, y cualquier otro ente público, recibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que deberá ser 
proporcional a sus responsabilidades.  
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Dicha remuneración será determinada anual y equitativamente en los presupuestos de 
egresos correspondientes, bajo las siguientes bases:  

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en efectivo o en especie, 
incluyendo dietas, aguinaldos, gratificaciones, premios, recompensas, bonos, 
estímulos, comisiones, compensaciones y cualquier otra, con excepción de los 
apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del desarrollo del 
trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales.  

II. Ningún servidor público podrá recibir remuneración, en términos de la fracción 
anterior, por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la 
establecida para el Presidente de la República en el presupuesto correspondiente.  

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que su 
superior jerárquico; salvo que el excedente sea consecuencia del desempeño de 
varios empleos públicos, que su remuneración sea producto de las condiciones 
generales de trabajo, derivado de un trabajo técnico calificado o por especialización 
en su función, la suma de dichas retribuciones no deberá exceder la mitad de la 
remuneración establecida para el Presidente de la República en el presupuesto 
correspondiente.  

IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni 
liquidaciones por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que 
éstas se encuentren asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o 
condiciones generales de trabajo. Estos conceptos no formarán parte de la 
remuneración. Quedan excluidos los servicios de seguridad que requieran los 
servidores públicos por razón del cargo desempeñado.  

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y 
diferenciar la totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en 
especie.  

VI. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, en el ámbito de sus competencias, expedirán las 
leyes para hacer efectivo el contenido del presente artículo y las disposiciones 
constitucionales relativas, y para sancionar penal y administrativamente las 
conductas que impliquen el incumplimiento o la elusión por simulación de lo 
establecido en este artículo. 

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. Las disposiciones que contravengan el presente decreto 
quedarán sin efecto.  
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Segundo. Las remuneraciones que en el actual ejercicio sean superiores a la máxima 
establecida en el presente decreto, deberán ser ajustadas o disminuidas en los presupuestos 
de egresos correspondientes al ejercicio fiscal del año siguiente a aquél en que haya entrado 
en vigor el presente decreto.  

Tercero. A partir del ejercicio fiscal del año siguiente a aquél en que haya entrado en vigor 
el presente decreto las percepciones de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la federación, los 
magistrados de Circuito, los jueces de Distrito, los consejeros de la Judicatura Federal, los 
integrantes del Consejo General del Instituto Federal Electoral y los magistrados y jueces 
de los Poderes Judiciales Estatales, que actualmente estén en funciones, se sujetarán a lo 
siguiente:  

a) Las retribuciones nominales señaladas en los presupuestos vigentes superiores al 
monto máximo previsto en la base II del artículo 127 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, se mantendrán durante el tiempo que dure su 
encargo.  

b) Las remuneraciones adicionales a las nominales, tales como gratificaciones, 
premios, recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones, y cualquier 
remuneración en dinero o especie, sólo se podrán mantener en la medida en que la 
remuneración total no exceda el máximo establecido en la base II del artículo 127 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

c) Los incrementos a las retribuciones nominales o adicionales sólo podrán 
realizarse si la remuneración total no excede el monto máximo antes referido. 

Cuarto. El Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, deberán expedir o adecuar la 
legislación, de conformidad con los términos del presente decreto, dentro de un plazo de 
180 días naturales siguientes a su entrada en vigor.  

Quinto. El Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, deberán tipificar y sancionar penal y 
administrativamente las conductas de los servidores públicos cuya finalidad sea eludir lo 
dispuesto en el presente decreto, dentro de un plazo de 180 días naturales siguientes a su 
entrada en vigor.  

Dado en la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión de los Estados 
Unidos Mexicanos, a los veintiséis días del mes de marzo año dos mil nueve.  

La Comisión de Puntos Constitucionales  

Diputados: Raymundo Cárdenas Hernández (rúbrica), presidente; José Gildardo Guerrero Torres (rúbrica), 
Dora Alicia Martínez Valero, Mónica Fernández Balboa (rúbrica), Carlos Armando Biebrich Torres (rúbrica), 
José Jesús Reyna García (rúbrica), Patricia Castillo Romero (rúbrica), Silvano Garay Ulloa, secretarios; 
Eduardo Sergio de la Torre Jaramillo, María del Consuelo Argüelles Arellano (rúbrica), Lariza Montiel Luis 
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(rúbrica), Raúl Cervantes Andrade, Alfredo Adolfo Ríos Camarena, Leticia Díaz de León Torres (rúbrica), 
Jaime Espejel Lazcano (rúbrica), Fidel Antuña Batista (rúbrica), Juan Nicasio Guerra Ochoa (rúbrica), 
Francisco Elizondo Garrido, Andrés Lozano Lozano, Arely Madrid Tovilla, Lizbeth Evelia Medina Rodríguez 
(rúbrica), Victorio Rubén Montalvo Rojas, María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica), Rosario Ignacia Ortiz 
Magallón (rúbrica), Víctor Samuel Palma César, Cruz Pérez Cuéllar (rúbrica), Juan Francisco Rivera Bedoya, 
Juan José Rodríguez Prats, Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica), Yadhira Yvette Tamayo Herrera (rúbrica).  

La Comisión de la Función Pública  

Diputados: Benjamín Ernesto González Roaro (rúbrica), presidente; Enrique Cárdenas del Avellano 
(rúbrica), Lariza Montiel Luis (rúbrica), Jesús Ricardo Morales Manzo (rúbrica), secretarios; Jesús Sergio 
Alcántara Núñez, Alma Edwviges Alcaraz Hernández (rúbrica), Carlos Altamirano Toledo, Jesús Arredondo 
Velázquez, Carlos Armando Biebrich Torres (rúbrica), María Eugenia Campos Galván (rúbrica), Andrés 
Carballo Bustamante, José de la Torre Sánchez (rúbrica), Joaquín Conrado de los Santos Molina (rúbrica), 
Mario Enrique del Toro, Adriana Díaz Contreras (rúbrica), Arturo Flores Grande (rúbrica), María del Carmen 
Fernández Ugarte (rúbrica), Apolonio Méndez Meneses (rúbrica), Carlos Orsoe Morales Vázquez, Alan 
Notholt Guerrero, Sagrario María del Rosario Ortiz Montoro (rúbrica), Marcos Salas Contreras (rúbrica), 
Ramón Valdez Chávez, Héctor Padilla Gutiérrez, Rafael Plácido Ramos (rúbrica), Víctor Gabriel López 
Varela.  
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